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			Prólogo del autor

			 

			 

			Este Curso de Derecho Parlamentario es el producto de más de doce años de experiencia en el ejercicio de cargos de dirección, asesoría, asistencia técnica y capacitación en el ámbito de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión mexicano y, por ello, pretende ser un texto que recopila, sistematiza y presenta de manera sencilla y ágil, sin más pretensiones que las didácticas, el saber relacionado con el quehacer parlamentario. Su marco de referencia explícito se conforma por el conjunto de disposiciones jurídicas que tienen que ver con la potestad  que corresponde al Poder que tiene la función fundamental de discutir y aprobar las normas que rigen la convivencia social. 

			Se trata de identificar  y estudiar el derecho que regula los procesos de creación del derecho, partiendo del reconocimiento de que el derecho es el único producto cultural que se  crea a sí mismo, a través de la auto regulación de sus procesos de creación y transformación.

			Lo anterior nos plantea un universo de conocimiento ciertamente vasto que debe ser acotado con los instrumentos que nos proporciona la ciencia jurídica, la historia de los parlamentos y la experiencia práctica.

			Con tales intenciones, proyectamos un curso que se dividiera en tres grandes partes, que siguiendo la tradición denominamos “Libros”:

			 

			El Libro Primero se titula  “Teoría General” y en él se pretende conocer los términos básicos y conceptos fundamentales que darán sustento al desarrollo de los diversos temas que comprende este Curso. Se divide, a su vez, en cuatro Capítulos:

			 

			
					
I.	Generalidades: Se explica el significado de la palabra parlamento y sus relaciones con los términos “asamblea” y “poder legislativo”, para precisar con claridad el objeto toral de conocimiento del Curso. Se presenta un bosquejo del desarrollo histórico de los parlamentos para que el lector pueda conocer la aparición y desarrollo de nuestra institución en el marco de la historia del hombre y las principales sociedades humanas. Se concluye con una descripción del Parlamento Moderno, para llegar a precisar un concepto de Parlamento.

			

			 

			
					
II.	Relaciones del Derecho Parlamentario con otras disciplinas. Se destaca el carácter multidisciplinario del Derecho Parlamentario y se establecen sus relaciones con la sociología, la economía y su inserción en el ámbito del Derecho.

			

			 

			
					
III.	Relaciones del Derecho Parlamentario con la política. Se pretenden explicar los conceptos fundamentales en la materia: política y poder; nación; estado; soberanía y gobierno; representación política, y división y separación de poderes.

			

			 

			
					
IV.	Sistemas de Estado y de Gobierno. Se ensaya una clasificación de las organizaciones políticas y, con ese marco de referencia, se explican sus principales expresiones históricas: monarquía, república, regímenes parlamentarios y presidenciales, y se concluye con algunas reflexiones sobre las formas mixtas de gobierno, resaltando su contemporaneidad, y sobre la democracia y el estado de derecho.

			

			 

			El Libro Segundo, denominado “Derecho Parlamentario Mexicano”, está dedicado a analizar y tratar de explicar los conceptos, estructura y funcionamiento  del Órgano Soberano que en México tiene asignada la potestad de legislar, entre otras funciones complementarias y accesorias. Comprende siete Capítulos:

			 

			
					
V.	Sistema de Estado y de Gobierno Mexicano. Se determinan las características del Estado y Gobierno mexicanos, en congruencia con los principios establecidos en el Libro Primero.

			

			 

			
					
VI.	Fuentes Históricas del Derecho Parlamentario Mexicano.  Se refieren los eventos que conformaron la historia de los congresos mexicanos.

			

			 

			
					
VII.	Fuentes Formales. Se identifican y caracterizan los productos legislativos que inciden en la creación del propio Derecho.

			

			 

			
					
VIII.	Fuentes Reales. Se estudian los elementos que dan contenido a la legislación: Sociológicas y políticas.

			

			 

			
					
IX.	Funciones del Parlamento Mexicano. Se analizan las acciones que el Parlamento realiza en cumplimiento a sus atribuciones: legislativas; de supervisión y control; jurisdiccionales; electorales; de interpretación auténtica de la ley; administrativas; de autorregulación; financieras; de divulgación, y políticas.

			

			 

			
					
X.	Integración del Congreso Mexicano. Se determina el número y clases de representantes populares que integran al Congreso y a sus Cámaras.

			

			 

			
					
XI.	Estructura Orgánica, Atribuciones y Funcionamiento del Parlamento Mexicano. Se estudian los órganos en que se distribuyen las atribuciones que corresponden al Parlamento, las atribuciones mismas y, en general, la forma en que funciona este órgano soberano.

			

			 

			El Libro Tercero se integra con la parte adjetiva o procesal del “Derecho Parlamentario”. Debe mencionarse que respecto a este libro son muy escasas las referencias bibliográficas encontradas, por lo que el autor tuvo que apoyarse en principios o reglas generales del Derecho, o que limitarse a la comprensión e interpretación de la normatividad vigente.  Se compone de siete Capítulos:

			 

			
					
XII.	Teoría General del Proceso Parlamentario. Para la estructuración y desarrollo de este Capítulo recurrimos al estudio de los procesalistas del Derecho Civil. La teoría general del proceso desarrollada alrededor de las ideas de Carnelutti fue la pieza angular de nuestras ideas, trasladada al concepto de asamblea y a los principios de discusión y debate que le son característicos. Con estas bases perfilamos una Teoría General del Proceso Parlamentario que confiamos que sirva de antecedente para estudios más profundos y especializados sobre la materia.

			

			 

			
					
XIII.	Debate y votación. Mención especial merece el estudio del debate y la votación en los parlamentos, como la forma exclusiva de expresión de la voluntad de los órganos públicos colectivos. Las reglas para su desarrollo deben ser parte fundamental del Derecho Procesal Parlamentario.

			

			 

			
					
XIV.	Proceso de Formación de Leyes y Decretos. Por tratarse del procedimiento de la función  histórica fundamental de los Parlamentos, el proceso legislativo, en sentido estricto, debe estudiarse y utilizarse como el prototipo de los procesos parlamentarios, al que deberemos remitirnos constantemente. Éste, al igual que los procedimientos particulares que veremos en adelante, se complementó con un diagrama de flujo, para su mejor comprensión y aprehensión.

			

			 

			
					
XV.	Proceso de Reforma Constitucional. Este proceso está regulado en la concreción del texto del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos. En él esta prevista la potestad de reformar la Constitución, la intervención del Órgano Revisor de la Carta Magna y las bases para el procedimiento correspondiente.  El resto habrá de complementarse con los antecedentes que brinda la práctica parlamentaria y los aportes de la doctrina.

			

			 

			
					
XVI.	Procesos Jurisdiccionales. En este Capítulo se estudian los dos únicos procedimientos jurisdiccionales que formalmente subsisten en la actualidad: La Declaración de Procedencia y el Juicio Político.

			

			 

			
					
XVII.	El Acuerdo Parlamentario. El Acuerdo es la forma que adoptan las resoluciones de los órganos colectivos públicos, como son los que forman parte de los Parlamentos, y de allí resulta la importancia de conocer sus reglas de procedimiento.

			

			 

			
					
XVIII.	Técnica Legislativa. El último Capítulo lo reservamos para esta parte del Derecho Parlamentario que, para efectos didácticos, describimos como los métodos e instrumentos necesarios para conocer y desarrollar bien los procedimientos parlamentarios. La aplicación correcta de la Técnica Legislativa garantizará la producción de mejores leyes. En esta materia encontramos publicados en México diversos autores que nos orientaron en nuestro trabajo, pero debemos reconocer que es uno de los campos menos atendidos del Derecho Parlamentario y en el que se requiere con urgencia multiplicar esfuerzos.

			

			 

			Como puede inferirse de la apretada sinopsis de los temas tratados en este Curso, su propósito es identificar,  recopilar, sistematizar y explicar prácticamente todos los temas  que inciden e interesan en el quehacer parlamentario, como anunciamos en el inicio de este Prólogo.

			Pocos antecedentes encontramos de trabajos que tuvieran en México un objetivo similar al nuestro: “Derecho Parlamentario” de Francisco Berlín Valenzuela, de 1994, y “Poder Legislativo” de Jorge Fernández Ruiz, de 2010; también podemos citar la Obra Colectiva coordinada por Moisés Ochoa Campos, “Derecho Legislativo Mexicano”, Cámara de Diputados, XLVIII Legislatura del Congreso de la Unión (1973), en la que diversos autores desarrollan un buen número de los temas que deben integrar el Derecho Parlamentario.

			Susana Thalía Pedroza de la Llave, “El Congreso General  Mexicano. Análisis de su Evolución y Funcionamiento Actual”, 2003, y Quintana Valtierra, Jesús y Carreño García, Franco. “Derecho Parlamentario y Técnica Legislativa en México. Principios Generales”, Editorial Porrúa, México, 2006, aun cuando se refieren en forma genérica al Derecho Parlamentario, su objeto evidente es desarrollar el tema particular que se enuncia como segunda parte de su Título.

			El Congreso Mexicano, de José Luis Camacho Vargas, Instituto Mexicano de Estudios sobre el Poder Legislativo, de 2006, desarrolló en forma tradicional los primeros temas de su Índice: “Orígenes de la Representación Política en el Mundo. Antecedentes Histórico-Jurídicos, y Evolución Histórica y Jurídica del Poder Legislativo en México”. El resto de los temas los trata según un sistema de 150 preguntas y respuestas.

			Merece  mención expresa Miguel Ángel Camposeco, que en las décadas de 1980 y 1990 produjo y difundió diversos trabajos sobre temas parlamentarios determinados, con una clara intención pedagógica y capacitadora.

			La mayoría de los trabajos difundidos en materia parlamentaria se refieren a temas o Capítulos específicos. El escenario general de escasez y falta de actualización de ediciones en materia de Derecho Parlamentario es correlativo al entorno de pérdida de prestigio de las leyes y de las actividades legislativas a que nos referimos en el apartado 1 del Capítulo XVIII de este trabajo. La ciencia jurídica ha soslayado prácticamente el estudio de la acción legislativa para concentrarse en la interpretación de las normas. Se menosprecia el trabajo del legislador y se enaltece el de los intérpretes y jueces, fortaleciendo al Poder Judicial con la facultad superior del control constitucional, otorgando, en algunos países, a las sentencias del Poder Judicial la potestad de cambiar las leyes, automáticamente o estableciendo los mecanismos para que sea el Poder legislativo el que realice las reformas en el sentido ordenado por el Tribunal Constitucional. En el presente, en México, las resoluciones relativas a la potestad de control de la constitucionalidad no son vinculatorias para el Legislativo, que se mantiene como el único Poder creador de leyes.

			Ahora el embate principal contra la atribución de legislar, al menos, del buen legislar, en nuestro país proviene de la política práctica, la que determinan los intereses partidistas y de grupo. Desgraciadamente se olvida que el Derecho, al cumplir la función vital de ordenar y hacer posible la vida en sociedad, da cauce formal e institucional a tal facultad superior y que sólo dentro de este cauce se puede garantizar la vida social en condiciones razonables y racionales de convivencia, paz, seguridad, justicia y equidad. La evolución, desarrollo y transformación de las condiciones, principios y reglas sociales y políticas justifican y son fuente de la trasformación y hasta derogación del Derecho, pero nunca de su violación o deformación.

			Confiamos en que este esfuerzo ayude en alguna medida a resaltar la importancia de una de las actividades del hombre más excelsas y trascendentes: crear las normas  coercibles necesarias para la convivencia social.

			 

		

	
		
			Libro primero Teoría general

			 

			Capítulo I. Generalidades
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			1.	Significado de la palabra Parlamento 

			 

			El vocablo que identifica nuestra materia deriva de “parlar”, que significa hablar y que tiene su raíz en el latín “parabolare/parabulare”, que pasó al español como parábola (contar parábolas o cuentos), pero que en el latín medieval se uso como sinónimo de hablar y que en francés antiguo se convirtió en “parler” y actualmente “parlez”. Su esencia es la de un conjunto de sonidos articulados que expresan una idea. De ellas derivaron parlar y parlamento en español, “parlez” y “parlement” en francés y “parliament” en inglés, con el mismo significado. En la actualidad, el vocablo parlar ha desaparecido prácticamente del lenguaje cotidiano, conservándose únicamente sus connotaciones peyorativas: hablar mucho y sin sustancia, locuacidad, parlanchín y parlotear. 

			Sin embargo, la historia rescató el término para identificar una institución jurídico —política que se desarrolló en Inglaterra en los siglos XII y XIII, y recibió en este último el nombre de parliament—. Se trataba de un Consejo de la nobleza y el clero que se opuso al Rey y obtuvo diversas canonjías, entre ellas la de legislar en materia de impuestos. A partir de ese momento el uso de la palabra parlamento se fue extendiendo a diversos países y en la actualidad es utilizada universalmente para identificar las asambleas legislativas.

			De acuerdo con su significado gramatical original, la palabra parlamento identifica el lugar donde se habla, lo que se habla —es decir la pieza oratoria o literaria— y el órgano titular de la función correspondiente. De estas tres acepciones, ha caído en desuso la que se refiere a lo que se habla, ya que en la práctica parlamentaria lo que hablan los miembros de un Parlamento recibe diversos nombres: intervención, participación, iniciativa, proposición, posicionamiento, opinión, resolución, acuerdo, decreto, etc., y en raras ocasiones se utiliza la palabra parlamento para referirse al discurso parlamentario.

			La aplicación del término al lugar físico, edificio o instalaciones, en donde se habla es por mera extensión extra lógica y carece de trascendencia para los efectos de este trabajo.

			Nos queda la tercera acepción, la que se refiere concretamente a la entidad u órgano en el que y a través del que se habla. A ella nos referiremos al tratar de precisar el significado, contenido y alcance de la palabra parlamento en nuestros días.

			Parlamento, “lugar donde se habla” de acuerdo a su acepción gramatical, sugiere inmediatamente la idea de una reunión de personas, que son las que hablan, las que discuten; esta reunión debe ser permanente, no se trata de una reunión efímera: en una plaza pública, por ejemplo; los sujetos que se reúnen tienen el carácter de pares o iguales, actúan con la representación de los integrantes de la comunidad, y el objeto de su reunión es la discusión y eventual acuerdo o resolución de asuntos de especial importancia o interés de una comunidad nacional o local, principalmente la discusión y aprobación de leyes. Con estos elementos, se percibe la presencia de lo que ahora es una asamblea legislativa de representantes.

			 

			2.	La asamblea y el poder legislativo

			 

			Desde que se usó por primera vez, en Inglaterra en el siglo XIII, la palabra y se conformó la institución misma del parlamento, ambas se vincularon estrechamente con otros dos conceptos y sus correspondientes instituciones jurídico políticas: La asamblea y el poder legislativo, de tal manera que se convirtieron en elementos esenciales e insoslayables de su definición.

			En su sentido gramatical, que corresponde a su connotación más amplia, asamblea es la reunión de personas convocadas para algún fin. Este sentido comprende a las reuniones de los miembros o representantes de toda clase de organizaciones sociales, políticas y jurídicas. Se suele distinguir entre asambleas generales: Cuando se convocan y se reúnen todos los miembros de una organización para conocer y resolver los asuntos de mayor importancia e interés de ésta, y asambleas de representantes, cuando los que son convocados y se reúnen son electos o designados por los miembros de la organización.

			En el campo de la política, las asambleas desempeñaron el papel de instrumentos para abrir y promover la participación democrática del pueblo en la discusión y progresivamente en la toma de decisiones de los asuntos que les afectaban. El ágora de la antigua Grecia; los foros o comicios de la también antigua Roma y los consejos de nobles y eclesiásticos durante la edad media —principalmente en Inglaterra, donde eran denominados “wittenagemot”; los germanos y los francos las conocieron con el nombre de “malls”—, son ejemplos claros de esta forma de hacer política que surgió y se consolidó, con altibajos, como fórmula democrática para contrarrestar la concentración del poder y fueron factor determinante para organizar la oposición al despotismo imperante durante la edad media.

			En un principio, los consejos eran convocados por el rey, que buscaba con ello que la nobleza y el clero aceptasen de buen grado las disposiciones del monarca. El equilibrio logrado mediante esta fórmula de consulta y aceptación se rompió pronto y los consejos reclamaron mayores atribuciones, principalmente de carácter legislativo.

			De esa manera, los consejos de nobles y clérigos medievales evolucionaron para convertirse en órganos legislativos, en el poder legislativo de un país, recibiendo el nombre de Parlamentos, por la evocación a la palabra del latín —preservada en francés, español e inglés— que se refiere a hablar o discutir.

			Las organizaciones sociales y políticas adquieren el rango de jurídicas directamente por disposición expresa de la ley —sindicatos, ejidos y órganos colectivos de gobierno como congresos nacionales o locales, por ejemplo— o indirectamente por la ley que prevé la celebración de un contrato constitutivo social —sociedades civiles o mercantiles—. En uno u otro caso, las organizaciones son reconocidas como personas morales, con personalidad jurídica propia, que realizan su objeto o ejercen sus atribuciones a través de los órganos establecidos en la ley o en sus normas estatutarias. Entre éstos se encuentra la asamblea, como órgano colectivo superior, integrado por todos los miembros de las organizaciones o por los representantes electos o designados por ellos.

			Concluimos: El vocablo parlamento se refiere al órgano colectivo o asamblea que tiene la atribución de expedir las leyes de un país, provincia, estado o región.

			 

			3.	Evolución histórica de los parlamentos

			 

			Es una idea muy difundida que el parlamento aparece en Inglaterra en el siglo XIII, cuando lo cierto es que la palabra parlamento empieza a utilizarse a principios de ese siglo, aún cuando la institución tiene antecedentes más remotos. Tomemos como referencia precisamente los inicios del siglo XIII, en Inglaterra, cuando la palabra se empieza a utilizar para referirla a los Consejos de nobles y eclesiásticos, para encontrar el antecedente inmediato de los parlamentos. 

			Si revisamos la historia antigua de las formas o regímenes de gobierno, vamos encontrar que en toda sociedad con un mínimo de organización política existe un consejo de notables, generalmente convocado por el gobernante —monarca, príncipe, cacique y hasta déspota—, integrado por un grupo de ancianos, sabios, nobles, sacerdotes, dueños de la tierra o de los medios de producción y cuya función es precisamente dar consejo al gobernante en todo lo que éste les requiera.

			En cambio, en aquellos pueblos que gozaron de un mayor grado de libertad y desarrollo ya existieron asambleas que en menor o mayor medida fueron foros de participación popular. Los consejos de notables se integraban por unos cuantos seleccionados, convocados y subordinados por quien detentaba el poder; en cambio, la asamblea era una forma de facilitar o permitir la participación ciudadana.

			 

			Grecia

			 

			Sin embargo, fue en Grecia, concretamente en Atenas, en donde sus pobladores empezaron a ser gobernados por reglas que llamaron nomos o norma (palabra equivalente a la lex o ley de los romanos), que no provenían de los dioses, expedidas por Dracón y Solón, a quienes se consideran los padres de la democracia ateniense.

			Como sabemos, la democracia ateniense floreció en las polis o ciudades atenienses, en las que hasta el siglo VII a.C., se conservaron los regímenes oligárquicos, con alguna supervivencia monárquica, los que mantuvieron concentradas las facultades de expedir las leyes. La polis monárquica fue la más antigua de las organizaciones, que generalmente estuvo acompañada por un consejo de ancianos. La polis aristocrática u oligárquica fue consecuencia de la paulatina acumulación de poder de los grupos propietarios de tierra durante los siglos VII y VI a.C.

			Durante el siglo V a.C., se fue reformando la forma de gobierno hasta alcanzar límites de participación ciudadana nunca antes conocida. La soberanía reside por partes iguales en el conjunto del cuerpo cívico y está representada en la asamblea, la cual es omnipotente y no tiene límites en su autoridad. El poder judicial es elegido por la asamblea y el poder ejecutivo se ejerce por magistrados elegidos casi en su totalidad por sorteo. Se hablaba de isocracia o igualdad política de los ciudadanos, aunque debemos reconocer que esta igualdad era elitista, pues excluía a las mujeres y a los esclavos.

			Junto a la asamblea popular se creó el Consejo de los Cuatrocientos destinado a preparar los proyectos de leyes que después eran discutidos y aprobados en la asamblea.

			 

			Roma

			 

			Rómulo, mítico fundador de Roma, convocó al Senado por primera vez, fue una asamblea de patricios o notables que ejerció un poder variable al lado de los monarcas, emperadores o cónsules.

			Se trataba de un consejo asesor integrado por ancianos (de ahí proviene su nombre, ya que senectus en latín es anciano o viejo).

			Como ya señalamos, al término de la monarquía, año 510 a.C., el Senado se convirtió en Consejo asesor de los dos cónsules que sustituyeron al monarca y con el mismo carácter subsistió durante los tiempos de la República, terminando por ejercer funciones de cuerpo auxiliar consultivo del Emperador.

			Es consistente la información de que el Senado romano no ejerció funciones legislativas y en cambio ejerció algunas funciones de tribunal de justicia, controlaba el tesoro, los asuntos externos y las cuestiones de guerra. Se integró por representantes de la clase patricia (propietarios de la tierra) y sólo en sus últimos tiempos los plebeyos tuvieron acceso al puesto de senador.

			 

			Inglaterra

			 

			Regresemos a Inglaterra que es el ejemplo típico para ilustrar este tema. Al desarrollarse en este país el sistema feudal, durante la segunda mitad del siglo XI, las disposiciones del monarca no hubieran sido acatadas sin el apoyo de la nobleza y del clero: los miembros de la nobleza ejercían un poder absoluto en su feudo y la iglesia, que era todavía parte del imperio católico romano, dictaba sus propias leyes y tenía su propio sistema de tribunales religiosos. En esas condiciones, los monarcas ingleses se vieron precisados a convocar a los señores feudales y a los veteranos y miembros más destacados de la Iglesia a reunirse en Consejo, para consultarles y buscar su consentimiento en las decisiones importantes.

			El sistema de consejos de consulta cumplió su función con altibajos —destacó el conflicto del arzobispo de Canterbury, entre 1162 y 1170, que fue asesinado después de una larga disputa con Enrique II sobre la jurisdicción de la Iglesia—, hasta que en 1215 los miembros de la nobleza y por lo tanto del Consejo, presionaron a Juan I a aceptar la Carta Magna, en la que se limitaba considerablemente la discrecionalidad del Monarca para imponerles impuestos. Paralelamente y aparejado al nuevo rol e importancia que venía asumiendo el Consejo, se fue generalizando que se le identificara como el parlamento, seguramente para significar que era el ámbito donde se discutían las cuestiones importantes de los ingleses. Como haya sido, lo trascendente fue que se aprobó la primera constitución del mundo y que en ella el Monarca, también por primera vez en la historia de la humanidad, concedió que una autoridad diferente tuviera facultades legislativas. Al menos, es el primer acto formal conocido históricamente en el que el monarca se ve privado, aunque sea parcialmente, de la potestad de legislar, y ésta es trasladada a otras personas, representadas en otros órganos. 

			Juan I murió en 1216 y le sucedió su hijo el infante Enrique III, lo que permitió que los nobles y los clérigos gobernaran mientras el infante alcanzaba la mayoría de edad. Mientras tanto se aseguraron de que la Carta Magna fuese aceptada por el joven rey. 

			Al alcanzar la mayoría de edad y asumir el ejercicio del gobierno de su reino, fueron frecuentes los conflictos con los nobles principales, quienes resentían su falta de voluntad para consultarles para la toma de decisiones. En 1258, el Parlamento reunido forzó a Enrique III a aceptar y jurar las Previsiones de Oxford que abolieron prácticamente la monarquía absoluta anglo–normanda, otorgando el poder a un consejo de quince barones para ocuparse de los negocios del gobierno y previendo tres reuniones anuales del Parlamento para controlar su actuación. De esta manera, convivieron el Rey, un consejo de notables, con un número reducido de los principales barones, y un parlamento que reunía periódicamente a los barones y a los principales de la Iglesia. 

			Simón V de Montfort, encabezando una rebelión de los barones, derrotó a Enrique III en la batalla de Lewes y convocó al Parlamento, en 1264, por primera vez en la historia, sin una autorización real previa. A este parlamento fueron convocados, además de arzobispos, obispos, abades, condes y barones, dos caballeros por cada condado y dos representantes de la burguesía emergente, con la novedad respecto a estos últimos de que en algunos casos fueron electos con formas democráticas. Con ello y después de haber capturado a Enrique III y a su hijo el Príncipe Eduardo, Montfort buscaba consolidarse como gobernador legítimo del reino. En síntesis, el líder de la rebelión de los nobles fue derrotado y muerto en 1265, la autoridad de Enrique III fue restaurada y las Provisiones de Oxford fueron olvidadas. La aportación de Montfort a la evolución del parlamentarismo, fue abrir la participación de caballeros y burgueses, a quienes se les denominó “los comunes”, reconociéndoles como fuerza política emergente que será en adelante tomada en cuenta y convocada por Enrique III y los siguientes monarcas ingleses.

			En adelante el parlamento inglés se consolidó y su autoridad dependería de la fuerza o debilidad del monarca en turno. Entre otras variantes, si el rey requería consejo simplemente, convocaba únicamente a la nobleza y al clero mayor, que eran convocados siempre; eventualmente eran convocados los representantes de las comarcas y de los burgueses. Cuando el monarca necesitaba recaudar impuestos era usual que convocara a los caballeros y a los burgueses.

			En el siglo XIV, la nobleza y el clero fueron convocados por separado, distinguiendo lo que sería la Cámara Alta, respecto a una Cámara Baja integrada por los caballeros de las comarcas y los burgueses. En el siglo XVI, la Cámara Alta sería conocida como la “Cámara de los Lores” (o señores de la nobleza) y la Cámara Baja como la “Cámara de los Comunes”.

			 A partir del reinado de Eduardo I (empezó en 1272), el Parlamento se fortalece y su función se institucionaliza. Se estableció que ninguna ley podría promulgarse y ningún impuesto aplicarse sin el consenso de las dos Cámaras y del Soberano; los miembros de cada Cámara, al igual que el Soberano podían presentar “iniciativa” al Parlamento, y para que una iniciativa se convirtiera en ley requería ser aprobada por ambas cámaras y remitida al monarca para su sanción real o veto.

			El siglo XVII se caracterizó por diversos enfrentamientos de la Cámara de los Comunes con el Soberano que culminaron con la Guerra Civil Inglesa que comenzó con la batalla de Edgehill en 1642. La victoria de las fuerzas parlamentarias determinó que el parlamento desplazara a la Corona como la fuente suprema del poder en Inglaterra. Este cambio fue dramáticamente simbolizado con la ejecución de Carlos I en 1649. Los conflictos y enfrentamientos armados continuaron durante los siglos XVII y XVIII, pero el parlamento ya no perdería su situación de prominencia.

			 

			Francia

			 

			En la Francia del medioevo la sociedad se encontraba dividida por tres clases sociales o estamentos: la nobleza (primer estamento o estado), el clero (segundo) y el resto del pueblo (al que correspondía el tercer estado o clase social). Durante el antiguo régimen —feudal, monárquico y evidentemente clasista— surgió una institución auxiliar del Rey que se denominó “Estados Generales”. Era una especie de asamblea convocada por el Rey y a la que acudían representantes de los tres estamentos; era una asamblea temporal y excepcionalmente convocada para conocer la opinión de los súbditos sobre un problema o crisis político o financiero —generalmente sobre impuestos—, y tenía por objeto consentir o confirmar una decisión real. 

			Los Estados Generales se integraban separadamente con representantes de cada uno de los tres estamentos: la nobleza, el clero y el resto del pueblo; se reunían y discutían también por separado; cada Estado contaba con un número igual de representantes, y cada Estado contaba un voto. Generalmente la nobleza y el clero votaban en el mismo sentido, apoyando al Rey y volviendo nugatorio el voto del tercer estado.

			Felipe IV de Francia convocó a los Estados Generales por primera vez, en 1302, y fueron disueltos por Luis XIII, en 1614, habiéndose reunido un total de 21 veces en el lapso de 487 años. Fueron nuevamente convocados en 1789, lo que significa que durante 175 años los reyes franceses no reunieron ni consultaron obviamente la opinión de los representantes de sus súbditos, al menos no lo hicieron a través de la institución representativa del Reino que ellos mismos crearon. Estos datos estadísticos, la composición clasista de los estatutos, las atribuciones limitadas del órgano, su temporalidad y excepcionalidad, pero sobre todo la distribución de los votos —uno por cada estamento— nos muestra con claridad el grado de concentración de poder que caracterizó a los reyes franceses. 

			En fin, los Estados Generales reunidos en asamblea en mayo de 1789 suscitaron controversias entre los estamentos de la nobleza y del clero, por un lado, y el de los representantes del pueblo, por el otro, quienes se quejaban de los privilegios que tenían aquellos y de que se ponían de acuerdo para conservarlos. Esto motivó que numerosos panfletos recorrieran las ciudades y comunidades de Francia, provocó la toma de la Bastilla el 14 de julio de 1789 y detonó la Revolución Francesa.

			Los miembros del Tercer Estado se proclamaron como los únicos integrantes de la Asamblea Nacional; ésta ya no representaría a las clases privilegiadas. De esta manera, la Asamblea Nacional francesa, que se conformó con motivo de la revolución francesa, permitió que ahora el órgano legislativo o parlamento pudiera ser integrado por eclesiásticos, abogados, militares, marinos, comerciantes, médicos y artesanos, con independencia de su situación económica y aun de su preparación adecuada. La Asamblea Nacional se presenta desde su primer momento como una institución de carácter representativo popular.

			El siglo XVIII se caracterizó por el derrocamiento del absolutismo, con el consecuente impulso a la desconcentración del poder y a la conformación plural y democrática del gobierno.

			 

			Estados Unidos de América

			 

			Las colonias inglesas en Norteamérica, que se habían declarado estados libres y soberanos, se reunieron en 1776 en Filadelfia para conformar una confederación.

			En la Convención de Filadelfia, se manifestaron dos tendencias: Los estados grandes propusieron el Plan Virginia, que establecía la creación de un poder nacional que dividiría sus atribuciones bajo la doctrina de la separación de los poderes. En cuanto al poder legislativo, éste sería dividido en dos cuerpos y sus integrantes serían designados en relación proporcional a la población, lo que favorecía a estos estados grandes; los estados pequeños presentaron el Plan de New Jersey, en el que proponían un sistema unicameral cuya integración se haría con el esquema de representantes de los estados. Obviamente, esto favorecía a los estados pequeños.

			Como fórmula conciliatoria se adoptó la denominada Transacción de Connecticut, mediante la que se estipuló la representación nacional a través de dos cámaras, una que representase de manera proporcional al grueso de la población (House of Representatives) y la otra que representase de manera paritaria a las partes integrantes de dicha federación (Senate). De esta manera se logró una integración del poder legislativo que equilibraba el número de habitantes por estado y la representación paritaria de éstos y mediaba los intereses y la fuerza entre los estados grandes y los pequeños.

			Fue precisamente en la Convención de Filadelfia en donde encontramos la génesis del sistema federal y democrático de los Estados Unidos de América.

			 

			España

			 

			Las Cortes Españolas eran reuniones o concilios que se reunían de tiempo en tiempo, a convocatoria del Rey.

			La mayoría de los tratadistas señala que el origen de las Cortes Españolas se debe a esfuerzos lentos, aislados e independientes de los diferentes pueblos de España, que al adquirir alguna importancia, los monarcas se vieron obligados a alentar estos esfuerzos, otorgándoles gracias y fueros, reconociéndoles el derecho de enviar representantes a los concilios o juntas nacionales. Se registra que los pueblos tuvieron completo acceso a las Cortes a finales del siglo XII, precisamente en las Cortes de León de 1188, año en el que el Rey Alfonso IX, convocó a las Cortes con la participación de los pueblos (pueblo llano), en la toma de decisiones.

			La convocatoria de estas Cortes fue siempre un atributo de la Corona; se reunían únicamente cuando eran convocados para ello, por lo que no tenían una función permanente y esto ocurría para presenciar actos solemnes de diversas cuestiones relacionadas con la sucesión del trono; para elegir regente o regentes, para el caso de que el Rey, por impedimento físico o incapacidad moral, no se hallase capaz de ejercer las funciones de tal; para deliberar sobre asuntos de paz y guerra o examinar pactos o alianzas y autorizar tratados matrimoniales; admitir abdicaciones o renuncias a la Corona e intervenir en cuestiones de contribuciones.

			De lo anterior, deducimos que con la aparición de la representación del pueblo en las Cortes, bajo la conducción del monarca al lado de los altos prelados y dignatarios del reino, se puede atribuir el carácter de representativas a las Cortes Españolas. Sin embargo, no encontramos constancia de que las Cortes hayan ejercido la función legislativa.

			 

			México

			 

			Respecto a México, encontramos los precedentes más remotos en que el rey azteca tenía tres consejos supremos formados por sacerdotes y miembros de la nobleza. Desde luego, el poder político estaba depositado en manos del tlatoani, gobernante supremo, que era elegido por un cuerpo especialmente designado para ello. El tlatoani o gran orador era elegido por un consejo de sabios, similar al Senado romano, el que decidía de manera democrática quien sería el gobernante principal del imperio. Una vez electo, el gran orador era obedecido en todo debido a que se le consideraba el representante en la tierra del dios Huitzilopochtli. El tlatoani tenía el doble papel de jefe de gobierno y sacerdote principal del gran templo.

			Consecuentemente, los consejos antes citados tenían funciones relacionadas con la sucesión del monarca, con la preparación y desarrollo de las festividades, siendo los sacerdotes los responsables de la preparación de las ceremonias religiosas y de los juegos rituales; también eran los encargados de controlar el cumplimiento de las leyes y hacer justicia. Sólo en ciertas épocas estos consejos tuvieron funciones legislativas, pues aparentemente se limitaban a asistir y apoyar al tlatoani.

			 Moisés Ochoa Campos, pionero en los estudios de “Derecho Legislativo Mexicano”, consigna: En la antigüedad mexicana se practicó el sistema de discutir los asuntos comunes y de establecer ciertas normas de convivencia, en las asambleas tribales, integradas por los representantes de las tribus, que, en la mayoría de los casos, eran los jefes de éstas. En Tenochtitlan se denominaba Tlatocan al Consejo Supremo, formado por los jefes de Calpulli, con sus asistentes de policía, los principales sacerdotes y los delegados de los barrios en número de veinte. El Tlatocan perdió su carácter democrático, siendo reemplazado por un cuerpo de naturaleza oligárquica designado por el Tlatoani o Tlacatecuhtli. Cada Calpulli tenía, a su vez, un Consejo en el que recaía la autoridad suprema y que estaba integrado por los ancianos, que correspondían a los jefes de las familias más extensas.

			Durante la etapa colonial, la Nueva España fue gobernada directamente por el rey español. Correspondió a Carlos I de España y V de Alemania la autoridad suprema en el reino de España y de la Nueva España. Ejerció el reinado con absolutismo, de manera que la voluntad real no tenía límites legales y constituía la ley suprema.

			Para ejercer su autoridad en la Nueva España, el Rey creó el Real y Supremo Consejo de las Indias, que fue la autoridad subordinada al monarca para gobernar las colonias de América.

			En territorio americano, durante la conquista y su consolidación, Hernán Cortés gobernó de hecho la Nueva España; sin embargo, el Rey lo privó muy pronto de su autoridad al establecer un órgano gubernamental superior que se llamó Audiencia de México.

			La mala administración de la Audiencia de México motivó que se designara a un Virrey que representara personalmente al monarca en la Colonia. Éste tenía poderes y facultades amplios y presidía la Audiencia, que quedó como un órgano auxiliar del Virrey.

			Fuera de los órganos centralistas, el municipio criollo se significó por ser el poder local que como órgano colectivo y deliberante tuvo algunas facultades legislativas en lo que tocaba a sus respectivas circunscripciones.

			 

			México Independiente

			 

			Con motivo de la invasión francesa al territorio español, la monarquía española decidió convocar a las Cortes Españolas para promover el respaldo popular y alentar la confianza en los resultados de la guerra. Con ese propósito, por decreto de 7 de mayo de 1810, fue ordenado que en los virreinatos y capitanías generales de América se eligieran diputados a las Cortes Extraordinarias del reino. La elección deberían hacerla los ayuntamientos.

			La apertura de estas Cortes tuvo lugar el 24 de septiembre de 1810, y en ella estuvieron 17 representantes de la Nueva España, la mayoría de ellos eclesiásticos. Como ahora podemos colegir, esta participación no fue suficiente para satisfacer los afanes libertarios de los insurgentes que se habían levantado en armas el 16 de septiembre anterior, apenas ocho días antes.

			El logro más importante y meritorio de las Cortes Españolas convocadas en 1810, fue la aprobación del código político que habría de regir la monarquía, la Constitución de Cádiz, de 19 de marzo de 1812, que tuvo vigencia mientras se mantuvo el estatuto de la Colonia y gran influencia después, a principios del México independiente.

			Resulta oportuno destacar que en esta ocasión las Cortes Españolas, ante la ausencia del rey Fernando VII, en cautiverio con los franceses, ejercieron la potestad legislativa propia y característica de los parlamentos, al expedir la Constitución de Cádiz antes mencionada.

			La Constitución de Cádiz llegó a México en septiembre de 1812, la Corte Virreinal y los jerarcas eclesiásticos le juraron fidelidad el 30 de septiembre.

			En fin, Fernando VII al regresar al trono firmó un decreto que anulaba cuanto se había dispuesto durante su ausencia.

			Durante el movimiento independentista se promulgó la Constitución de Apatzingán de 22 de octubre de 1814.

			La Constitución de Apatzingán de 1814, promulgada a iniciativa de Morelos, carecía del formato de un código político fundamental o carta magna y fue, más bien, un conjunto de declaraciones generales del movimiento insurgente que gobernaba apenas en una cuarta parte del país. Los miembros de la asamblea que la discutió no tenían más representación que la que les otorgó el propio Morelos, pues a excepción del diputado de la provincia de Tecpan, que fue electo en una junta popular, todos los demás fueron nombrados por el Generalísimo. Obviamente, su representación real provenía del movimiento revolucionario.

			Pese a ello, contenía normas relativas a la forma de gobierno y para la elección de los diputados que conformarían el Congreso. Declaraba que: “…la soberanía dimana inmediatamente del pueblo, el que sólo quiere depositarla en sus representantes, dividiendo los poderes en Legislativo, Ejecutivo y Judicial”. El Poder Legislativo se depositaba en el Supremo Congreso que se integraba con diputados electos, uno por cada provincia, conservando la estructura y el procedimiento electoral de la Constitución de Cádiz.

			 

			Como sabemos esta Constitución no llegó a aplicarse.

			 

			Lograda la independencia, el 27 de septiembre de 1821, se instaló la Junta Provisional Gubernativa y, de acuerdo a los Tratados de Córdoba, dispuso convocar a elecciones de diputados al Congreso el 17 de noviembre de 1821, conforme al Reglamento de Cortes de España de 1812.

			Sin embargo, los acontecimientos históricos determinaron que, con base en el Plan de Iguala, emitido por Agustín de Iturbide y apoyado por Vicente Guerrero, se promulgara la ley para nombrar diputados constituyentes de 17 de junio de 1823 y que finalmente se instalara el Primer Congreso Constituyente del México independiente el 31 de octubre de 1823.

			La Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 4 de octubre de 1824, de tendencia claramente federalista, determinó que naciera la república federal que adoptó el nombre de Estados Unidos Mexicanos y una forma de gobierno semejante a la de los Estados Unidos de América. El poder Ejecutivo se depositaba en un Presidente de la República y el Legislativo en dos cámaras, la de Diputados y la de Senadores. Los diputados eran nombrados por un sistema de voto indirecto a través de electores y los senadores eran electos dos por cada Estado de la Federación.

			Como podemos apreciar con claridad, el México independiente, inspirado en las ideas más avanzadas de su época, adoptó una forma de gobierno que respondía a los principios que inspiraron a la República, rechazando el absolutismo y aceptando la división de poderes y el sistema representativo.

			Con los resultados de la guerra de Texas se dieron las condiciones para que el alto clero, los españoles residentes en el país, los dueños de la tierra y los altos funcionarios lograran un Congreso favorable a sus intereses en el año de 1835, el que nombró Presidente a Anastasio Bustamante y promulgó una Constitución centralista conocida como de “Las Siete Leyes Constitucionales de la República Mexicana” de fecha 30 de diciembre de 1836. Establecía un gobierno integrado por un Supremo Poder Conservador, un Supremo Poder Ejecutivo, un Congreso General compuesto de dos Cámaras, una de Diputados y otra de Senadores, y un Supremo Poder Judicial. Los estados federados se volvieron simples departamentos del gobierno central. Sólo los diputados eran electos por la población, siguiendo el sistema de votación indirecta establecido desde 1812.

			En 10 de diciembre de 1841, Antonio López de Santa Anna, junto con otros generales sublevados, proclamó el Plan de Tacubaya, en el que desconocía los supremos poderes del gobierno central y conservador que estableció la Constitución de 1836, nombraba una junta compuesta por dos diputados por cada departamento, elegidos por el propio General en Jefe del Ejército mexicano, Antonio López de Santa Anna, “con el objeto de que éstos designen con entera libertad las personas en quienes haya de depositarse el Ejecutivo provisionalmente”, y preveía que el Ejecutivo convocara a un Congreso Extraordinario. Dicha convocatoria se aplicó para conformar un congreso constituyente que no pudo funcionar por las pugnas entre centralistas y federalistas, que provocaron que Santa Anna se retirara del poder dejando en la presidencia a Nicolás Bravo, quién disolvió el Congreso, nombró una junta de notables compuesta por ochenta miembros, denominada Junta Nacional Legislativa.

			Dicha Junta se encargó de redactar las bases orgánicas de la República Mexicana de 14 de junio de 1843. Obviamente, la Junta Nacional Legislativa fue instalada y dominada por la fracción conservadora.

			La anarquía persistía en el país, lo que permitió el regreso del “héroe de todas las batallas y caudillo de todas las revueltas” Santa Anna, quien reasumió la presidencia provisional de la República, pero sancionó las bases constitucionales recientemente aprobadas por la Junta Nacional Legislativa y las publicó el 14 de junio de 1843.

			De 1846 a 1853 se sucedieron los alzamientos militares con el propósito de acceder a la máxima magistratura del país. El procedimiento que se seguía se puede resumir de la siguiente manera: Se emitía un plan por el líder de la rebelión en el que se desconocía al gobierno y se comprometía a que al triunfo del movimiento se expidiera una convocatoria para un Congreso Extraordinario que elegiría al Presidente de la República.

			Fue el movimiento del Plan de Ayutla proclamado el 1° de marzo de 1854, el que finalmente derrotó la dictadura intermitente e itinerante de Santa Anna.

			El impulsor de este movimiento, General Juan Álvarez, fue electo como Presidente interino de la República y lanzó, el 17 de octubre de 1855, la convocatoria para el Congreso Constituyente ordenado por el mismo Plan.

			El 9 de diciembre de 1855, renunció Juan Álvarez a la presidencia y se designó a Ignacio Comonfort.

			El 5 de febrero de 1857, el presidente Comonfort promulgó la Constitución aprobada por el Congreso Constituyente convocado en los términos del Plan de Ayutla. En ella se consagraba el sufragio universal, el sistema de elección indirecta a una ronda y el escrutinio secreto para elección de Presidente de la República, diputados y miembros del Poder Judicial Federal. 

			El Poder Legislativo se integraba con una sola Cámara, la de Diputados, omitiéndose la de Senadores por ser calificada de elitista.

			En octubre de 1861 se firmó la Convención de Londres, entre Inglaterra, Francia y España, para exigir el cumplimiento de créditos contraídos por México, y que desembocaron en la intervención extranjera y el establecimiento del imperio de Maximiliano de Habsburgo que inició el 10 de abril de 1864 y terminó el 19 de junio de 1867.

			El emperador Maximiliano, “oído nuestro Consejo de Ministros”, decretó la Ley Electoral de Ayuntamientos de 1° de noviembre de 1865, única disposición legislativa que dictó.

			Restablecido Benito Juárez en el poder supremo, después de concluida la intervención francesa y derrotado el imperio usurpador, emitió la convocatoria para la elección de supremos poderes, de 14 de agosto de 1867, convocando al pueblo mexicano para que procediera a la elección de diputados al Congreso de la Unión, de Presidente de la República y de Presidente de la Suprema Corte de Justicia.

			En las elecciones para el periodo de 1872-1876 participaron como candidatos el presidente Lerdo de Tejada y el General Porfirio Díaz, con el triunfo abrumador del Presidente en funciones. Durante el gobierno de Lerdo de Tejada, se aprobaron diversas reformas a la ley electoral.

			Al acercarse las elecciones de 1876, se anticipaba una nueva candidatura del presidente Lerdo de Tejada, pero el General Porfirio Díaz se anticipó y se levantó en armas proclamando el Plan de Tuxpetec el 10 de enero de ese año. Desconocía al gobierno de Lerdo de Tejada, proclamaba la no reelección de presidente y prometía la celebración de elecciones una vez que fuera ocupada la Capital de la República. 

			No obstante, el 26 de octubre de 1876 se realizaron las elecciones constitucionales y el Congreso declaró reelecto al presidente Lerdo, pero el Presidente de la Suprema Corte, José Ma. Iglesias declaró que asumía la Presidencia de la República, en virtud de que las elecciones habían sido fraudulentas y estableció su gobierno en Guanajuato. 

			Mientras tanto, el General Díaz lograba el triunfo de las armas, ocupó la presidencia el 2 de noviembre y Lerdo de Tejada salió de la ciudad y del país.

			Con base en el Plan de Tuxtepec se expidió la convocatoria para elegir Presidente de la República, diputados al Congreso de la Unión y presidente y magistrados de la Suprema Corte de Justicia. No se convocó a elección de senadores.

			Durante el periodo del porfiriato se mantuvo la vigencia de la Constitución de 1857, al menos formalmente o en apariencia. En cumplimiento a lo ofrecido en el Plan de Tuxtepec, se modificó la Constitución para prohibir la reelección para el periodo inmediato. Pero, el 2 de noviembre de 1890 se elimina la prohibición de la reelección inmediata, se vuelve al texto original de 1857 y se abre nuevamente la puerta de la reelección ilimitada, gracias a la que Porfirio Díaz gobernó ininterrumpidamente, asumiendo en la práctica poderes absolutos.

			El 6 de mayo de 1904, Díaz reformó nuevamente la Constitución para ampliar el periodo presidencial de 4 a 6 años y para restablecer la figura de Vicepresidente de la República.

			El 5 de octubre de 1910, Francisco I. Madero proclamó el Plan de San Luis, con los siguientes pronunciamientos principales: Se declaran nulas las elecciones para Presidente y Vicepresidente de la República, magistrados de la Suprema Corte, diputados y senadores; se desconoce el gobierno del General Díaz; se declara ley suprema el Principio de no Reelección; Madero asume el cargo de Presidente Provisional, y se convocaba a todos los ciudadanos para que tomaran las armas para arrojar del poder a las autoridades.

			El 21 de mayo de 1911, fueron firmados los Tratados de Ciudad Juárez, que en texto breve estipulaban la renuncia del General Díaz a la Presidencia y de Ramón Corral a la Vicepresidencia, y el interinato de Francisco León de la Barra, en ese momento Secretario de Relaciones Exteriores, quien convocaría a elecciones constitucionales.

			Convocadas las elecciones por el gobierno interino de León de la Barra, Francisco I. Madero y José Ma. Pino Suárez, postulados por el Partido Constitucional Progresista, fueron electos Presidente y Vicepresidente, respectivamente.

			Durante el breve gobierno de Madero únicamente se expidió la Ley Electoral de 19 de diciembre de 1911, que destaca por ser el primer ordenamiento en nuestro país que reconoce expresamente la existencia y actividad de los partidos políticos.

			Francisco I. Madero, gobernó el país hasta el día que se le obligó a renunciar y fue asesinado. Se firmó el ominoso Pacto de la Embajada, ante la supervisión del embajador estadounidense Henry Lane Wilson y el 19 de febrero de 1913 Victoriano Huerta asumió la Presidencia del país. 

			El 10 de octubre de ese año, Huerta disolvió las cámaras del Congreso de la Unión y se erigió en dictador.

			El dictador Huerta renunció a la Presidencia de la República ante el Congreso ilegal que el había nombrado en 1913, y abandonó el país.

			El 20 de septiembre de 1916, el Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, encargado del Poder Ejecutivo de la Unión, expidió la Ley Electoral para la formación del Congreso Constituyente. Esta ley reproduce sustancialmente la legislación maderista en la materia, de 1911, y fue la base para la instalación del Congreso Constituyente que aprobó la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 5 de febrero de 1917, ordenamiento que continúa en vigor hasta nuestros días, sujeto desde luego a diversas reformas que han permitido su actualización.

			A esta Constitución se incorporaron los postulados políticos electorales de la Revolución Mexicana: No Reelección, Sufragio Efectivo, Elección Directa, Sufragio Universal y Escrutinio Secreto.

			Desgraciadamente, las vicisitudes no terminaron ahí, el General Álvaro Obregón, proclamó el Plan de Agua Prieta en 1920, provocando que el Presidente Carranza abandonara la ciudad de México; con base en este Plan, Adolfo de la Huerta, Jefe interino del Ejército Liberal Constitucionalista expidió un decreto el 25 de mayo de 1920, en el que sustancialmente disponía: Que de conformidad con el Plan de Agua Prieta, Venustiano Carranza cesó en el ejercicio del Poder Ejecutivo de la República; que no se reconocía jurisdicción y facultad alguna al Congreso, salvo la de nombrar presidente provisional, previa convocatoria del Jefe Supremo del Ejército Liberal Constitucionalista, el General Álvaro Obregón.

			El Congreso General designó a Adolfo de la Huerta, Presidente Provisional sustituto, 

			La crisis política provocada por el asesinato del Presidente Electo en 1928, General Álvaro Obregón, exigió medidas enérgicas e inmediatas del jefe máximo de la Revolución y caudillo sobreviviente, Plutarco Elías Calles, quien declaró, en su último informe de gobierno, el 1° de septiembre de 1928, que había terminado la época de los caudillos y se iniciaba la de las instituciones y de las leyes.

			A partir de ese momento y hasta nuestros días, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente a partir del 5 de febrero de 1917 se consolidó como derecho positivo y fue reconocida y respetada como la ley suprema de la Nación Mexicana.

			 

			4.	El Parlamento moderno

			 

			La aparición y evolución de los parlamentos se encuentra vinculada a hechos históricos que fueron determinantes para el desarrollo de las instituciones democráticas y para la conformación del Estado moderno.

			Reconocemos en el Parlamento una forma de organización y participación ciudadana que propicia y puede llegar a garantizar la desconcentración del poder y, con ello, un ejercicio equilibrado, razonable y hasta virtuoso del mismo. 

			En la historia de los parlamentos encontramos como constante que se presentan como una alternativa frente al ejercicio desmedido o abusivo del poder, especialmente cuando se concentra en una o en muy pocas manos, y obedece al principio natural de que la unión hace la fuerza. Que la única opción de los débiles frente al o a los poderosos es precisamente la unión. Así, los parlamentos surgen como la reunión de una pluralidad de personas, que representan a muchas más, inclusive a un pueblo entero o a sectores de él, para oponerse al déspota o al tirano en condiciones menos desventajosas, como serían las prevalecientes si cada uno se opusiera por separado.

			Ahora bien, el proceso de desconcentración del poder connotativo de la edad media avanzada y en el que tuvo un papel tan destacado el Parlamento, presentó variantes de acuerdo con los escenarios histórico–políticos de las naciones emergentes al final de ese período.

			En Inglaterra, por ejemplo, fue un proceso gradual, prolongado, con avances y retrocesos. Sus raíces se remontan a principios del período medieval (siglo XI) y su aparición se produjo en el siglo XIII (1215), cuando algunos de los principales miembros de la nobleza se rebelaron contra las disposiciones del monarca y le obligaron a aceptar la Carta Magna. Los siglos siguientes fueron de confrontación y subordinación del Parlamento o del Rey, según quien saliera victorioso en la guerra correspondiente. En estos movimientos pendulares se produjo, entre otras cosas, la aprobación de la primera Constitución; la instauración de un Consejo de Gobierno de 15 barones; la intervención del Parlamento en la deposición del Rey Eduardo II y en la legitimación de Eduardo III, así como en la ejecución del Rey Carlos I; enfrentamientos armados entre ambas fuerzas, con victorias alternativas; abolición de la Cámara de los Lores, la disolución de la Cámara de los Comunes y el ensayo de un Parlamento del Protectorado; instauración de la República Inglesa bajo el Protectorado de Cromwell (siglo XVII); la restauración de la Monarquía y del parlamento tradicional; la aprobación por el Parlamento del Acta de Derechos de 1689 y el Acta de Establecimiento en 1701 y, en fin, la transformación del Parlamento de Inglaterra en Parlamento de Gran Bretaña, resultado de la unificación de Inglaterra y Escocia, y su conversión posterior en el Parlamento del Reino Unido, determinaron finalmente la consolidación de la Monarquía Constitucional inglesa y su subordinación al Parlamento.

			En esa línea tortuosa de acontecimientos, percibimos la institucionalización, apertura y fortalecimiento persistente del Parlamento inglés durante más de cinco siglos, venciendo inercias históricas y resistencias bélicas de los monarcas y sus seguidores, superando derrotas transitorias, para avanzar a grandes trancos de la historia en su consolidación como una institución fundamental del Estado democrático contemporáneo.

			De manera diferente, en Francia el Parlamento aparece y se reconoce vinculado a la revolución francesa. Con independencia de la existencia de antecedentes similares a los ingleses, se impone con claridad y contundencia gracias a ese movimiento extraordinario, que trascendió e influyó en las ideas e instituciones políticas de todo el orbe, y fue el factor determinante de la conformación del Parlamento francés moderno.

			Al calor de los eventos de la revolución, los Estados Generales, órgano creado por la Monarquía que le permitía conocer y controlar la opinión de sus súbditos, fueron rebasados por el pueblo y sus representantes que declararon ser los únicos integrantes de la Asamblea Nacional, se comprometieron a no separarse hasta que dieran a Francia una nueva constitución. Propósito que cumplieron, pero además votaron la “Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano”.

			El 9 de julio de 1789, la Asamblea se reconstituyó y autodenominó Asamblea Nacional Constituyente y, finalizados los trabajos de redacción de la Constitución francesa de 1791, aquélla fue sustituida por la Asamblea Legislativa, creada por la propia Constitución, el 30 de septiembre de 1791. Esta Asamblea fue unicameral, en 1795 cambió su nombre por el de Convención Nacional y se convirtió en bicameral en 1799, con una Cámara Alta, integrada sucesivamente por un Consejo de Ancianos, un Senado Conservador, una Cámara de Pares, un Consejo de la República y, desde la Constitución de 1958, un Senado, y con una Cámara Baja que se llamó, primero, Consejo de los Quinientos, luego Cuerpo Legislativo, Cámara de los Representantes, Cámara de Diputados y, en las Constituciones de l946 y 1958, Asamblea Nacional. Esta última integrada por diputados elegidos por sufragio directo que representan directamente a la población y la Cámara Alta por senadores elegidos por sufragio indirecto y que son representantes de las entidades territoriales de la República y de los franceses fuera de Francia.

			En Estados Unidos el Parlamento aparece al triunfo de la lucha con la que esta nación alcanza su independencia de la Corona Británica. En 1776, los autodenominados “americanos”, reunidos en la Convención de Filadelfia, decidieron que su representación nacional estuviera dividida en dos cámaras, una que representase de manera proporcional a la población (“House of Representatives”) y la otra que representase paritariamente a los estados integrantes de la naciente federación (“Senate”). 

			Con una clara inspiración en las ideas de La Ilustración, en la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de América, cuyo proyecto fue elaborado por Thomas Jefferson, se invocan las leyes naturales y los derechos inalienables de todos los hombres: la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad, ente otros; que para garantizar estos derechos se instituyen gobiernos que derivan sus poderes legítimos del consentimiento de los gobernados; que cuando el gobernante actúa con el propósito de someter al pueblo a un despotismo absoluto, éste tiene el derecho de derrocar ese gobierno; se refieren al entonces Rey de la Gran Bretaña, cuyas injurias y agresiones tienen por objeto principal el establecimiento de una tiranía absoluta sobre los Estados americanos, para concluir que los Representantes de los Estados Unidos declaran: “Que estas colonias son, y por derecho deben ser, libres e independientes”.

			La Convención Constitucional de Filadelfia aprobó La Constitución de los Estados Unidos el 17 de septiembre de 1787 y luego fue ratificada por el pueblo en convenciones en cada estado, utilizando la fórmula “we the people” (“nosotros el pueblo”), para significar que el poder proviene precisamente del pueblo.

			La Constitución de Estados originalmente tuvo únicamente un preámbulo y siete artículos:

			 

			
					
•	En el Preámbulo se expresan los fines de la Constitución: “Nosotros el pueblo de los Estados Unidos, a fin de formar una Unión más perfecta, establecer la justicia, afirmar la tranquilidad interior, proveer la defensa común, promover el bienestar general y asegurar para nosotros mismos y para nuestros descendientes los beneficios de la libertad…”.

					
•	El Articulo Primero otorga todos los poderes legislativos de la Unión al Congreso de los Estados Unidos, que se compondrá de un Senado y una Cámara de Representantes; la Cámara de Representantes estará formada por miembros elegidos cada dos años por los habitantes de los diversos Estados, “de acuerdo con su población respectiva, la cual se determinará sumando al número total de personas libres, inclusive las obligadas a prestar servicios durante cierto término de años y excluyendo a los indios no sujetos al pago de contribuciones”. El número de representantes no excederá de uno por cada 30 mil habitantes con tal de que cada Estado cuente con un representante cuando menos.  El Senado se compondrá de dos senadores por cada Estado, elegidos cada seis años por la legislatura del mismo; se establece el sistema de rotación de elegir una tercera parte de los senadores cada dos años (a partir de la segunda y subsecuentes legislaturas): El Vicepresidente de los EE.UU. será Presidente del Senado, pero no tendrá voto sino en el caso de empate, y el Senado tendrá derecho exclusivo de juzgar sobre todas las acusaciones de responsabilidades oficiales.  Cada Cámara calificará las elecciones, con lo que se otorga la facultad de escrutinio y capacidad legal de sus respectivos miembros.  El Congreso tendrá facultad, principalmente: Para establecer y recaudar contribuciones, impuestos, derechos y consumos; pagar deudas; proveer a la defensa y bienestar general de los Estados Unidos; contraer empréstitos; reglamentar el comercio exterior, entre los Estados y con las tribus indias, sobre un régimen común en materia de naturalización y quiebra, falsificación de títulos y moneda corriente, definir y castigar la piratería y otros delitos graves cometidos en alta mar y violaciones al derecho Internacional y sobre el Distrito sede del Gobierno de los Estados Unidos; establecer oficinas de correos; acuñar moneda y fijar patrones de pesas y medidas; fomentar el progreso de la ciencia y las artes útiles, protegiendo a inventores y autores, y para declarar la guerra, reclutar ejércitos, habilitar y mantener una armada y, en general, regular lo relativo a las fuerzas navales y terrestres, así como a la milicia nacional.

					
•	Conforme al Artículo Dos, se deposita el poder ejecutivo en un Presidente de los Estados Unidos, que durará en su cargo cuatro años y, junto con el Vicepresidente, será elegido con el siguiente procedimiento: Cada Estado nombrará, conforme su legislatura disponga, un número de electores igual al total de senadores y representantes a que el Estado tenga derecho en el Congreso de la Unión, y estos electores votarán para elegir la fórmula de Presidente y Vicepresidente.  El Presidente será comandante en jefe del ejército y de la marina de los Estados Unidos, y de la milicia de los diversos estados; estará facultado para suspender la ejecución de las sentencias y para conceder indultos tratándose de delitos contra los Estados Unidos; podrá celebrar tratados, con el consentimiento del Senado expresado mediante el voto de dos tercios de los presentes, y nombrará a los embajadores, los demás ministros públicos y los cónsules, los magistrados del Tribunal Supremo y a todos los demás funcionarios de los Estados Unidos.  El Presidente, el Vicepresidente y todos los funcionarios civiles de los Estados Unidos serán separados de sus puestos al ser acusados y declarados culpables de traición, cohecho u otros delitos y faltas graves.

					
•	Según el artículo Tres el Poder Judicial de los Estados Unidos se deposita en un Tribunal Supremo y los tribunales inferiores que el Congreso instituya y establezca en lo sucesivo. Todos los delitos serán juzgados por un jurado, excepto los casos de responsabilidades oficiales. Define el delito de traición y dispone que el Congreso estará facultado para fijar la pena que le corresponda.

					
•	El artículo Cuatro describe la relación entre los estados y el gobierno federal, y entre los propios estados.

					
•		El artículo Cinco describe el proceso necesario para reformar la Constitución, previendo dos métodos de proponer enmiendas: Por el Congreso o una Convención Nacional solicitada por los estados.  El Congreso puede proponer una enmienda con los votos de dos tercios del Senado y de la Cámara de Representantes. Los cuerpos legislativos de las dos terceras partes de los estados pueden convocar y obligar al Congreso a convocar a una convención nacional con el fin de considerar las enmiendas propuestas. Las enmiendas adquirirán validez cuando sean ratificadas por las legislaturas de las tres cuartas partes de los estados.      	Hasta el año de 2008 solamente se ha utilizado el método de propuesta del Congreso, y se han aprobado únicamente 27 enmiendas, destacando lo siguiente:

			

			 

			
					
•		Las diez primeras enmiendas fueron ratificadas conjuntamente el 15 de diciembre de 1791; son conocidas en su conjunto como “Bill of Rights” (Carta de Derechos), y tienen por objeto establecer expresamente los derechos humanos y las garantías individuales, entre las que podemos mencionar las libertades de religión, de palabra o de imprenta y de reunión, el derecho sobre sus personas, domicilios, papeles y efectos; el derecho a ser juzgado con motivo de delitos castigados con la pena capital u otra infamante, por un gran jurado y otras garantías de orden penal. En el artículo X de enmienda, se establece que los poderes que la Constitución no delega a los Estados Unidos ni prohíbe a los estados, quedan reservados a los estados respectivamente o al pueblo, con lo que se establece la regla fundamental de la distribución de competencias entre la Unión y los estados que la conforman, así como el principio de que la soberanía reside en el pueblo.

					
•	Las enmiendas o artículos de enmienda de XI a XXVII fueron ratificadas de 1795 a 1992, por lo que se han ratificado 17 enmiendas en prácticamente dos siglos.Se percibe que en materia de derechos del hombre y del ciudadano, las enmiendas vienen a derogar, sin decirlo, algunas disposiciones de los artículos de la constitución original que constituían negaciones o limitaciones a dichos derechos o garantías. Por ejemplo, la exclusión de los indios y de los esclavos del carácter de ciudadanos.

					
•		Las enmiendas no han tenido por objeto modificar o derogar los siete artículos de la Constitución aprobada en Filadelfia en 1787 sino más bien adicionarla mediante precisiones, interpretaciones y procedimientos o para atender fenómenos o hipótesis no previstas en el texto original. De esta manera la enmienda XI precisa la competencia del poder judicial de los Estados Unidos, y la XII precisa reglas para la elección de presidente y vicepresidente; la enmienda XIII prohíbe la esclavitud y los trabajos forzados; la enmienda XIV reconoce la ciudadanía a todas las personas nacidas o naturalizadas en los Estados Unidos y sometidas a su jurisdicción y la XV prescribe que no se podrá desconocer ni menoscabar el derecho de sufragio de los ciudadanos de los Estados Unidos por motivo de raza, color o de su condición de esclavos, la enmienda XIX extiende esa garantía a la no distinción de sexo, la XXIV al caso de no haber pagado cualquier impuesto y la XXVI a quienes tengan 18 años de edad o más.  El único caso de derogación de una enmienda por otra, es el siguiente: el 16 de enero de 1919 se ratificó la enmienda XVIII mediante la que quedó prohibida la fabricación, venta y transporte de licores embriagantes dentro de los Estados Unidos y de todos los territorios sometidos a su jurisdicción, así como su importación a los mismos o su exportación de ellos, con el propósito de usarlos como bebidas. La enmienda XXI, de 5 de diciembre de 1933, tuvo por objeto derogar la anterior.

			

			 

			
					
•	El artículo Seis fundamentalmente establece que la Constitución y las leyes que se expidan con arreglo a ella, y todos los tratados celebrados o que se celebren bajo la autoridad de los Estados Unidos, serán la suprema ley del país y los jueces de cada Estado estarán obligados a observarlas.

					
•	Finalmente, el artículo Siete dispuso la ratificación por las convenciones de 9 estados para que la Constitución entrara en vigor. Entre 1787 y 1790, convenciones de los trece estados ratificaron la Constitución. En la actualidad son cincuenta estados los que la han suscrito y, por lo tanto, son parte del pacto federal denominado Estados Unidos de América.

			

			 

			En el sistema constitucional de los Estados Unidos de América que fue generado al triunfo de la guerra de su independencia encontramos tres fuentes principales de inspiración e influencia:

			Primero, es evidente la influencia del sistema inglés mixto, monárquico parlamentario, al que estuvo incorporado como colonia y contra el que luchó para independizarse. De el heredó las características de un derecho sustancialmente consuetudinario y pragmático; la concepción de un parlamento bicameral al que correspondía expedir las leyes, la prominencia de éste y la consecuente subordinación del poder ejecutivo frente a las leyes que apruebe el poder legislativo, y la idea de una Carta de Derechos como parte sustantiva de una Constitución.

			Segundo, los fundadores de la Constitución de los Estados Unidos estaban fuertemente influenciados por las ideas de la ilustración europea, principalmente de Montesquieu, que en su obra “El Espíritu de las Leyes” postula la división de los poderes en legislativo, ejecutivo y judicial y propone que la titularidad de ellos corresponda al Parlamento o Congreso, al Gobierno y a los tribunales respectivamente. Este principio tiene un precedente remoto en la Roma Clásica, con Polibio (Siglo II AC) que se refirió a los frenos y contrapesos de la Constitución de la República Romana, y uno reciente en las ideas expresadas por el inglés John Locke, quien anticipándose a Montesquieu sostuvo que los poderes legislativo y ejecutivo deben estar separados y que el Rey debe estar sometido a la ley que expida el Parlamento.

			Tercero, las ideas de la ilustración y las tendencias de la Revolución Francesa fueron conocidas por los llamados Padres de la Constitución de los Estados Unidos. Thomas Jefferson fue nombrado delegado por Virginia para el Segundo Congreso Continental, en 1775, recién estallada la Guerra de Independencia Americana, y un año después el Congreso empezó a discutir una resolución de independencia. Jefferson fue el encargado de preparar un borrador de lo que posteriormente fue discutido, modificado y aprobado como la Declaración de Independencia de los Estados Unidos el 4 de julio de 1776.

			James Madison, Alexander Hamilton y John Jay, también representantes al Congreso nombrados por las colonias, escribieron una serie de ensayos publicados en diversos periódicos del Estado de Nueva York, entre 1787 y 1788, identificados con el título común de El Federalista, para defender y apoyar la ratificación de la Constitución por los trece Estados representados en la Convención de Filadelfia. La compilación de estos escritos se ha convertido en una obra clásica de la ciencia política, fuente insoslayable para la interpretación de la Constitución estadounidense que permite comprender los principios republicanos y federalistas que la inspiraron y que les identificaban con los tribunos de Roma (509 a 27 a.c.) y los parlamentarios de la República Inglesa (1649-1660), de corta vida pero trascendente impacto en la evolución del parlamento de ese país.

			Con un bagaje extraordinario de principios e instituciones republicanas, emergen los Estados Unidos de América, en una época en que persisten las monarquías ahora bajo el esquema de estado–nación, sean en el despotismo absoluto o en el ilustrado, en un entorno de desigualdad y pobreza que sirvió de preámbulo a la Revolución Francesa. 

			En los siglos XVII y XVIII, los estamentos característicos de la Edad Media, fueron perdiendo la batalla frente al Estado monárquico absoluto, aniquilados en Francia, insertados en el aparato estatal en Prusia y, en la mayoría de los casos pierden presencia y significación política. La excepción fue Inglaterra en donde los estamentos no solo sobreviven a la contraofensiva absolutista sino que finalmente toman la conducción del Estado y aunque conviven con el monarca lo subordinan a sus designios que adquieren el carácter de leyes.

			Los Estados Unidos de América recibieron ese legado y conforme a él fueron construyendo su sistema de gobierno, pero, en su Declaración de Independencia, sostienen que ante una larga serie de abusos e usurpaciones que tienen el designio de someter al pueblo a un despotismo absoluto, es su derecho, es su deber, derrocar ese gobierno…y declarar que las colonias americanas son, y por derecho deben ser, estados libres e independientes. Esos Estados libres e independientes se reunieron en la Convención de Filadelfia y soberanamente se dieron una nueva Constitución, haciendo suyas aquellas instituciones inglesas que encontraron de su convicción y conveniencia, como el Parlamento, la supremacía de la ley y el Acta de Derechos. Esta última fue significativamente enriquecida en la Carta de Derechos (Bill of Rigths) de los Estados Unidos, en donde los derechos humanos reciben un reconocimiento e impulso definitivos en virtud de las características de los pobladores de las colonias, sus antecedentes de perseguidos por cuestiones religiosas y su convicción individualista que les lleva a considerar sus derechos fundamentales, empezando por el derecho de libertad religiosa, como un límite al Estado.

			De América, la idea de los derechos humanos rebota al continente europeo donde cae en terreno fértil gracias al movimiento de la Ilustración y alcanzan su formulación más acabada en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano aprobada el 4 de agosto de 1789 por la Asamblea Nacional Constituyente creada al impulso de la Revolución Francesa que, al aprobar la abolición de los derechos feudales y toda clase de privilegios, individuales y colectivos, su siguiente gran decisión fue aprobar la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano.

			En esos escenarios, en las postrimerías del siglo XVIII, los Estados monárquicos empiezan a democratizarse y surgen Estados republicanos, al imponerse y reconocer el imperio de la ley; que en la Ley Suprema o Constitución se incluyan los derechos humanos, y que corresponde a los parlamentos la potestad de aprobar las leyes, quedando pendiente el desarrollo del derecho electoral democrático. Con estos fundamentos se inicia el proceso de consolidación del Estado de Derecho democrático que a los derechos individuales vendrá a sumar los derechos políticos que garantizarán la participación activa del pueblo en el gobierno del Estado, característica que en el siglo XIX imprimirá al Estado moderno su realización definitiva.

			En México, la independencia se alcanza con la suscripción del Plan de Ayala, con el que se logra la unificación de las fuerzas contendientes, representadas por Agustín de Iturbide y Vicente Guerrero. Con la firma de los Tratados de Córdoba, con Juan O’ Donojú, representante de la metrópoli, se pactó la subsistencia de la monarquía al frente de la cual estaría un miembro de la Casa Borbón. Provisionalmente el Poder Ejecutivo se depositó en una Regencia y el poder legislativo en una Junta Provisional Gubernativa, cuya tarea primordial sería convocar a un Congreso Nacional que dictara las leyes que sustentarían el naciente estado independiente.

			Fernando VII, Rey de España, se negó a aceptar la emancipación de sus colonias, al tiempo que las Cortes españolas rechazaron la propuesta de Iguala y desconocieron la validez de los tratados firmados por O’Donojú. El gobierno transitorio de la Regencia siguió funcionando y evitó que el país cayera en la anarquía y se convocó a un congreso constituyente en 1822 para que se encargara de la organización del país. Ante el rechazo de España de reconocer la emancipación de su antigua colonia, se cancelaba la opción de que un miembro de la Casa Borbón asumiera el poder ejecutivo, determinando la necesidad de que el Estado emergente ejerciera plenamente su soberanía. Al mismo tiempo, desencadenó las ambiciones de los distintos grupos que aspiraban al poder.

			Los seguidores de Iturbide presionaron al Congreso y lograron que avalara la designación del ex militar realista como Emperador de México, quien gobernó con el Congreso como estaba acordado. Al poco tiempo Iturbide disolvió el Congreso con la pretensión de ejercer solo el Gobierno Nacional y simplemente para guardar las apariencias designó una Junta Nacional Instituyente formada por diputados afines a su política, y les encargó elaborar una Constitución de acuerdo a sus designios. La Junta Instituyente del Emperador inmediatamente fue objeto de severas críticas y cayó en desprestigio; la Junta fue disuelta y el Congreso inmediatamente restablecido, anuló la elección del Emperador Iturbide y confirmó su destitución; para ejercer las funciones del Poder Ejecutivo el Congreso nombró un triunvirato integrado por Guadalupe Victoria, Nicolás Bravo y Pedro Celestino Negrete, declaró inexistentes el Plan de Iguala y los tratados de Córdoba, y convocó nuevamente a elecciones de diputados para eliminar a opositores afectos al Emperador destituido.

			Previa la elaboración de un Acta Constitutiva de la Federación en la que establecieron los lineamientos para conformar el Estado Mexicano, se proclamó el 4 de octubre de 1824 la primera Constitución del México independiente, con las siguientes características fundamentales: La nación mexicana adopta para su gobierno la forma de república representativa federal; el Poder Supremo de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial; el Legislativo reside en una Cámara de Diputados, cuyos integrantes serán nombrados por los ciudadanos de los Estados, y la base para determinarlos sería la población; y un Senado para el que la legislatura de cada Estado nombraría dos senadores, y se determina que es potestad exclusiva del Congreso General la promulgación de leyes y decretos, en las materias expresamente previstas en la propia Constitución. De esta manera, en el escaso período de tres años (1821 a 1824), el México recién independizado, se declaró monárquico, transitó brevemente por un Imperio y se constituyó en una República Federal.

			Independientemente de antecedentes más remotos, es notoria la influencia de la Constitución de los Estados Unidos de América en la adopción de la forma de gobierno republicana, representativa y federal, por la nación emergente de la guerra de independencia iniciada en 1810. De acuerdo con la tendencia imperante, la Constitución mexicana de 1824 se constriñó a declarar que la nación mexicana “es para siempre libre e independiente del español y de cualquiera otra potencia”, identifica su territorio, determina su forma de gobierno y quién y cómo se ejerce éste, con lo que se presenta como una Constitución estrictamente material u orgánica, soslayando la parte dogmática que comprende a los derechos humanos y las garantías individuales que en Estados Unidos fueron objeto de la Carta de los Derechos (“Bill of rigths”) y en Francia la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano.

			En adelante, las constituciones de México de l857 y 1917, al igual que las de cualquier país del mundo, con independencia del régimen político que asuman, consideran de manera substancial el principio de la separación de poderes y la existencia de un órgano colectivo depositario en exclusiva de la función de aprobar las leyes, denominado Parlamento, Congreso, Asamblea Nacional o Legislativa u otras equivalentes en los diversos idiomas.

			 

			5.	Concepto de Parlamento 

			 

			Los antecedentes presentados con anterioridad nos permiten intentar con certeza la elaboración de un concepto de parlamento. Nuestro concepto pretende ser comprensivo de parlamentos, congresos, asambleas nacionales o legislativas, cámaras, cortes o casas de representantes, o sus equivalentes en otros idiomas (por ejemplo: soviet, en la URSS, y dieta, en japonés).

			 

			Los elementos que van a integrar nuestro concepto de Parlamento, son:

			 

			
					
•	Una asamblea, es decir, una reunión de una pluralidad de personas que se reúnen a discutir asuntos de interés común y adoptar decisiones al respecto.

					
•		Que la asamblea se integre por representantes. La representación política es elemento esencial del Parlamento, en virtud de la cual los integrantes de la asamblea actúan a nombre e interés de quien o quienes los nombraron, independientemente que se trate de una elección popular —que puede ser directa, como sería el caso de quienes eligieran las comunidades nacional o regional, o de una elección indirecta; a través de delegados electos por dichas comunidades— o de designación institucional, realizada por algún órgano de las entidades federadas o confederadas.  

					
•	Que la Constitución establezca que el Parlamento es el órgano de gobierno que ejerce la función y atribuciones que corresponden al Poder Legislativo, adoptando los principios de la división y separación de los poderes (según las teorías de Polibio, John Locke y Montesquieu), incluyendo los relativos a la supervisión y control del ejercicio del Poder Ejecutivo (de conformidad con la teoría de los pesos y contrapesos entre los poderes de John Locke y Carl Lowenstein). 

			

			 

			Consecuentemente, un Parlamento es el órgano colectivo de gobierno, integrado de representantes políticos, al que la Constitución asigna el carácter de poder autónomo del Ejecutivo, que tiene como funciones fundamentales la de discutir y aprobar las leyes y la de supervisar y controlar el ejercicio del Poder Ejecutivo.

			En este concepto podemos identificar con claridad los elementos que hemos descrito con anterioridad: una asamblea, en cuanto se menciona un órgano colectivo; representativa, en cuanto se integra con representantes populares, electos directa o indirectamente por los ciudadanos, o institucionales designados por las entidades; constitucionalmente considerada como poder soberano, autónomo frente al poder ejecutivo y cualquier otro poder, con lo que se atiende al principio de división de poderes, y se determinan las dos atribuciones principales de los parlamentos: legislar y supervisar y controlar; se realiza el principio de separación de poderes; se provee a la desconcentración del Ejecutivo de la potestad de expedir leyes, y se explicita el principio de pesos y contrapesos entre los poderes.

			El concepto estructurado, fiel a la semántica de la palabra, pretende ser general y abstracto, en el sentido de que trata de corresponder a las instituciones desarrolladas en el Estado Moderno, en el que el Parlamento tuvo un lugar destacado, Por ello, el concepto se integra con independencia del régimen de gobierno en el cual se inserta y de que los procesos de nominación o selección de los representantes que lo integran sean más o menos democráticos.

			También se abstrae el concepto de la organización interna de los parlamentos, sean unicamerales o bicamerales, en virtud de que estas modalidades no afectan la esencia del órgano y la adopción de una u otra han dependido más bien de cuestiones histórico políticas y han variado en las distintas épocas, aún dentro de un mismo país. México es un buen ejemplo en este sentido: El constituyente de 1824 fue unicameral; durante la vigencia de la Constitución de 1824, el Congreso mexicano fue bicameral; la Constitución de 1857 eliminó al Senado por considerarlo aristocratizante, y conforme a la Constitución de 1917 y hasta nuestros días nuestro sistema parlamentario ha sido bicameral.

			Sin embargo, la idea general esbozada no está reñida con la convicción de que el Parlamento ha jugado un papel trascendente en la evolución de la idea y la institución del Estado, en la descentralización del poder absoluto, el imperio de la ley y, en fin, del Estado de Derecho, y en la actualidad se erige como una garantía de libertad y de legalidad que propicia y promueve la participación ciudadana y la democracia.

			Orientados por tales ideas y siguiendo al Maestro Francisco Berlín Valenzuela (Derecho Parlamentario, México, 1994) rechazamos el concepto restringido del Parlamento y del Derecho Parlamentario, que asigna al Parlamento la función primordial de elaborar leyes para regir la vida de un país, y nos inclinamos por una concepción más amplia, congruente con la evolución política y jurídica de la institución, y que tiene que ver con el rol que desempeña en el equilibrio entre los poderes, la participación de la ciudadanía en los asuntos públicos y el desarrollo de las instituciones democráticas.

			 

			 

		

	
		
			Capítulo II. El derecho parlamentario y sus relaciones  con otras disciplinas
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			1. 	Concepto de Derecho Parlamentario

			 

			Si hemos coincidido en un concepto de Parlamento, resulta relativamente sencillo arribar a un concepto de Derecho Parlamentario como el conjunto de normas jurídicas relativas a la estructura, integración, atribuciones y funcionamiento del Parlamento, entendido éste como el órgano colectivo de gobierno representativo de una sociedad que lo eligió, al que la Constitución otorga la facultad exclusiva de legislar, supervisar y controlar el ejercicio del Poder Ejecutivo.

			Reiteramos nuestra convicción de proyectar un concepto de Derecho Parlamentario amplio, de manera congruente con lo que hicimos previamente al establecer el concepto de Parlamento, que trasciende la visión de un órgano exclusivamente legislativo para atribuirle potestades de control del ejercicio gubernamental e insertarlo en el complejo de relaciones que se producen en el ámbito del Estado: acceso al poder; división, coordinación y control o contrapesos en el ejercicio del poder; relaciones entre los poderes; relaciones del Parlamento con los poderes de las entidades federativas u otras divisiones políticas, en su caso, y relaciones de orden público con la sociedad civil y política.

			De esta manera, concebimos el derecho de los parlamentos como un sistema de normas que abarca la regulación de la vida interna de los parlamentos: su estructura, integración, relaciones entre sus órganos y procedimientos, pero también las relaciones que tienen con los otros poderes, con los poderes de las entidades federativas y otros organismos constitucionales, así como con la sociedad en su conjunto y eventualmente con los ciudadanos individualmente considerados.

			El Parlamento, en su carácter de órgano de gobierno e institución fundamental del Estado —por que asume prominentemente la facultad de aprobar las leyes y porque es factor decisivo en la desconcentración y equilibrio del ejercicio del poder— plantea un universo de posibilidades de acciones y relaciones de derecho público, en diversas direcciones y ámbitos: frente a los otros poderes y, en su caso, frente a los poderes de las entidades federativas y otros organismos constitucionales autónomos; de coordinación y subordinación de sus órganos de gobierno internos; entre sus integrantes actuando como pares, y entre éstos y los órganos y dependencias parlamentarios; con sus dependencias y personas auxiliares; con los partidos y otras entidades políticas e instituciones electorales y, en fin, los diversos contactos que establece el Órgano de Gobierno con organizaciones y ciudadanos con motivo del ejercicio de sus funciones públicas. 

			Ese universo de acciones y relaciones públicas tan importantes como complejas son las que vendrán a constituir la materia a regular por el Derecho Parlamentario. De ellas excluimos, obviamente, los negocios de derecho privado que eventualmente pueda celebrar un Parlamento como cualquier persona moral y que sean necesarios para el desarrollo de su función pública.

			No debe perderse de vista que todas esas acciones y relaciones deben estar orientadas a la realización de la función original, consubstancial y fundamental de los parlamentos, que es precisamente la de discutir y aprobar las leyes, las reglas generales y abstractas que conduzcan y garanticen la convivencia social. Cuestión complementaria es que para propiciar lo anterior se considera aconsejable que existan disposiciones aprobadas por el propio Parlamento que le otorguen la atribución de controlar en alguna medida al Poder Ejecutivo, como garantía de libertad y factor del desarrollo democrático.

			Tradicionalmente, como veremos con mayor detalle al estudiar el Derecho Parlamentario mexicano, las fuentes formales de este Derecho son la Constitución, una Ley Orgánica y una Ley o Reglamento de procedimientos que corresponden sustancialmente a una visión restringida del Derecho Parlamentario. Sin embargo, la fuerza de la evolución de las instituciones políticas en la materia, principalmente las relativas a las facultades de control e investigación gubernamental, así como de participación ciudadana, han modificado o adicionado algunas normas sin modificar el esquema tradicional de Constitución, Ley orgánica y Ley procesal.

			Habrá que impulsar una Ley del Parlamento… o Ley del Congreso de… que de manera integrada y ordenada contemple los aspectos sustantivos, orgánicos y procesales de la materia.

			 

			2. 	Carácter multidisciplinario y transversal de la materia parlamentaria

			 

			El Parlamento se consolida como tal cuando asume la función de legislar, desconcentrando progresivamente esta potestad del Monarca, y por lo tanto el Derecho Parlamentario se va conformando alrededor de la teoría de la división de los poderes, de los cuales uno de ellos tiene la atribución exclusiva de aprobar las leyes del país. A este poder legislativo le corresponde en exclusiva elaborar, discutir y aprobar las reglas de la convivencia social, y por ello y para ello tiene que tener conocimiento cabal de la sociedad cuyas relaciones regula.

			La función de legislar, y por consecuencia el Derecho Parlamentario que la asume como su principal materia de conocimiento y regulación, tienen la necesidad de atender a todos los aspectos de la vida de los hombres en sociedad, desde su nacimiento, incluyendo su gestación, hasta su muerte, la disposición post mortem de sus bienes y ahora hasta la de sus órganos; así como a sus relaciones con los otros hombres, con la naturaleza que lo rodea y con las ideas, instituciones y entidades sociales, económicas, culturales y políticas creadas por el propio ser humano.

			Por ende, todos los estudiosos de la materia reconocen que el Derecho Parlamentario es una materia multidisciplinaria que, como ciencia jurídica que tiene como objeto fundamental la elaboración de leyes, tiene antecedentes, sustento, vinculación y produce o puede producir efectos prácticamente en todas las materias objeto del conocimiento humano.

			En primer lugar, encontramos un vínculo insoslayable con el Derecho Constitucional, en el que tiene el fundamento de su existencia y atribuciones, así como las bases esenciales para su funcionamiento.

			En segundo lugar, tiene relaciones con todas las ciencias jurídicas, en cuanto proporcionan la materia objeto de los procesos legislativos, es decir, en virtud de que la actividad legislativa se aplica precisamente a crear, reformar o derogar las normas jurídicas que integran las distintas ramas del derecho. El derecho es a la vez el insumo y el producto principal de la tarea legislativa.

			En tercer lugar, encuentra su explicación y justificación en la Ciencia Política, en sus diversas ramas: Historia de las ideas e instituciones políticas; Teoría del Estado; instituciones políticas como la democracia, la representación política, los sistemas y regímenes de gobierno, procesos electorales, la ética política y la axiología jurídica.

			En cuarto lugar, la sociología y la economía proveen permanentemente de conocimientos, métodos y referencias que dan contenido, sentido y justificación a las tareas legislativas y a sus productos fundamentales que son las normas jurídicas o leyes.

			En fin, el Derecho Parlamentario tiene que ver y trasciende a todo lo relacionado con las conductas de los hombres al interactuar con los demás hombres y con su entorno, y por ello tiene que ver con toda clase de conocimientos y productos materiales e intelectuales de la actividad humana, individual y social. 

			En la búsqueda de una figura que nos ayude a comprender y enfatizar el carácter amplio y multidisciplinario del Derecho Parlamentario, nos encontramos con el concepto de la ”transversalidad” utilizada insistentemente durante las dos últimas décadas para impulsar en la política y en el derecho el principio de la equidad de género, los derechos humanos y los derechos ambientales, principalmente. De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, la palabra “transversal” significa: “Que se halla o se extiende atravesado de un lado a otro” y se aplica a lo que abarca o comprende horizontalmente un espacio o ámbito cualquiera. Así se dice que las políticas públicas de respeto a los derechos humanos deben permear en la sociedad en su conjunto, en todos sus sectores o grupos sociales.

			Si lo anterior es válido para una parte o rama del Derecho (la relativa a los derechos humanos o al medio ambiente o a la equidad y género), con mayor razón lo será para describir la actividad legislativa que se extiende y penetra todos los ámbitos del Derecho. Visualizamos que la transversalidad, refiriéndola al Derecho Parlamentario, puede ser pasiva en cuanto a que la actividad legislativa se nutre de cualquier elemento cognoscitivo para dar contenido a los proyectos legislativos en las múltiples áreas de la juridicidad; y puede ser activa en cuanto a que las leyes y otras resoluciones que aprueba el Parlamento tienen por objeto regular la vida de los hombres en sociedad.

			Por ello insistimos en que el carácter multidisciplinario y la amplia penetración y trascendencia que el trabajo parlamentario tiene para la sociedad se debe traducir en la profesionalización de quienes son los responsables o colaboran con ese trabajo de tal manera que se pueda responder adecuadamente a los requerimientos de la sociedad, en su diversidad y en su conjunto. No se pretende que cada operador, legislador o técnico, tenga la suficiencia y la eficiencia profesional en todas las áreas y actividades humanas, pero el órgano facultado, en su integridad funcional, sí debe satisfacer esos requerimientos.

			 

			3. 	Relaciones del Derecho Parlamentario con la Sociología

			 

			El primer y más amplio contacto lo tiene el Derecho con la Sociología, entendida en su acepción más amplia como la ciencia que estudia las relaciones de los hombres con el fin de establecer principios con validez general. Su objeto de conocimiento son las relaciones mutuas de los hombres y su meta es explicar a través de reglas generales válidas los procesos sociales que se desarrollan en forma parecida en los diversos ámbitos sociales. En pocas palabras, la Sociología tiene por objeto el estudio del hombre en sociedad, en sus relaciones con los demás hombres; el objeto esencial del Derecho es regular las conductas de los hombres en sociedad. Los nexos entre ambas disciplinas resultan obvios.

			La importancia y amplitud de la Sociología se ha traducido en la aparición de sociologías especiales o particulares que confirman los estrechos nexos que tiene con otras disciplinas, entre las que nos interesa destacar ahora la Sociología del Derecho.

			Esta Sociología especial surgió a finales del siglo XIX como una corriente de pensamiento que introdujo la perspectiva sociológica al derecho. De acuerdo con Emile Durkheim (1858-1917), por Sociología del Derecho debemos entender: “la parte especial de la Sociología que describe y explica la influencia del derecho en la vida social y a su vez de qué modo los fenómenos sociales y culturales se convierten en normas e instituciones jurídicas y porqué”, lo que expresa con claridad la influencia recíproca entre la sociedad y el derecho, explicando desde el punto de vista sociológico el principio de la transversalidad del derecho a que nos referimos en el numeral 2 de este Capítulo.

			De esta manera, la Sociología general y, en particular, la Sociología del Derecho son disciplinas de referencia obligada y auxiliares permanentes de gran valor para el quehacer parlamentario. El órgano en el que se deposita la potestad legislativa no puede abstraerse de la realidad social, de las necesidades y reclamos de la sociedad cuyas conductas está regulando y tampoco puede dejar de considerar el impacto que su actividad puede tener en la propia sociedad. En este sentido, la Sociología del Derecho será un instrumento de gran utilidad para investigar y conocer los fenómenos sociales que son causa de la norma jurídica y los efectos sociales que ellas pueden causar.

			 

			4. 	Relaciones del Derecho Parlamentario con la Economía

			 

			Entre las múltiples relaciones sociales objeto de regulación jurídica tienen un lugar especial aquellas que se relacionan con las actividades del hombre encaminadas a la satisfacción de sus necesidades vitales de orden material. Estas actividades constituyen la esencia de la Economía como ciencia. 

			Desde las primeras formas de organización social se produce el fenómeno del intercambio y la interdependencia de los bienes y servicios necesarios para satisfacer las necesidades materiales de los individuos miembros de la comunidad y subsecuentemente entre los de comunidades diversas, lo que va generando un entramado de intereses que reclama la atención del Derecho. 

			El Derecho debe intervenir para regular las actividades económicas por la importancia y trascendencia que tienen para la supervivencia y bienestar de las personas. El ser humano requiere que sus necesidades e intereses vitales sean protegidos y tutelados por el orden jurídico y por las autoridades que de él emanen. Esta exigencia consubstancial a la naturaleza social del ser humano e indispensable para la subsistencia de la vida misma, constituye la fuente real más poderosa del Derecho. De ella derivaron los demás derechos económicos conforme a los cuales las personas pueden crear, disponer y en general negociar bienes y servicios económicos de acuerdo con reglas típicas y abstractas denominadas leyes.

			El derecho ha respondido siempre a los intereses económicos según las distintas formas de organización y estratificación social, y de acuerdo al sistema de gobierno producto de ellas, privilegiando al grupo que ejerce el poder. De esta manera, el derecho respondió preferentemente a la clase guerrera, la sacerdotal, a los dueños de la tierra o a los burgueses dueños del capital, y solo excepcionalmente al pueblo.

			Esta presentación resumida y esquemática tiene el propósito de evidenciar la íntima vinculación entre la economía y el derecho, a grado tal que cualquier cambio en la estructura económica provoca a la corta o a la larga un cambio en la jurídica. Como ejemplo relevante podemos citar la transición entre el feudalismo y el capitalismo: la concentración de la riqueza se traslada de la propiedad de la tierra al manejo del dinero, del campo a la ciudad, de los señores feudales a los burgueses capitalistas. Consecuentemente, los monarcas tienen que atender preferentemente los requerimientos de la clase emergente y a los parlamentos acceden los banqueros, comerciantes, profesionistas, artistas y artesanos. Obviamente, el derecho que se aprueba en los órganos legislativos responde a los intereses de los dueños del dinero, por lo que no es coincidencia que a principios de siglo XIX se expida el Código de Comercio napoleónico que vino a regular precisamente las actividades de los comerciantes del dinero, los bienes y los servicios.

			La conjugación de la revolución industrial y la consolidación del Estado moderno, fenómenos paralelos del siglo XIX, determinó que partir de entonces la economía sea un ingrediente insoslayable e importante del Derecho y de la función estatal.

			El Derecho Parlamentario, que es el conjunto de normas que regulan principalmente la organización y funcionamiento del órgano del Estado que tiene la atribución exclusiva de aprobar las leyes, recibirá permanentemente la influencia de los fenómenos económicos y deberá auxiliarse de la ciencia correspondiente respecto a los contenidos económicos de las normas jurídicas que se tramiten en el órgano legislativo; y, a su vez, las normas que llegue a aprobar impactarán en la economía del país o del sector de la economía relativo, realizando ese principio de transversalidad que enunciamos previamente.

		

	
		
			Capítulo III. Relaciones del Derecho Parlamentario con la política

			 

			[image: 1891.gif] 

			 

			1. 	La Política y el Poder

			 

			Los diccionarios actuales definen “la política” como “arte, doctrina u opinión referente al gobierno de los Estados” o más genéricamente como “asuntos que interesan al Estado”. Esta concepción es válida para los tiempos modernos y contemporáneos en los que se reconoce de manera generalizada la presencia del Estado como forma de organización política y jurídica avanzada, pero no lo es para tiempos anteriores en que esta forma de organización no se había desarrollado. Por ello, nos inclinamos por explicar la política haciendo referencia al “poder”, definiéndola como “la actividad humana, la ciencia o el arte que tienen por objeto el acceso, la estructuración y el ejercicio del poder público”. En estos términos reconocemos un concepto que puede ser aplicado a cualquier forma de organización social en que se de la relación de gobernantes y gobernados, sea cual fuere la denominación que se de a éstos: príncipes y vasallos, monarcas y súbditos, o gobierno y pueblo.

			Al señalar que la política puede ser ciencia o arte estamos identificando las dos expresiones principales de La Política, como objeto de estudio y conocimiento científico —Ciencia Política— y como técnica para acceder, ejercer y conservar el poder público —Política Práctica—. Es importante la acotación al poder público para deslindarnos de otras relaciones de ordenación y subordinación social que no atañen al interés general de una comunidad o pueblo. 

			Carlos Fayt S. señala tres significados del vocablo política: como conducta humana, se expresa en relaciones de poder, de mando y de obediencia. Esta actividad tiene como eje la idea de la lucha por el poder, pero también se presenta como acción de gobernar cuyo fin básico es la de organizar y dirigir la sociedad. Expresa el autor argentino citado: “Cuando la acción está referida a fenómeno del poder, estamos en presencia de la política práctica, aplicada, o arte político, es decir, de la técnica para adquirir, conservar y acrecentar el poder”. Desde el punto de vista de los gobernados, la política se traduce en una actividad comunitaria que se manifiesta en forma directa o a través de la representación política y la elección de sus representantes.

			La segunda significación del vocablo se refiere al resultado de la actividad política que hace surgir los órganos, la organización y la distribución de competencias mediante los que se ejerce el poder.

			El tercer significado se aplica a la Política como Teoría o Ciencia cuyos contenidos son los correspondientes a las dos significaciones anteriores. Así, la política como conducta de quienes buscan acceder o ejercen el poder, y de quienes conforman la voluntad popular, la expresan en forma directa o a través de la elección de quienes los representen y que se encuentran subordinados al deber de obediencia frente a aquellos que ejercen el poder, constituye el objeto de reflexión y análisis de la Ciencia y la Técnica Políticas. Ambas disciplinas se desarrollan teniendo como eje central el fenómeno del poder.

			Entendemos por Poder la capacidad de mandar, es decir, de ejercer la potestad de gobernar, de una persona o grupo de personas, respaldada por la posibilidad de actuar coactivamente para proveer a su cumplimiento. El Poder se produce en el ámbito de las relaciones de mando y obediencia que se dan en una sociedad organizada. En estos términos, el Poder es una constante en todo tipo de sociedades, independientemente del lugar y de la época, a diferencia de instituciones como el Estado y los Sistemas y Regímenes de Gobierno que son estructuras transitorias, al igual que las fórmulas y las reglas de distribución y de equilibrio del Poder.

			Como señala el Maestro Andrés Serra Rojas (Ciencia Política), en todos los grupos humanos, desde los primitivos hasta los más avanzados, se puede encontrar la diferenciación entre gobernantes y gobernados, entre los que mandan y los que obedecen. Es cuando la política aparece como una lucha por el poder público; en una segunda significación, la política se presenta como la actividad que tiene por objeto regular y coordinar la vida social, por medio de una función de orden, defensa y justicia que mantenga la cohesión y la superación del grupo. Con esta concepción avanzamos en la explicación del poder político en su manifestación de ejercicio del poder alcanzado después de la lucha para obtenerlo, de ejecución de la potestad de gobernar por parte de quienes se han legitimado para ello. Este significado también es válido para todas las épocas y para cualquier forma de gobierno. En todas ellas la acción de gobernar, por parte de quien tiene la autoridad y la fuerza para ello, se realiza con el objeto inmediato de mantener el orden social, de proveer a la defensa de la comunidad de factores externos y de resolver los conflictos entre sus miembros, todo con el fin de preservar la unidad y promover el bienestar y prosperidad del conjunto. Cuando las sociedades políticas han evolucionado para responder a relaciones más diversificadas y complejas que requieran como mínimo reglas para garantizar los derechos o garantías y la participación política de los miembros de la sociedad; para acceder al gobierno; para distribuir el poder, y para supervisar y controlar su ejercicio, nos encontramos con la figura del Estado.

			En su acepción más comprensiva y general la Ciencia Política es la disciplina del poder y, restringida al tiempo presente: época moderna y contemporánea, es la Ciencia del Estado.

			 

			2.	El surgimiento de las naciones 

			 

			El ser humano —zoon politikon, según lo calificó Aristóteles— desarrolla su sociabilidad natural en la familia y va ampliando el ámbito de sus relaciones con sus semejantes progresivamente, con el grupo de familias entre las que se distribuye el trabajo y se intercambian productos, la tribu, el barrio, la aldea, el poblado, la ciudad, y va creando formas de organización social más complejas y completas, hasta que conforma la nación, que es la organización de los hombres más acabada y sofisticada, típica de las sociedades de nuestros días. 

			En su momento, los filósofos de la Grecia Clásica, particularmente Aristóteles en su obra La Política, describieron a la ciudad ateniense con los siguientes elementos: es una comunidad de ciudadanos (que como es sabido excluía a la población esclava); es natural y necesaria, porque el hombre es por naturaleza un ser político que tiene la necesidad de aparearse en orden a la generación y consecuente subsistencia de la especie; la familia y su hogar es la comunidad establecida para la convivencia de todos los días, pero la familia no alcanza a cubrir todas las necesidades del hombre, por lo que resulta la necesidad de reunir muchas familias al fin de servir a la satisfacción de necesidades que no son meramente las de cada día: esta es la aldea, y la comunidad de muchas aldeas es la ciudad (polis), que “es la comunidad que ha llegado al extremo de bastarse en todo virtualmente a sí misma”. Es la comunidad autárquica que es capaz de bastarse a sí misma no solamente en el campo de las necesidades materiales sino, sobre todo, en el reino de la cultura. “La ciudad, en suma, es la comunidad de familias y aldeas para una vida perfecta y autosuficiente, es decir, para una vida bella y feliz”. Tal entusiasmo parece justificado si nos ubicamos en los tiempos helénicos que forjaron una forma de organización social y política que consideraron que había alcanzado la perfección, no sólo desde el punto de vista justificado de quienes por tener el carácter de ciudadanos participaron en su conformación y desarrollo sino también para la humanidad entera que posteriormente se benefició con este legado cultural extraordinario, a pesar de su componente de esclavitud.

			Los romanos, de manera similar a los griegos, conservando la esclavitud, conformaron una comunidad de hombres libres que vivían conforme a un orden establecido por ellos y garantizado por un gobierno cuyas características variaron a través de los años. A Cicerón se debe el desarrollo de los conceptos de “pueblo”, como la “sociedad formada bajo la garantía de las leyes y con objeto de utilidad común”, y de “república” (res publica), cuya traducción literal es la “cosa publica” y debe entenderse como la atención de los asuntos públicos, los que conciernen al pueblo, es decir, los que son de interés común.

			La polis de los atenienses y la civitas de los romanos constituyeron sociedades organizadas de ciudadanos bajo los principios de igualdad y de libertad, subordinados todos al imperio de las leyes producto de la recta razón y que tenían por objeto la utilidad o bien común (res publica). Permitieron un desarrollo impresionante a sus respectivos pueblos y han trascendido hasta nuestros días como unas de las formas de organización social más perfectas que ha tenido la humanidad.

			Las épocas feudales se caracterizaron por una dispersión y pugnas constantes entre las diversas instancias que compartían el poder político: la Iglesia y el Imperio Carolingio; la Iglesia y el Rey de Francia; este Monarca y el Emperador; los Reyes y los señores feudales. Los monarcas europeos, principalmente los de Inglaterra, España y Francia compartían su poder, al interior de sus reinos, con la aristocracia dueña de la tierra, y al exterior discutían y combatían por el reconocimiento a su soberanía y contra las pretensiones de dominio universal de la Iglesia y del Imperio. En estos escenarios se produjo el surgimiento de las naciones y, como veremos enseguida, el desarrollo de los estados nacionales, precisamente en Inglaterra, España, Francia y Prusia.

			La conciencia de constituir una nación surgió entre los siglos XV y XVI en los pueblos citados, cuando alcanzaron su unidad territorial y humana, pero cobró importancia política, reconocimiento y conceptualización, durante la Revolución francesa.

			Ernesto Renán, en una conferencia dictada el 11 de marzo de 1882 y denominada ¿qué es una nación?, acuñó la frase que se volvió clásica y es universalmente conocida: “La nación es un plebiscito de todos los días, en el mismo grado en que la existencia individual es una afirmación perpetua de vida”. Estas ideas fueron magistralmente desarrolladas por los españoles Ortega y Gasset y García Morente. De ellos hemos recibido una explicación clara de la idea de nación (Citados por Mario de la Cueva, La Idea del Estado).

			Los elementos sustanciales de la nación son un pasado y un futuro comunes. Es la unidad de un pueblo que se ha forjado en la historia. Que tiene un pasado glorioso y hondas tragedias, generador de un estilo de vida que se plasma en una cultura propia. En fin, es una creación del hombre, es un unidad cultural que se conforma con una filosofía de la vida; con una literatura, una poesía; con un sentido de las bellas artes; con una ética social, con una estructura política y con un orden jurídico.

			Enfatiza Ortega y Gasset, el pretérito, el haber tradicional, no es lo decisivo para que una nación exista. Las naciones se forman y viven de tener un programa para mañana. “No viven juntas las gentes sin más ni más y porque sí; esa cohesión a priori solo existe en la familia. Los grupos que integran un estado viven juntos para algo, son una comunidad de propósitos, de anhelos, de grandes utilidades. No conviven por estar, sino para hacer juntos algo”.

			La nación, como concepto sociológico, se compone de personas, o más bien, de grupos de personas, y éstas necesitan generalmente de un territorio en el cual asentarse (aunque por excepción podemos aceptar naciones sin territorio o nómadas) y para asegurar su convivencia y mantener su cohesión requieren de un orden jurídico y de un gobierno que lo haga valer. Pero, territorio, orden jurídico y gobierno no son elementos de la Nación sino del Estado, como veremos a continuación.

			Enseña el maestro mexicano Mario de la Cueva (La Idea del Estado) que para precisar las ideas es necesario separar los conceptos de pueblo y nación: el primero es la unidad sucesoria de las generaciones, en tanto la nación es la unidad espiritual de un pueblo que ya se ha realizado en la historia, que tiene un lecho formado por un pasado generador de un estilo de vida y una cultura propia, y que tiene un programa común para realizarlo en el futuro.

			Concluimos este apartado expresando que gracias a los elementos anteriores tenemos que la Nación la conforma un pueblo que tiene una historia común, ha generado un estilo de vida y una cultura particulares que le generan la conciencia de un destino igualmente común y de un programa compartido necesario para realizarlo.

			 

			3.	El Estado

			 

			La Nación y el Estado tienen antecedentes y origen paralelos y en buena medida compartidos. Coinciden sustancialmente en que ambas son formas de organización social creadas por la acción de los hombres, es decir, son fenómenos culturales que se producen en épocas y lugares determinados, tienen causas afines y se diferencian en cuanto que la primera es un concepto sociológico, su componente esencial es el hombre interactuando con los demás hombres en una forma caracterizada de asociación humana; el Estado tiene ese mismo o similar componente social pero, además, tiene un componente jurídico y uno territorial. El Estado presupone la Nación, en cambio ésta puede existir sin llegar a conformar un Estado.

			El Estado nace durante el Renacimiento (siglos XVI y XVII) en el terreno fértil de las naciones emergentes de Inglaterra, Francia, España y Prusia, cuando sus monarcas triunfan en su lucha frente a las fuerzas feudales internas y las potencias supranacionales que les discutían poder, dominio o autoridad (después se llamaría “soberanía”, como veremos más adelante) en aquellas porciones de territorio que habían marcado como asiento de su reino. Es decir, cuando los tres elementos: población, territorio y poder o gobierno supremo se conjugan creando una conciencia de un pasado y un futuro comunes, y un programa para realizarlo, a cargo de un poder o autoridad suprema.

			La historia registra que fue Nicolás Maquiavelo (El Príncipe, Cit. por el Mtro. de la Cueva en “La Idea del Estado”, al igual que la mayoría de los autores que comentamos a continuación), al inicio de la segunda mitad del siglo XVI, el que usó por primera vez la palabra “estado” para referirse a las formas de gobierno prevalecientes en su época, con la célebre frase: “Todos los Estados, todos los dominios que han tenido o tienen autoridad sobre los hombres son estados, y son o Repúblicas o Principados”. Aunque con los conocimientos actuales nos pueda parecer impropio utilizar conceptos acuñados en una época para explicar realidades de tiempos pasados, lo cierto es que Maquiavelo puso de moda el término en su tiempo y en adelante se impuso para identificar no solo la organización política de una sociedad nacional, con un poder supremo o soberano que se ejerce en un territorio determinado sino también formas de organización precedentes.

			En su obra cumbre, El Príncipe, Maquiavelo no se propone elaborar un tratado sobre el Estado sino uno acerca del arte de gobernar, dirigido principalmente a los príncipes de las ciudades italianas de su tiempo. El célebre autor florentino desempeñó funciones diplomáticas menores pero que le permitieron conocer y hablar con la mayoría de los hombres importantes de su tiempo: los reyes de Francia y Alemania, el Papa, los jefes militares de varios países y, naturalmente, muchos príncipes italianos. El Príncipe fue escrito en 1513 y compendia sus reflexiones y observaciones sobre el escenario político de la Italia renacentista que presentaba un país fragmentado. En las postrimerías de la Edad Media, la disolución del Imperio Romano acarreó la de la unidad política de la península: El norte pasó a formar parte del Sacro Imperio Romano Germánico gobernado por el Monarca Alemán; la parte central del país quedó sujeta al dominio político del Papado, y una rama de la casa francesa de Anjou gobernó el entonces conocido como Reino de Nápoles, al sur de la península. A lo anterior habría que agregar que en el norte las ciudades de Venecia y de Milán se mantenían independientes de los emperadores germanos; en el centro, Bolonia estaba en buena medida libre de la in fluencia del Papa, y hasta principios del siglo XIV ninguna de las formaciones políticas mencionadas alcanzó una autonomía y prosperidad suficientes para producir una fuerte cultura propia.

			 Luego, en el lapso de unas cuantas décadas, el renacimiento produjo el milagro de su apogeo, riqueza y autonomía política. La península itálica tuvo la enorme ventaja de encontrarse en el centro de la mayor área comercial y renacentista, la cuenca del mediterráneo. Ciudades costeras, como Génova y Venecia, y otras bien ubicadas para la distribución de mercaderías por tierra, supieron aprovechar las oportunidades y empezaron a acumular riqueza resultado de las ganancias de las actividades industriales y comerciales, promovieron la cultura y las artes, y volvieron los ojos a los antiguos romanos y a la Civitas. Las élites urbanas, ahora en pleno apogeo mercantil y enriquecidas, inspiradas en el rescate de la razón y cansadas de la cultura medieval sojuzgada por el dogma y por la fe, sintieron el impulso irresistible de revivir las glorias del pasado, rescatando el humanismo de los griegos y romanos de la Época Clásica, y copiando sus formas de organización política en sus principales ciudades.

			Esas ciudades fueron las que observó Maquiavelo y le hicieron reconocer: “Todos los Estados, todos los dominios que han tenido o tienen autoridad sobre los hombres son estados, y son o Repúblicas o Principados” (o monarquías). Es clara y reiterada su referencia a las ciudades (aunque no excluye a los reinos que ejercían su “imperio” en territorios que incluían varias ciudades, como los de Inglaterra y Francia). En tales términos, la palabra Estado acuñada por Maquiavelo se aplicó por primera vez para identificar la forma de organización política característica de las ciudades italianas del Renacimiento. Según el autor mencionado, el concepto se aplica a las ciudades que “se vieron siempre libres de toda servidumbre exterior y se gobernaron a su arbitrio o como repúblicas o como monarquías…”. Con una orientación realista y práctica, Maquiavelo identifica una comunidad humana particular y se ocupa de las maneras de gobernarla, ya que este era el problema principal de las ciudades italianas de su tiempo. Su intención no era hacer un tratado sobre el Estado sino uno acerca del arte de gobernar, dirigido a los gobernantes de su época, independientemente de que fueran monarcas o miembros de una República. En este contexto, el genio florentino parte de la afirmación (en la primera frase de El Príncipe) de que “Todos los estados y todos los dominios”, utilizando ambas palabras como genéricas que pretenden englobar todas las formas de organización política, para luego agregar que, todas ellas, son o Repúblicas o monarquías, dejando claro con ello que no es parte de la idea del estado el que se adopte una u otra forma de gobierno. Con este criterio aplicó el término a todas las ciudades italianas del Renacimiento, las que pueden clasificarse de la siguiente manera: Por un lado, la monarquía de Nápoles; por otro el Ducado de Milán y por el otro las repúblicas de Florencia y Venecia, recreando las tres formas de gobierno consideradas desde Aristóteles: Monarquía, aristocracia y democracia.

			Por este camino, el concepto de Estado se va moldeando alrededor de ciudades con un grado especial de desarrollo social y organización política, comparables a la polis griega o a la civitas romana. Estas organizaciones fueron calificadas y clasificadas posteriormente como “estados-ciudad” o “ciudades–estado”.

			Sobre el particular, tenemos que reconocer que existe cierta liberalidad para el uso de la palabra “estado” y se aplica no solo para identificar la organización social, política y jurídica que conjuga una comunidad nacional, un territorio y un gobierno supremo, como lo hemos venido sosteniendo, sino que se utiliza en una acepción muy general para referirse a toda comunidad humana u organización social en que se dan relaciones entre gobernantes y gobernados, es decir, toda agrupación de hombres en que se producen relaciones de poder político de orden público.

			En este sentido se utilizan expresiones tales como “estado medieval” o hasta “estado griego”, o romano, egipcio, japonés, azteca o tlaxcalteca, trasladando conceptos y utilizando términos generados en un momento y espacio determinados, para identificar fenómenos sociales y productos culturales en general que no se ajustan a su significación primigenia o no se justifican en razón de su evolución material o intelectual posterior.

			La misma noción de Estado, con sus elementos esenciales, puede tener manifestaciones o modalidades distintas en épocas y lugares diversos, lo aceptable será que se den tales elementos esenciales. Así, podemos aceptar naciones nómadas pero no estados sin territorio; no podemos aceptar sin reservas el uso de expresiones tales como “ciudades estado”, mientras no se realice la idea antes expresada de Nación y estemos en presencia simplemente de un pueblo, o porque no se realice la hipótesis de la existencia de un poder o gobierno supremo. Tal sería el caso de la Polis griega que en su momento fue calificada de autárquica (que es capaz de bastarse a sí misma en el campo de las necesidades materiales y culturales) pero no soberana. También es discutible la expresión de Burkhardt de que el Estado moderno nació en Florencia “con el despertar de la idea de la res publica, quiere decir, cuando el problema de Florencia dejó de ser la cosa del rey o del príncipe y devino la cosa de todo el pueblo”, pues en este caso se está confundiendo la forma de gobierno (república o monarquía) con la clase de organización política (polis, civitas o estado).

			En ese orden de ideas, el concepto de Estado aparece en la era moderna y se desarrolla en la época contemporánea, resultado de todas las experiencias y vivencias de las épocas anteriores. Es un típico producto cultural que se integró con el acervo acumulado por generaciones pasadas y que alcanza los perfiles que lo identifican como Estado en un momento histórico determinado, que se conoce como Época moderna y que comprende los siglos XVI y XVII.

			El Estado moderno, señala el maestro de la Cueva (La Idea del Estado), “es el resultado, por un lado, de las pugnas políticas entre los poderes medievales: la iglesia y el imperio, la iglesia y el rey de Francia, este mismo monarca y el emperador, y los reyes y los señores feudales; y del otro de la formación de las comunidades nacionales”.

			Los reyes de Inglaterra, Francia, España y Prusia, en su carácter de detentadores del poder que se ejercía en sus respectivas comunidades nacionales, firmemente asentadas en porciones de territorio europeo, rechazaron las pretensiones de universalidad y supremacía del Imperio Germánico Sacro y Romano, y de la Iglesia. Citaremos los hechos más relevantes: El Rey Felipe Augusto de Francia derrotó al Emperador Otón, en 1214, afirmando la tesis de que el rey era igual al emperador y de que en su reino no reconocía a ningún superior; en 1301, el Papa Bonifacio VIII emitió una Bula en la que insistió en la supremacía del poder espiritual sobre el temporal. El Rey Felipe el Hermoso contestó con la convocatoria a Estados Generales, en 1302, órgano colegiado que concluyó con una declaración de que el reino de Francia gobernaba sin que hubiera recibido potestad de persona alguna, “como no sea de dios mismo”; y el Parlamento inglés , el 12 de febrero de 1301, envió un comunicado al Papa en la que declara que “merced a su condición real y apoyados en una costumbre cuidadosamente observada, los jueces de Inglaterra nunca han admitido un juez o una sentencia ni espiritual ni temporal”. Con el respaldo de un pueblo asentado por siglos en un territorio que fue escenario de innumerables gestas heroicas los gobernantes de las emergentes naciones europeas conquistaron el derecho de afirmarse como la autoridad originaria y superior en relación con sus respectivos pueblos y territorios, dando un paso gigantesco en el reconocimiento de lo que después sería denominada “soberanía” y en la conformación de lo que posteriormente sería identificado como el Estado moderno.

			Afirmada por los principales reyes europeos su supremacía en el ejercicio del poder, sin admitir subordinación o dependencia frente a cualquier poder externo, les faltaba discernir esa misma supremacía frente a los poderes internos de cada pueblo. Para ello, Inglaterra y los reinos continentales europeos siguieron caminos diferentes, aun cuando en todos los casos se conservó la presencia de los monarcas.

			En Inglaterra, los señores feudales poseedores de la tierra y de los títulos nobiliarios, acompañados por la burguesía emergente, se impusieron al rey, le arrebataron parte de la potestad legislativa, estipularon los derechos fundamentales del hombre y, alrededor de todo ello, estructuraron, con una especial capacidad creativa, el primer sistema o forma de gobierno parlamentario. En este caso, como precisaremos con posterioridad, se trata de una forma de gobierno que, conforme a conceptos desarrollados con posterioridad, puede ser calificada de monarquía parlamentaria.

			En los países del continente europeo, principalmente Francia, España y Prusia, la contienda fue ganada por los monarcas, quienes libres de oposiciones se encaminaron hacia el absolutismo hasta llegar, en los casos de Luís XIV y Federico el Grande, al despotismo ilustrado.

			El proceso fue claro: al término de la Edad Media y alentado por las ideas del Renacimiento –que revaloraban al hombre, su razón y su libertad, rechazando consecuentemente el dogmatismo de la Iglesia y sus pretensiones de una comunidad única y universal, fundada y gobernada por Dios, obviamente a través de sus ministros–, se dio el reconocimiento de la existencia de asociaciones de ciudadanos vinculados a un territorio determinado y que reconocían como gobernante a un monarca. Cuando éste se afirmó como el poder superior en su territorio y su gente, tenemos que se conjugan los elementos esenciales de esa forma de organización política que luego recibió el nombre de Estado. 

			Por ello, el Estado se consolida en la época moderna como una forma de organización social con las siguientes características: territorial; nacional; monárquica y soberana. Los conceptos de Estado y de cada uno de los elementos que lo integran serían objeto en adelante de análisis y definición por parte de los tratadistas.

			Al señalar que el Estado es una forma específica de organización social, lo estamos calificando como un producto cultural, como un resultado de la interacción y experiencias del hombre con los demás hombres, y por lo tanto, la propia comunidad organizada se convierte en el elemento más importante, sine qua non, de la idea de esa organización política conocida universalmente como Estado y que desde su conformación, con sus elementos y características esenciales, ha sido reconocida generalmente como la forma más avanzada y perfecta, hasta ahora, de organización política inventada por los hombres. No se trató, desde luego, de una creación intelectual espontánea e individualista sino el resultado del interactuar de los hombres entre sí y de la acumulación de sus experiencias, es decir, de su cultura. De esa manera, la sociedad organizada a nivel nacional fue el escenario en que apareció y desarrolló el Estado. Las explicaciones sobre la nación serían principalmente aportadas por Renán y Ortega y Gasset (Ver apartado anterior de este Capitulo).

			Reconocido lo anterior, no resultó difícil precisar que una sociedad organizada con las características de una nación se encontraba vinculada al territorio en donde tal vez por centurias realizó el “plebiscito de todos los días”. J. L. Klüber fue el primer tratadista que, en el siglo XIX, definió el Estado como una asociación de ciudadanos constituida en un territorio determinado.

			La afirmación de los gobiernos respectivos, sea monarquía absoluta o parlamentaria, como poder único e indiscutible en cuanto a su población y territorio nacionales, detonó la aparición y reconocimiento de los estados modernos.

			Correspondió a francés Jean Bodin (en 1572, cuarenta años después de que se publicó El Príncipe de Nicolás Maquiavelo) desarrollar el concepto de soberanía como elemento fundamental del Estado. Por un lado, Bodin vivió circunstancias distintas a las del autor florentino, pues frente a la atomización de Italia, Francia era una de las naciones mejor definidas del siglo XVI, pero al mismo tiempo semejantes, en virtud de que el país galo atravesaba por una guerra religiosa que amenazaba su unidad. Incomprensiblemente, Bodin utilizó el término de la república para referirse genéricamente a las organizaciones políticas de su época no obstante que Maquiavelo ya había popularizado el uso de la palabra estado. En su obra “Los seis libros de la república”, expresa este autor: La soberanía es el poder absoluto y perpetuo de una república, al que los latinos llamaron maiestatem (majestad), los griegos suprema autoridad, poder del señor o régimen soberano de la polis, y los italianos segnoria, palabra que usan tanto respecto de los particulares como a propósito de quienes manejan todos los asuntos de estado de una república; los hebreos dicen: el que lleva el cetro, lo que quiere decir: el mayor poder de mandar.”

			El autor que se comenta entiende por poder absoluto “la facultad incondicionada e ilimitada de expedir, modificar y derogar la ley humana”, y por poder perpetuo es el que corresponde a una o varias personas en forma permanente, de por vida o a perpetuidad a través de sus descendientes, pues si el poder fuese temporal no habría soberano, pues al concluir el periodo por el que se otorgó el poder volvería a ser súbdito de la o las personas que se lo otorgaron.

			La esencia de la soberanía del Estado, sea del monarca o del gobierno de la república, es que no exista un poder superior, externo o al interior de la organización estatal. Este concepto fue desarrollado posteriormente, por ahora conservemos el concepto de Bodin para completar el bosquejo del Estado Moderno.

			 

			Recapitulemos… 

			 

			Durante los siglos XVI y XVII, conocidos como Era Moderna, surgió y se impuso una forma de organización política que se caracterizó por ser monárquica, se conformó en función de una nación asentada en un territorio determinado y se distinguió porque el poder se ejerció soberanamente. Esa forma de organización se conoce ahora por los estudiosos de la ciencia política específicamente como Estado Moderno. Su expresión distintiva fue la centralización del poder, como una respuesta a los intentos de dominio del imperio en turno y a las pretensiones de universalidad de la iglesia, desde el exterior, y a la dispersión de feudos y ciudades, en lo interior. Los triunfadores en esta lucha por el poder resultaron ser los reyes de Francia, España y Prusia, además de la Monarquía incipientemente parlamentaria de Inglaterra.

			Los pensadores políticos del siglo XVII se encargaron de desarrollar las ideas y a justificar el absolutismo imperante.

			Thomas Hobbes (1588), principalmente en su obra El Leviatán, desarrolla sus ideas partiendo del hombre viviendo en un estado de naturaleza en el que todos los hombres son iguales, impera la ley del más fuerte, “el hombre es el lobo del hombre”, pero el hombre es un ser dotado de razón, con lo que aparece la idea del estado de naturaleza racional del hombre que genera una serie de principios que rigen la sociedad civil: la paz es mejor que la guerra; cada hombre, en la medida en que lo hagan los demás, en donde surge la idea del pacto, y en tanto sea necesario para la paz, renuncia a todas las cosas y se conforma con la misma libertad que se conceda a los demás con respecto a él mismo. Para preservar la paz, los hombres deben cumplir el pacto o pactos que hubiesen celebrado; pero, las simples convenciones de los hombres no son suficientes, pues los instintos feroces no desaparecen, “se requiere de un poder común que mantenga a raya a los hombres y dirija sus acciones hacia el beneficio común”; para ello es preciso que todos los hombres confieran la totalidad de su poder y fortaleza a uno de ellos o a una asamblea apta para reducir a unidad las voluntades de sus miembros; ahora bien, el pacto se celebra por los hombres, entre sí, y no con el soberano que, por no ser parte de él, no adquiere ninguna obligación. Con esto se llega a la justificación del poder absoluto.

			Jacobo Benigno Bossuet (1627-1704), es el representante por excelencia de la teoría del derecho divino de los reyes. Fue preceptor, cuando era delfín, de Luis XIV, a quien elevó en sus obras posteriores a la categoría de dios mortal. Apartándose de las corrientes de pensamiento de la Edad Moderna y apoyándose en diversos pasajes de la Biblia regresó a la vieja teoría del poder divino de los reyes.

			John Locke (1632-1704), fue el primer teórico del gobierno de la burguesía, del estado individualista y liberal burgués. Postula la propiedad como un derecho natural del hombre, pues, “si bien dios no hizo a ningún hombre propietario de alguna cosa, si le dio la propiedad sobre su cuerpo, por lo que todas aquellas cosas a las que incorpora su energía de trabajo, siempre que no sea propiedad de otro, se convierten en su propiedad...” y explica que el tránsito del estado de naturaleza a la sociedad civil puede realizarse solo por un acuerdo unánime de voluntades y que su fin es asegurar, mediante la organización de un gobierno, los derechos naturales de los hombres, principalmente el de propiedad. Como una aportación especial y anticipándose a su tiempo, Locke observó que en la sociedad civil existen los poderes legislativo, la judicatura o poder judicial y el poder ejecutivo.

			En adelante, la evolución en las ideas e instituciones políticas corre en dirección de abolir el poder absoluto y sustituirlo por el poder del pueblo. Ello marca el tránsito de los tiempos modernos a los contemporáneos. Si el Estado Moderno surgió de la descomposición y consecuente superación del resquebrajamiento de las relaciones políticas de la edad media, dando paso a formas de centralización del poder conocidas como monarquías absolutas y despotismo ilustrado, el Estado Contemporáneo emergió de la conflagración producida por la Revolución Francesa y se edificó sobre las cenizas de las monarquías absolutas. Los acontecimientos se produjeron durante el Siglo de las Luces (siglo XVIII) y sus principales ideólogos fueron Montesquieu (Charles Louis de Secondat, Barón de la Brede et de Montesquieu 1689–1755) y Juan Jacobo Rousseau (1712–1788).

			El Siglo de las Luces fue marcado por la filosofía de la ilustración y la actividad de los enciclopedistas que la desarrollaron y que estaban unidos por la idea común de anteponer la razón a cualquier dogma o restricción religiosa o política. Les identificaba su actitud crítica frente a toda clase de ortodoxia, especialmente la religiosa. Concebían a Dios como el mecánico del universo, que había construido una máquina estupenda, había dictado las leyes que la rigieran y se había retirado. De acuerdo a esta concepción, la única manera de conocer los planes de Dios era a través de la ciencia, de la observación y el experimento, no el dogma ni la revelación.

			La ilustración tiene antecedentes claros en las ideas de Locke y de Newton, conocidas en la segunda mitad del siglo XVII, aunque podemos remontar sus orígenes al Renacimiento, con su inusitado interés por los textos griegos y latinos, su actitud crítica ante la religión y una curiosidad general sobre su mundo. Manuel Kant, también considerado enciclopedista, en 1784, en el cenit del Siglo de las Luces, escribió: “Ilustración, es el resurgir del hombre de su minoría de edad… Minoría de edad cuya causa no radica en la falta de su razón, sino en la falta de valor y decisión para servirse de ella sin la dirección de otro. Sapere aude! ¡Ten el valor de servirte de tu propia razón! Tal es el lema del Iluminismo.”

			Tal movimiento de ideas no solo liberaron al hombre de ataduras y lastres religiosos y políticos sino que le dieron conciencia y confianza en sí mismo conduciéndolo en este siglo luminoso a la revolución de la ciencia y del conocimiento; a la revolución industrial; la revolución religiosa; la guerra civil americana, y la revolución francesa, movimiento libertario del pueblo francés que inmediatamente alcanzó dimensiones universales.

			Los déspotas ilustrados de Europa se mostraron aparentemente receptivos a la nueva corriente de ideas, pero poco hicieron para cambiar la situación prevaleciente. A partir de la década de 1760 los países empezaron a sentir inquietudes políticas. Políticos y asociaciones políticas demandaban participar, votar y mayor libertad de expresión. Federico el Grande de Prusia, la Emperatriz Catalina de Rusia y Maria Teresa de Austria suavizaron castigos, formaron comisiones y mejoraron la situación de servidumbre de los campesinos, con el propósito de perpetuarse en el poder. No obstante, no se presagiaba en Europa una revuelta general, cuando en 1775 estalló la Revolución Norteamericana. Europa siguió con interés los acontecimientos desde la década de 1760 en que se percibió la controversia de los colonos con su madre patria y entre el estallido el 17 de abril de 1775 y la rendición en 19 de octubre de 1781. Los nombres de Franklin y Washington, comentó Goethe “empezaron a brillar y resplandecer en el firmamento de la política y la guerra”. La Revolución en América inglesa dio sentido a las inquietudes de muchos descontentos en Europa que veían en los colonos insurrectos a verdaderos hombres de la ilustración: cultos, racionales, apasionados por la libertad y por la igualdad.

			En Francia se presentó un período difícil a la muerte de Luís XV, en 1774, quien pese a algunos intentos no había sido pródigo en reformas. Su sucesor, Luís XVI, prometía hacer de la reforma una realidad. Entre sus primeros nombramientos incluyó a Jacques Turgot, reconocido enciclopedista, intelectual brillante que se hizo famoso a los veinte años por su disertación “Sobre el progreso histórico de la mente humana”. En el ejercicio del poder puso en marcha un programa de reformas económicas que confirmó la confianza de sus colegas pero suscitó la oposición de intereses creados. Turgot no duró mucho tiempo, nombrado en agosto de 1774, fue cesado en forma sumaria en mayo de 1776. La destitución desalentó a los enciclopedistas: “Si un servidor público fiel y experimentado como Turgot no había sobrevivido a la oposición de las fuerzas reaccionarias y egoístas dentro del gobierno, ¿cómo triunfaría ninguna reforma?”.

			Durante las décadas de 1770 y 1780 Francia se encontraba en situación de bancarrota económica y política. Para hacer frente a la crisis, Luís XVI convocó en 1789 los Estados Generales, asamblea nacional que representaba las tres clases tradicionales de la sociedad francesa: clero, nobleza y el común del Pueblo. Inmediatamente se presentó la controversia: La aristocracia y el clero, tratando de conservar sus privilegios, querían que cada estamento votara como unidad, lo que obviamente dejaba el control de la asamblea en las clases privilegiadas. El común del pueblo, que formaba el Tercer Estado, quería que cada hombre votara como individuo, lo que les daría el control numérico. Se intensificó la agitación popular y se difundieron sentimientos revolucionarios. El Rey rechazó la petición del Tercer Estado, éste rompió con los Estados Generales y formó su propia Asamblea Nacional, que asumió el papel conductor de la Revolución que estalló con la toma de La Bastilla el 14 de julio de 1789.

			En agosto del mismo año se promulgaba la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano que consagraba la mayoría de las demandas de la Ilustración, declarando sagrados e inalienables los derechos naturales del hombre: libertad, propiedad, igualdad, seguridad, libertad de expresión y de creencias y resistencia a la opresión.

			Con la Revolución Francesa se inició una nueva era en la historia del mundo. En ella tuvieron mucho que ver las ideas de Montesquieu y Rousseau.

			El Barón de Montesquieu fue un hombre de su tiempo: miembro de la nobleza, tenía 11 años cuando se inició el siglo de las luces, presenció el despotismo de Luís XIV y los desordenes de Luís XV, viajó a Inglaterra y quedó impresionado por las libertades de la burguesía y el gobierno compartido de los ingleses que contrastaba con el absolutismo de los luises en Francia, de Federico el Grande en Prusia y de los borbones en España. Montesquieu juzgó siempre malo al despotismo y pensaba que el hombre debe luchar para evitarlo. Descubrió un medio para evitarlo en la constitución británica, en la forma tripartita de gobierno: el rey solo tenía poder ejecutivo, el parlamento solo podía hacer leyes y el poder judicial era independiente de ambos. Aunque ahora se nos presente como una visión distorsionada de la realidad, en cuanto que el gobierno inglés no estaba dividido en tres partes iguales e independientes. El rey solo dependía del Parlamento para allegarse recursos para gobernar pues solo el Parlamento podía recabar impuestos y las dos cámaras legislativas, la de los Comunes y sobre todo la de los Lores, frecuentemente desempeñaban funciones judiciales. La vida de Montesquieu coincidió con la transición del Parlamento inglés, cuando la Cámara de los Comunes pugnaba por extender su influencia y sentar el principio de que las funciones del poder ejecutivo quedaban sujetas a la aprobación del Parlamento. De todas maneras, el ilustre Barón francés creía con pasión en la libertad de todos y esgrimió su teoría de la separación de los tres poderes como una garantía de libertad, enmendándoles la plana a los propios ingleses y soslayando el carácter aristocrático del Parlamento británico.

			Aún cuando algunos autores habían mencionado el principio de la división de poderes, el ejemplo más notorio fue John Locke en el siglo XVII, Montesquieu es universalmente reconocido como el padre de la Teoría de la separación de los poderes, porque sin duda que la doctrina del Espíritu de las leyes constituyó en el siglo XVIII la versión más acabada, más humana y completa, y la más difundida en Europa y América. Fue también su pensamiento el que se elevó a la categoría de uno de los derechos fundamentales del hombre y del ciudadano, en la Declaración de la Asamblea Nacional Constituyente de Francia, en 1789: “La sociedad en la cual no está asegurada la garantía de los derechos ni determinada la separación de los poderes, no tiene constitución”.

			En un párrafo que no tiene desperdicio, el maestro de la Cueva (Teoría del Estado, p. 100) presenta el siguiente resumen: “Con Juan Jacobo Rousseau se inicia la historia del estado contemporáneo, porque sus obras contienen la oposición más rotunda al pensamiento medieval y al de la Edad moderna, la negación más firme de cualquier pretendido derecho de alguien o de algunos para gobernar a los hombres, y la afirmación apasionada, que únicamente se han atrevido a rechazar los totalitarismos, los caudillismos y los gorilatos de nuestro siglo XX, de que el único gobierno sobre los hombres que se legitima, es el de las leyes que emanan de quienes van a cumplirlas: la idea del derecho divino de los reyes es una quimera que sirvió para negar a los hombres el derecho de intervenir en la formación y en la vida del gobierno; la doctrina del Príncipe es una repetición de la teoría calicliana del derecho del más fuerte; Los seis libros de la república, al justificar el principio de la soberanía del príncipe, conducen a la negación de la libertad del ciudadano; El Leviatán tergiversó la esencia de la naturaleza humana y pugnó por un domador para los lobos; John Locke justificó la dictadura de dos clases minoritarias sobre los sin-tierra-y -sin-riqueza; Bossuet se ahogó en la Biblia y no pudo contemplar la grandeza del pueblo y de los hombre; Montesquieu tuvo un sentido más humano y su teoría de la separación de los poderes constituyó una garantía importante a favor de la libertad, pero dentro de un sistema político próximo al de Locke; y los enciclopedistas, defensores del derecho natural, no comprendieron que la igualdad y la libertad del hombre no tienen más garantía que la participación activa del ciudadano en el gobierno, sin reyes y sin cuerpos políticos privilegiados. En suma, el pensamiento político, según se advierte en las obras de Rousseau, y en esto radica una de las diferencias fundamentales con el pensamiento anterior, no consiste en la limitación del poder de los reyes y de los parlamentos privilegiados sino en su derrocamiento y en la instauración del gobierno de los ciudadanos para los hombres, pues, de conformidad con la sentencia de Cicerón que ya conocemos, la libertad no consiste en tener un buen amo, sino en no tener ninguno “.

			En su obra cumbre, “El Contrato Social”, que lleva como subtítulo “Principios del Derecho Político”, presenta el autor de origen ginebrino la culminación y resumen de su pensamiento político: “Es la utopía de la democracia de todos los hombres, que son los iguales los unos de los otros, como la garantía de la libertad”; “Encontrar una forma de asociación que defienda y proteja con toda la fuerza común la persona y los bienes de cada asociado y mediante la cual, cada uno, uniéndose a todos, no obedezca, sin embargo, más que a sí mismo y permanezca tan libre como anteriormente. Tal es el problema fundamental al que el contrato trata de dar solución”. La figura del contrato la utiliza para legitimar el poder político, de tal manera que solo se justifica el poder que surja de la voluntad de los idénticamente libres; de donde concluye que la democracia es la única forma legítima de organización y ejercicio del poder. El Contrato social es el concurso de las voluntades de todos los hombres libres, pues “solamente es libre aquel que quiere lo que quieren todos los hombres libres, esto es, la libertad”. El Contrato social expresa la voluntad general, constituida por la unidad de todas las voluntades en la libertad.

			La idea de la soberanía del pueblo constituye el cenit del pensamiento de Rousseau: “Souverainité (gouvernement), se la puede definir con Puffendorf: el derecho de mando, como instancia última de la sociedad civil, que los miembros de esta sociedad han delegado en una o varias personas, para conservar el orden interno y defenderse hacia el exterior, y en general para procurarse, bajo esta protección, una felicidad verdadera, y sobre todo, el ejercicio seguro de su libertad... Como la soberanía reside originalmente en el pueblo y en cada particular con relación a sí mismo, resulta que es la transmisión y la reunión de los derechos de todos los particulares en la persona del soberano, lo que le otorga su categoría y lo que verdaderamente produce la soberanía”.

			La concepción de soberanía del ginebrino rompe radicalmente con el concepto de soberanía de Bodin, “es el poder absoluto y perpetuo de la república”, cuyo propósito era justificar el poder absoluto de príncipes y monarcas, para proponer que “la soberanía es el poder de un pueblo formado por hombres libres, sobre el que nadie tiene por naturaleza un poder de mando, para asegurar su libertad como pueblo y la de cada uno de sus miembros”.

			Es tan fuerte su pasión por la libertad que justifica el derecho a la revolución: “En tanto un pueblo es obligado a obedecer y obedece, obra bien, pero tan pronto como puede sacudir el yugo y lo sacude, procede bastante mejor, pues, recobrando su libertad por el mismo derecho con que le fue arrebatada, o tiene razón para recobrarla o se carecía de ella para arrebatársela”; y llega a negar la idea de la democracia representativa.

			Fue así y entonces que surgió el Estado Contemporáneo como un verdadero milagro laico, como un producto del hombre resultado de su razón, de sus experiencias viviendo con otros hombres, de sus sufrimientos y deseos, de sus rechazos y utopías. Al fin el hombre estaba alcanzando la afirmación de su individualidad en su conciencia de su igualdad y su libertad, y estaba buscando una organización de todos, voluntad de todos y conducida por todos.

			El Estado contemporáneo fue y es la afirmación de que el poder es del pueblo y por el pueblo. Surgió del impulso de la Revolución francesa, orientado por la independencia de las colonias inglesas en América y conducido por las ideas de Juan Jacobo Rousseau.

			Paralelamente a los eventos y pensamientos antes mencionados surgieron y se desarrollaron las ideas del liberalismo, precisamente a partir del Renacimiento, cuando se conformó esa nueva clase que vino a sustituir a la aristocracia dueña de la tierra, la burguesía detentadora de la expresión moderna de la riqueza: el capital, e integrada principalmente por los banqueros, industriales y comerciantes. Desde que impusieron a los reyes de Inglaterra la Cámara de los Comunes que les representaba y hacían préstamos a los reyes y príncipes italianos para pagar sus ejércitos ejercieron su influencia y su poder con toda clase de gobiernos. Al servicio y defensa de sus intereses crearon su movimiento de ideas conocidas como Liberalismo, que ha sido definido como la filosofía política, social y económica de la burguesía. Se sustenta en un individualismo de carácter materialista que considera que la libertad y la propiedad privada son los valores superiores y la economía es la estructura fundamental de la sociedad y, por tanto, del Estado. Por constituir una clase naturalmente minoritaria, los exponentes de sus ideas se han mostrado, desde la segunda década del siglo XIX, desconfiados y recelosos de la democracia y del sufragio universal enarbolados por Rousseau y la Revolución francesa. Aunque los teóricos de la burguesía, según señala el Maestro de la Cueva, no elaboraron una doctrina del Estado, los encontraremos detrás o al lado de los gobiernos que les garanticen el más amplio margen de libertad individual y el derecho a la propiedad privada.

			No es nuestra intención agotar el tema de la idea del Estado durante los siglos XIX y XX sino solo citar una tendencia y algunas teorías ejemplares.

			Hemos afirmado que la esencia del Estado contemporáneo está en la aportación Rousseauniana de que la soberanía reside original y esencialmente en el pueblo, plasmado este principio fundamental en la primera constitución francesa posterior al triunfo de la revolución, en adelante los tratadistas en la materia, con el prurito de explicar el fenómeno estatal incidieron en desproporciones que se tradujeron en dotar de realidad material u orgánica al Estado, mitificarlo o deificarlo, con el resultado común de materializarlo o idealizarlo como una entidad distinta, que se puede enfrentar y hasta esclavizar o sacrificar a los hombres.

			En un primer momento, nadie pensó o se esforzó seriamente en implementar la utopía de la democracia directa, ya que la burguesía, los políticos y sus partidos y los escritores a su servicio impusieron la tesis de que la democracia estaba inevitablemente ligada a la figura de la representación. Y así ha sido hasta nuestros días.

			Una de las primeras teorías que se elaboró para explicar científicamente al Estado fue la de la persona jurídica. Esta doctrina tiene su antecedente en el Derecho Romano que concibió la existencia de sujetos de derechos y obligaciones distintos de los seres humanos para proteger los derechos patrimoniales colectivos de los colegios y los ayuntamientos. Se explicó que se trataba de una ficción mediante la cual el derecho las equiparaba al hombre elevándolas a la categoría de sujetos de derechos y obligaciones. La entronización y auge del capitalismo provocaron la multiplicación al infinito de las personas jurídicas denominadas sociedades mercantiles.

			No tuvo que pasar mucho tiempo para que estas ideas se aplicaran al Estado al que se dotó de personalidad jurídica plena.

			Otto von Gierke critica las teorías de la ficción y del patrimonio afecto a un fin al considerarlas inaceptables, porque “un derecho sin sujeto es una contradicción irreconciliable”, para afirmar la realidad de las corporaciones humanas y, consecuentemente de las personas jurídicas: “Quienes hemos roto con la concepción individualista afirmamos que la personalidad de las asociaciones humanas no es sino un reconocimiento de su realidad, de lo que deducimos que se trata de una forma de vida superior que engloba las vidas individuales”. Previene contra la exageración de la idea y critica por igual la teoría del organismo antropomórfico que equiparaba a la sociedad y al Estado con un organismo vivo, y a la doctrina de la Iglesia católica que veía en la humanidad un cuerpo místico unido en la persona de Jesucristo. Gierke ha sido clasificado entre las concepciones idealistas, junto a Hegel que después comentaremos, ya que atribuye al estado el carácter de un “organismo que posee una forma de vida superior, es inmortal”.

			Citamos a dos ilustres maestros de la Facultad de Derecho de México que dieron respuestas rotundas a las doctrinas organicistas. Antonio Caso: “Jamás constituyeron las sociedades organismos vivientes. La diferencia que los separa es la naturaleza psicológica y moral de los elementos de una sociedad, que son seres humanos y no células o tejidos u órganos desprovistos de personalidad... En tanto los elementos orgánicos serán siempre esclavos, porque su esencia es la materia, vieja y constante esclava de la fuerza, las unidades sociales son conciencias. En un caso todo es tiranía, todo regla, todo subordinación, todo invención. Y las conciencias sociales son libres”, citado por Mario de la Cueva en su obra “Teoría del Estado”, y el propio Mario de la Cueva: “Compartimos la tesis que cree que las comunidades humanas poseen una realidad, pero la teoría orgánica de la sociedad incurrió en el error de confundir los conceptos de organismo y organización: toda comunidad es una reunión de seres vivos que actúan dentro de una organización, pero este hecho real no puede apostasiarse en un organismo”.

			En Francia todas las teorías bordan alrededor del principio de que la soberanía reside en el pueblo o en la nación, que como veremos posteriormente no es exactamente lo mismo. Rousseau concibió la soberanía relacionada estrechamente con los derechos naturales del hombre, de tal manera que los derechos individuales constituían el límite de la soberanía. La idea de soberanía del pueblo corresponde a la visión revolucionaria de Rousseau, según la que el pueblo tiene la potestad inalienable e imprescriptible de romper con el pasado y darse un orden jurídico y político totalmente nuevo. En cambio, la idea de la soberanía nacional fue el pensamiento de la burguesía liberal, que en letras de uno de sus más lúcidos exponentes, Esmein, afirmó: “…la sociología y la historia prueban que la formación y evolución de las naciones no son procesos artificiales, sino fenómenos naturales, cuyas condiciones son la raza, el medio y las circunstancias de cada época… cada nación sigue una evolución propia… y se da su estructura, su organización política y su genio particular… cada nación tiene una especie de vida propia, distinta de la suma de las vidas de sus componentes, una vida que es una combinación de las generaciones pasadas y de las presentes; y es igualmente admisible que se enseñe a los ciudadanos y a los estadistas a usar de la mayor prudencia al efectuar los cambios”. Estas ideas sirven para justificar a la democracia como a cualquier otra forma de gobierno, arrebatando la soberanía al pueblo y entregándosela a la nación concebida como una entidad en sí misma, un ser real distinto de los individuos que la componen. Artilugios de la burguesía francesa ávida de poder político.

			Desde su aparición y pese al idealismo revolucionario de Rousseau, el Estado contemporáneo asumió la modalidad de gobierno representativo en el que el pueblo es reconocido como el titular de la soberanía y en su ejercicio consigna en una constitución las bases fundamentales del orden jurídico, establece los órganos de poder y sus atribuciones, así como los métodos para elegir a sus representantes que realizarán las funciones de gobierno. En adelante, el pueblo ejercerá su soberanía exclusivamente para elegir a sus representantes, sin soslayar que el pueblo tuvo que ingeniárselas para imponer en las constituciones algunas medidas, como la separación de poderes, para aliviar ciertos efectos perniciosos del sistema de representación política. Con esta arcilla los tratadistas del siglo XX acabaron de esculpir el Estado que conocemos en el presente.

			Según la concepción de Jorge Jellinek (Cit. por Mario de la Cueva, La Idea del Estado), al desarrollar su Teoría del Estado, en el siglo XX: “El Estado es la corporación territorial dotada de un poder de mando originario... que está constituido por tres elementos: en primer lugar, un pueblo, unidad de asociación formada en el curso de la historia para realizar un fin común, que se traduce en la conservación y defensa de un pasado y el propósito de cumplir un destino en el futuro; en segundo lugar, la posesión de un territorio, que sirve de garantía a la existencia de la comunidad y de límite a su actividad; finalmente, una organización dotada de un poder de mando originario, esto es, un poder que no proviene de otro alguno”.

			Para el maestro alemán, el Estado debe de estudiarse en todos sus aspectos, pero tiene dos campos especiales de investigación, por un lado, el Estado es una estructura social y por el otro, es una institución jurídica. Al definir su naturaleza, reafirma que el Estado es un fenómeno social que consiste en la condición especial de un cierto grupo de relaciones entre los hombres; pero no toda clase de relaciones forman la materia del Estado, son solo las que se dan entre los que mandan y los que obedecen. Estas relaciones no pueden ser accidentales o momentáneas sino que necesitan integrar una unidad y para ello Jellinek recurre a lo que llama los elementos objetivos de la unidad estatal: pueblo, territorio y una organización dotada de un poder de mando originario y agrega los que llama elementos complementarios, aclarando que son consubstanciales a los otros: las formas institucionales y los principios teleológicos.

			Las formas de la estructura estatal “si bien muestran una gran variabilidad en el tiempo, conservan normalmente algo de su esencia, circunstancia que hace de ellas un factor de unidad” y confirma: “las instituciones estatales muestran normalmente, durante largos periodos de tiempo, ciertos aspectos permanentes, que son la expresión de su unidad histórica”. Cita como ejemplos a los parlamentos, los ministerios y los ejércitos que, no obstante sus cambios históricos, los concebimos como la misma institución.

			En cuanto al elemento teleológico, señala el mismo autor: las relaciones sociales no son de naturaleza casual, son actos de voluntad que persiguen finalidades determinadas, cuya unidad en el tiempo influye decisivamente en la unidad de los estados. “Una pluralidad unida en un fin común se presentará siempre a nuestra conciencia como una unidad”.

			Transita de lo social a lo jurídico al afirmar que el Estado es un sujeto de derechos, es decir una persona jurídica, atribuyéndole la naturaleza de una corporación, que en el derecho alemán era equivalente a la persona jurídica.

			En cuanto a la soberanía, llegó a afirmar que no correspondía ni al príncipe ni al pueblo sino al Estado, pero partidario del Estado de Derecho, señaló que la soberanía es la potestad de dictar y abrogar el derecho, más no de violarlo.

			Maurice Hariou (también citado por de la Cueva) desarrolló la teoría de la institución definiéndola como “el conjunto de elementos de las organizaciones sociales”. ”Una institución es una idea de obra o de empresa que encuentra en un medio social su realización y persistencia. Para que la idea se transforme en una realidad concreta, se crea un poder que la dota de los órganos necesarios. Por otra parte, entre los miembros del grupo social interesado en la realización de la idea, se produce, bajo la dirección de los órganos creados, manifestaciones comunes de adhesión, de conformidad con las normas establecidas”.

			Para el autor que citamos, institución persona o institución corporativa tiene tres elementos: La idea de la obra a realizar en y por el grupo social, o bien la idea directriz de la empresa que puede ser, de naturaleza patrimonial, una sociedad mercantil, social, las asociaciones sindicales o las fundaciones de beneficencia, cultural, etc., y finalmente la nación, base del Estado moderno y contemporáneo; el segundo elemento es un poder organizado para la realización y al servicio de la idea. Este poder debe ser constitucional, democrático y limitado; y el tercero de los elementos es la adhesión de los miembros del grupo a la idea y a los procedimientos para realizarla, adhesión que fue dada por las generaciones pasadas y por la presente. Para este autor, el Estado es el instrumento o institución que crea cada nación para alcanzar su destino y cumplir su misión.

			Las ideas de León Duguit constituyeron una crítica en general a todas las tesis sobre la soberanía y el Estado al soslayar la disputa y afirmar que “el Estado era una situación de hecho, resultante del proceso social de diferenciación entre gobernantes y gobernados. Para este maestro francés, el poder es la esencia del Estado, porque sin éste, no hay Estado. Explica que “los hombres están y permanecen unidos en sociedades nacionales porque tienen necesidades comunes y aptitudes diferentes”, circunstancias que son la fuente de la solidaridad social; el derecho es un mínimo económico y ético, el mínimo indispensable para conservar la solidaridad social; en todas las sociedades humanas se presenta una diferenciación: se ve un grupo de hombres más o menos numeroso que posee, de hecho, la posibilidad de imponer su voluntad a los otros miembros de la sociedad por medio de la coacción material, que puede imponer la ejecución de sus órdenes, en caso necesario, mediante el uso de la fuerza; la nación es el medio para la diferenciación de los gobernantes y gobernados, y el territorio es el límite de acción de los primeros, y el Estado no es un ente soberano sino simplemente “es una cooperación de servicios públicos organizada y controlada por los gobernantes”.

			Hans Kelsen y sus ideas son una mención obligada en esta materia. Su teoría pura del Derecho y del Estado creó una corriente de pensamiento que subsiste hasta nuestros días. Su aportación trascendental fue la separación clara del mundo de la naturaleza y el mundo del derecho, el ámbito de la causalidad y el de la normatividad, es decir, las ciencias que se ocupan de describir los fenómenos naturales y las ciencias cuyo objeto específico es estudiar las normas que rigen las conductas de los hombres viviendo en sociedad. Con ello nos legó un método invaluable e insustituible de análisis del Derecho, independientemente que sus premisas y conclusiones nos parezcan inaceptables. Aceptamos con júbilo la distinción entre el mundo del ser y el de deber ser, sin que podamos aceptar la desvinculación del Derecho, y por ende del Estado, del hombre, de la sociedad y de sus herencias culturales. El Derecho y el Estado son esencial e históricamente cultura, es decir, resultado de la actividad hombre interactuando con otros hombres, que se materializa en distintas formas y a través de ellas se transmite de generación en generación. Pero nuestra opinión está reservada para más adelante, por ahora regresemos a Kelsen. Afirmada la separación tajante entre el ser y el deber ser, y aceptada consecuentemente la existencia irreductible de dos formas de conocimiento y de dos categorías de ciencias, el creador de esta teoría afirma que “la ciencia del derecho tiene asignado como objeto obtener las normas que estatuyen lo que debe ser, el contenido de estas normas debe obtenerse, no como pretendieron los teóricos del derecho natural, quienes intentaban desprenderlo de la naturaleza de las cosas o de algún otro principio, sino única y exclusivamente del derecho positivo”. 

			El ejercicio metodológico de Kelsen nos parece incuestionable hasta que pretende argumentar la validez (porque un ser conduce siempre a otro ser y un deber ser conduce a otro deber ser y nunca un ser conduce a un deber ser, o a la inversa, y porque las leyes de la naturaleza podemos comprobar que sean verdaderas o no pero de las normas jurídicas solo podemos cuestionar su validez), de la primera norma, la que tiene que dar validez a todas las demás, y recurre a la invocación mágica de la norma hipotética fundamental. Así, sin mayor explicación e incidiendo en excesos equiparables a las teorías que encontraban la explicación en la intervención divina, aunque nos aclare que: “…La norma hipotética fundamental o norma básica, como también se denomina, no es formulada siguiendo un procedimiento jurídico, “es únicamente el presupuesto necesario para la interpretación positivista del material jurídico”, con lo que expresamente limita sus aportaciones al método de análisis e interpretación del Derecho.

			En cuanto al problema de la persona o del sujeto de derechos, la solución se simplifica: Kelsen distingue el hombre como ser físico, cuyo estudio corresponde a las ciencias de la naturaleza, en cuanto forma parte del reino del ser, y como persona, que por pertenecer al reino del deber ser, es objeto de la norma jurídica. Para Kelsen, en Derecho no existe diferencia entre las personas, “de tal suerte que el hombre y las comunidades humanas personificadas son, lisa y llanamente, personas jurídicas”. De donde deduce que las personas jurídicas colectivas son la expresión de órdenes jurídicos parciales y que el Estado es el orden jurídico superior.

			Herman Heller (Teoría del Estado) fue el crítico más radical de Kelsen y sus ideas se orientan nuevamente hacia el realismo político. Criticó enérgicamente la teoría general del derecho y del estado del siglo XX y las escuelas de Marburgo y Viena, haciendo famosa la frase: “una ciencia del derecho y del estado sin derecho y sin estado”. “El estado no es un espíritu objetivo y quien intente objetivarlo frente a la substancia humana psico–física, verá que no le queda nada en las manos, pues el estado no es otra cosa que una forma de vida humano-social, vida en forma y forma que nace de la vida”.

			Critica a Kelsen por llevar al absurdo la oposición entre los juicios del ser y del deber ser, lo que conduce a una ciencia que niega al estado su condición de realidad histórico-política y colocándose del lado del realismo político expresa: “Toda exposición histórica ha de partir de estas bases naturales: la naturaleza física del hombre y las condiciones naturales que encuentra en torno suyo, y de las modificaciones que experimentan el curso de la historia por la acción de los hombres”. Siguiendo dentro del mismo realismo explica que la realidad social “es la comunidad humana y el estado es la estructura dentro de la cual viven los hombres”, reconoce que la sociedad está dividida en clases y afirma que “el estado es, por lo general, el estado de la clase dominadora” y precisa su definición al señalar que “el estado es la unidad soberana de decisión y acción”, pero “la unidad estatal no es ni orgánica ni ficticia, es una unidad de acción humana organizada de manera especial…” “por virtud de la cooperación que se opera entre los hombres, las asociaciones menores y los órganos de la estructura estatal cobra existencia la unidad real de la organización como una unidad de decisión y de acción”. En el estado moderno y contemporáneo esta unidad, dice el mismo autor, es una estructura soberana, es la instancia decisoria universal y suprema para todas las cuestiones que afecten a ella y a sus miembros.

			Es importante destacar que Heller formula su teoría del Estado alrededor de la unión del ser y del deber ser. Esta unión permitirá la solución correcta del problema: “entendemos por derecho, un orden social establecido por la autoridad de la comunidad, a fin de limitar normativamente la conducta externa, quiere decir, la conducta social de los entes dotados de voluntad” y agrega: “la autoridad es el poder organizado de la comunidad” y “la soberanía es la potestad de decisión universal y suprema, se nombra soberana a una comunidad cuando posee una unidad de decisión que resuelve, como instancia universal y suprema, todos los asuntos de la comunidad”.

			Finalmente, es interesante rescatar algunas ideas de Heller sobre la constitución: Siguiendo el sentido realista de su pensamiento, expresa: “La constitución de un estado coincide con su organización, en cuanto ésta significa la constitución producida mediante actividad humana conciente. La constitución es la unidad de la organización, la cual, a su vez, es el resultado de la cooperación humana”. Continua el autor refiriéndose a la constitución escrita, que “es la ley fundamental del estado que aparece en forma de un documento escrito” y que en pocas palabras es una versión documentada de la constitución política, como realidad social.

			Siguiendo las enseñanzas del maestro Mario de la Cueva, cuya obra La Idea del Estado se constituyó en nuestra guía fundamental para la elaboración de este apartado, rechazamos aquellas doctrinas que atribuyen al Estado una realidad, ser o entidad distinta, por encima o superior, que se impone a la comunidad que es la que en primera y única instancia lo conforma y organiza. Pareciera que, como señaló Duguit, estas teorías son meramente una pantalla para esconder el hecho incontrovertible de que el Estado es también un fenómeno político en el que está siempre presente la lucha por acceder a, y ejercer, el poder, y que muchas veces se prestaron para regatear al pueblo la soberanía o decisión superior, para atribuírsela a una entidad —ficticia, orgánica, teológica o teleológica— que enmascara a la clase o el grupo de los gobernantes. 

			Recordemos que el Estado moderno nació monárquico, de tal manera que la soberanía correspondía al monarca, también identificado como el soberano. En él se personificaba la soberanía y por extensión el Estado mismo (el Estado soy yo, expresó Luis XIV Rey de Francia). En cambio, el Estado contemporáneo nació popular, se caracterizó precisamente porque trasladó la soberanía del monarca al pueblo, y por ello surgió la inquietud intelectual y política de explicar y justificar el nuevo estado de cosas, desde la idea revolucionaria de Rousseau de una voluntad general del pueblo y una soberanía que de manera originaria, inalienable e imprescriptible pertenece al pueblo, pasando por la idea de la soberanía nacional, como una entidad viva y actuante capaz de sojuzgar a la comunidad nacional, hasta llegar a extremos de dotar al Estado de los caracteres de un organismo vivo o una entidad superior con voluntad y personalidad jurídica. Ni teorías que se escuden en una ficción ni las que confunden un organismo vivo con una organización social. Tampoco aceptamos el trastrocamiento de principios y métodos de diversas ciencias con el fin de dar unidad a una concepción de la inteligencia, sin reconocer que el objeto de conocimiento puede ser estudiado por varias de ellas sin que afectemos su realidad e identidad. El hombre puede ser analizado por la ciencia médica, la biología, la sicología, la sociología, la política o el derecho, y el hombre sigue siendo el mismo y el único, ni se alteró ni se multiplicó, simplemente fue considerado desde diversos puntos de vista.

			Gran parte de la confusión que fue creada con la argumentación de las distintas teorías sobre el Estado radica precisamente en que se pretendió llegar a conceptos y definiciones únicos, categóricos, o desconociendo su realidad social o sus atributos jurídicos o abstrayéndose de las otras ciencias, obteniendo un resultado fragmentado o falta de contenido. El Estado no es solamente ser social ni tampoco es exclusivamente persona jurídica.

			Estado es un concepto político y jurídico que presupone un concepto sociológico: la nación. Pero el problema no lo vamos a resolver simplemente con decir que el Estado es la nación dotada de personalidad jurídica, porque estaríamos evadiendo el problema de cómo y porqué nace esa personalidad jurídica.

			No podemos perder de vista que el Estado es una creación del hombre, es un producto cultural que se fue conformando con las ideas y experiencias de muchas generaciones. La humanidad transitó de la familia, al clan, a la tribu, a la aldea, al poblado, a la ciudad y luego al país–nación–estado. Estas formas de organización social constituyen estadios de evolución en los que la humanidad ha transitado, algunas veces superando el estadio anterior —por ejemplo el clan y la tribu nómadas—, otras simplemente ampliando o perfeccionando sus estructuras de organización social, conservando o absorbiendo, pero en todo caso superando, las estructuras preexistentes. En esta perspectiva, es fácil comprender que el Estado es una forma de organización social evolucionada que apareció con las características que lo diferenciaron de otros modelos previos en el siglo XVI y que a partir de entonces ha seguido evolucionando, destacando la transformación radical que tuvo en el siglo XVIII, para conformar el Estado Contemporáneo y constituirse así en “la” forma de organización nacional superior preponderante en nuestro planeta, sin desconocer que en otros tiempos prevalecieron otras formas más amplias de organización política, como fueron los imperios romano y germano carolingio, pero éstas no tuvieron la unidad, integridad y características que han hecho del Estado la forma de organización más avanzada y perfecta, hasta nuestros días. Tampoco desconocemos los avances en la conformación de nuevos espacios internacionales o interestatales, como el Mercado común europeo y el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, pero estas fórmulas de organización convenidas por los gobiernos de grupos de estados se limitan a actividades específicas de cooperación económica y de ninguna manera son equiparables y mucho menos prevalecen en relación con las organizaciones estatales. Lo mismo podríamos decir de otras formas de asociación internacional, a través de la suscripción de tratados que dieron nacimiento a diversos organismos internacionales, entre los que podemos citar como los más relevantes a la Sociedad de las Naciones Unidas, al término de la primera guerra mundial, que luego dio lugar a la Organización de las Naciones Unidas, al término de la segunda conflagración mundial, a través de los cuales se suscribieron acuerdos entre pares, de ayuda mutua y cooperación en diversas materias, sin que de manera alguna ello implique renuncia o limitación de las potestades soberanas de los suscriptores y su transferencia al organismo internacional.

			Para las ciencias sociales, el Estado es una forma de organización de ciertas comunidades humanas que en base a una cultura común, decantada a través de generaciones, han desarrollado un lenguaje y un estilo de vida propios, se encuentra asentada en un territorio determinado y que ha adquirido la conciencia de un destino o proyecto de vida compartido. Se trata de una forma de organización superior, en ese territorio y respecto a esa comunidad no hay otro mando que se oponga o que prevalga.

			La Ciencia Política interviene para analizar y explicar las relaciones de los hombres con otros hombres cuando se produce la diferenciación entre gobernantes y gobernados y consecuentemente los fenómenos de acceso y ejercicio del poder forman parte importante de las relaciones de la comunidad.

			A la Ciencia del Estado o a la Teoría del Estado, les corresponderá el estudio y la explicación de esas mismas relaciones de poder, entre gobernantes y gobernados, cuando se producen en relación con esas formas de organización social y política que se consolidaron a partir del siglo XVI y fueron bautizadas como Estado Moderno y Estado Contemporáneo.

			Sin embargo, la orientación general es que las disciplinas antes citadas no se excluyen sino que se complementan, entendiendo que la ciencia o teoría política sería más general, comprendiendo las materias política y estatal, y las ciencias o teorías del estado tendrían por objeto principal de estudio esa forma específica de organización política denominada Estado. Las disciplinas de investigación y desarrollo del conocimiento estatal nos permiten conocer y entender esa realidad que desde el siglo XVI ha sido denominada Estado. Se trata de una misma realidad que, como el hombre, su conducta y sus efectos, puede ser analizada conforme a los principios y métodos de diversas ciencias. En el caso del Estado, por las ciencias sociales, las políticas y, finalmente por el Derecho.

			Para Heller, el Estado es una unidad de acción organizada, cuya unidad real como estructura existe como cooperación humana y se hace posible gracias a la acción de “órganos” especiales conscientemente dirigida hacia la formación eficaz de una organización estructurada. Aclara el mismo autor: “El organizar es un obrar encaminado a promover y realizar aquellas acciones (y omisiones) necesarias para la existencia actual y constantemente renovada de una estructura efectiva ordenada (organización)”. Descubre en toda organización tres elementos que se reclaman recíprocamente: “1) el obrar social de un conjunto de hombres basado en una conducta recíproca, la cooperación de los cuales 2) se orienta regularmente en el sentido de una ordenación normativa cuyo establecimiento y aseguramiento 3) corre a cargo de órganos especiales.” “Todo grupo capaz de obrar y decidir, toda unidad colectiva de acción es una estructura organizada de efectividad, ordenada concientemente, por medio de órganos, a la unidad de la decisión y de la acción”.

			No deja de sorprender e impactar la sencillez y contundencia de la solución, después de tanta confusión, controversia y hasta confrontación ideológica. En la vasta urdimbre de las relaciones que el hombre traba con sus semejantes, encontramos que desde siempre el ser humano ha buscado la compañía de otros hombres motivado, como señala Duguit, porque tiene necesidades comunes y aptitudes diferentes, porque requiere el concurso de sus semejantes para enfrentar, defenderse y aprovecharse de la naturaleza. En este empeño se reúne comunitariamente con otros hombres, en clanes, tribus, poblados, aldeas, ciudades y países, y se asocia permanentemente con ellos, para la realización de empresas y objetivos en común. Recordemos que el hombre es el único ser conciente del planeta. Hace camino al andar. Su actividad social es conciente, es conducta, es comportamiento, pero luego se vuelve experiencia, recuerdo y finalmente cultura. El hombre aprende de su propia actividad y de la observación de la actividad de otros hombres, tiene la capacidad de acumular, intercambiar y compartir experiencias y, lo que es más importante para la comprensión de esta materia, para agruparse con otros hombres para enfrentar retos que rebasan sus capacidades individuales, la eficacia de sus acciones aisladas, y se pone de acuerdo con otros hombres para realizar acciones colectivas.

			Utiliza su inteligencia y su memoria para crear y recrear conductas, repetir, modificar y mejorar modelos de realización de acciones colectivas. En un primer plano, se nos presentan las formas de agrupamiento o asociación de supervivencia, para la satisfacción de sus necesidades básicas, de reproducción, alimentación y defensa. Para ello se reunió en familias, clanes y tribus.

			Como resultado de su aprendizaje y gracias a la agricultura, supera su sedentarismo y particulariza su relación con la tierra, agrupándose progresivamente en aldeas, poblados, ciudades y países, en lo que podríamos identificar genéricamente como comunidades territoriales. En este plano se produce una serie de relaciones no personalizadas, en su mayoría eventuales y de corta duración, resultado de la convivencia en un territorio compartido y de la división del trabajo comunitario. Pero también se produce el fenómeno de la diferenciación entre gobernantes y gobernados, señalada por Duguit y comentada en páginas anteriores. Estas relaciones pretenden ser permanentes, y de hecho lo son en buena proporción, y se caracterizan por la personificación del o de los titulares del gobierno.

			 En un plano distinto, el hombre se reúne en una expresión de conciencia y voluntad, es decir, se asocia con otros hombres para la realización de objetivos o fines comunes o empresas concretas en las que conjugan sus haberes y esfuerzos: tierra, instrumentos, dinero, conocimientos, trabajo, para formar asociaciones de la más diversa índole: asociaciones y sociedades civiles, sociedades mercantiles y financieras, en el sector privado; sindicatos, asociaciones agrícolas y pesqueras, cámaras de comerciantes, industriales y prestadores de servicios, en el sector social, y, dependencias y entidades de la administración pública.

			Todas ellas son formas de organización social que responden a la idea de Heller de organización concientemente estructurada. Ahora bien, como señala el mismo autor, “el género próximo del Estado es la organización, la estructura de efectividad organizada en forma planeada para la unidad de la decisión y la acción. La diferencia específica, con respecto a todas las demás organizaciones (incluyendo a todos los otros grupos territoriales, según señala en otra parte de su obra el mismo autor), es su calidad de dominación territorial soberana”.

			Siguiendo con las ideas de Heller, la unidad estatal no puede confundirse con ninguno de sus elementos. No es el pueblo, no está formado por hombres sino por actividades humanas especiales, concientemente ordenadas y estructuradas para la unidad de la decisión y la acción de la organización superior y soberana de un pueblo que habita un territorio determinado. En el contexto de la tesis realista helleriana la organización estatal implica actividad organizadora y conducta organizada. Define la organización como “la acción concreta de dar forma a la cooperación de los individuos y grupos que participan en el todo, mediante la supra-, sub- y coordinación de ellos”. El Estado empero no puede ser concebido ni como sociedad ni como comunidad exclusivamente. Su ley decisiva de formación es ciertamente la organización, por medio de ella crece considerablemente su efectividad social y sin ella, generalmente, no tiene existencia.

			 Tampoco se debe considerar al Estado como un mero producto de la técnica organizadora, como sucede con las sociedades privadas cuya organización puede ser completamente independiente de la manera de ser de sus socios o accionistas; en cambio, la organización estatal penetra hondamente en la vida del hombre influyendo en la formación de su ser, a la vez que los individuos influyen en la organización del Estado. Por eso, afirma Heller, decimos que el Estado es una forma organizada de vida.

			Al igual que otros pensadores que le precedieron Heller culmina sus ideas al referirse a la constitución del Estado, la que hace coincidir con su organización en cuanto ésta “significa la constitución producida mediante actividad humana conciente…La Constitución del Estado no es, por eso, en primer término, proceso sino producto, no actividad sino forma de actividad; es una forma abierta a través de la cual pasa la vida, vida en forma y forma nacida de la vida”. Cita a Lasalle con su famosa teoría de la constitución real que “no es la constitución escrita, la hoja de papel, sino las relaciones reales de poder que se dan en un país; en la Prusia de entonces (1862) señalaba él como parte de la constitución real al jefe del Estado, el ejército, la Justicia y la Administración, la nobleza influyente, la bolsa, los banqueros e industriales y, en fin, la conciencia general y, en último término, la pequeña burguesía y los trabajadores”.

			La constitución “real” o “material” de un Estado se refiere a sus contenidos sociales: organización superior concientemente ordenada para la toma de decisiones y acciones de interés común; políticos: todas las cuestiones que tienen que ver con el poder y la diferenciación entre gobernantes y gobernados, así como las relaciones entre ellos, que tienen como referencia aquella organización superior, y territoriales: la demarcación en que se asienta el pueblo (gobernantes y gobernados) y que delimita el ámbito espacial donde se ejerce el poder soberano.

			 La constitución “formal” es el conjunto de normas jurídicas fundamentales que determinan el carácter y las características del Estado; los elementos que lo conforman: población, territorio y gobierno; los órganos para el ejercicio del poder y las potestades que les corresponden, y los derechos y garantías de las personas.

			La constitución “escrita” es el texto que contiene el conjunto de normas de la constitución formal.

			Principios de racionalidad evidentes nos señalan que debiera haber coincidencia total entre las constituciones formal y escrita. Sin embargo, en el texto constitucional no siempre se incluyen todas las normas constitucionales, formando algunas de ellas parte de las leyes ordinarias, y más frecuentemente, se insertan en el texto constitucional ciertas disposiciones que no tienen el carácter de constitucionales pero que un país les atribuye alguna importancia especial. La constitución real o material tiene contenidos mucho más amplios que no pueden ser recogidos por los textos constitucionales. Dependerá de la tradición, la situación general y particularidades del poder, la conveniencia política y la convicción jurídica, la decisión sobre las materias que ha de comprender un texto constitucional, así como la profundidad y detalle con los que se traten. Así, Heller menciona que los documentos constitucionales modernos tienden a limitar jurídicamente al poder que se ejerce en el Estado y garantizar los derechos subjetivos de libertad y de intervención de los ciudadanos respecto a ese poder. Considera que el Estado de Derecho Constitucional debe considerar a la división de poderes y a los derechos fundamentales como dos instituciones dependientes una de otra.

			Recordemos que las constituciones escritas coinciden históricamente con la formación, aparición y desarrollo de las naciones y de los estados. Hemos consignado que la primera constitución escrita en el mundo fue la Carta Magna inglesa de 1215, resultado de la oposición de los señores feudales a las decisiones autoritarias del monarca y que fue factor determinante paras la formación del Estado moderno en esta nación. La primera Constitución de un Estado nacional fue la de Estados Unidos de América en 1787, seguida a los pocos años por la francesa de 1791.

			Las revoluciones burguesas tuvieron por objeto establecer límites jurídicos al ejercicio del poder y culminaron siempre con nuevos documentos constitucionales que fueron, en una primera etapa, restricciones al poder absoluto de los monarcas y después acotaciones al poder de los órganos del Estado. En todo caso, junto a la delimitación del poder estatal se incluyeron normas que establecieron los derechos fundamentales de los individuos subordinados.

			En la actualidad, es consistente la doctrina al señalar que toda constitución escrita contiene una parte dogmática y una orgánica. La primera consagra los derechos fundamentales del hombre y del ciudadano y la segunda establece los órganos mediante los cuales se distribuye y ejerce el poder, o la soberanía, estatal. Hay que considerar una tercera parte, que debiera de ser la primera en el orden y que podríamos denominar parte sustantiva, en la que se determina el carácter y las características fundamentales del propio Estado: relativos al sistema político y régimen de gobierno, y de los elementos que lo componen: territorio y población, toda vez que el Gobierno debe estar considerado en la parte orgánica, y una última parte para las garantías sociales, en su caso. El esquema constitucional sería el siguiente:

			 

			
					
1.	Parte sustantiva: Carácter y características del Estado.

					
2.	Parte dogmática: Garantías individuales y sociales (en su caso).

					
3.	Parte Orgánica: Determinación de los órganos del Estado; separación de poderes, y distribución de atribuciones. 

			

			El anterior esquema no es de manera alguna limitativo ya que cada comunidad política podrá tomar la decisión soberana de incluir en el texto constitucional algún tema o disposición que considere de especial importancia o trascendencia, dependiendo de la situación de poder, la conveniencia política, la ideología y la convicción jurídica, aun cuando no se ajuste a la ortodoxia de la tradición o de la doctrina.

			Independientemente de las múltiples acepciones y adjetivaciones, así como la variada clasificación de las constituciones, la mayoría de los autores coincide en distinguir entre los conceptos de constitución real y constitución formal o jurídica. La primera sigue la línea establecida por Lasalle y se conecta con el ser y la manera de ser de un pueblo o nación, de su composición social, política y económica y la representación de las fuerzas reales de poder y la segunda corresponde al conjunto de normas jurídicas fundamentales o ley suprema de un Estado. Aclaramos, de manera similar a como lo hicimos previamente al referirnos al Estado, pues nos estamos refiriendo a acepciones y conceptos que se aplican a un mismo objeto de conocimiento: la constitución es una sola, de tal manera que el concepto de constitución real y el de constitución formal se refieren a la misma realidad considerada desde el punto de vista de ciencias diferentes: por un lado, las ciencias social y política y, por el otro, la ciencia jurídica, que de todas maneras tienen el vínculo dialéctico de una constante influencia recíproca, toda vez que la materia que sirve de insumo a ambas disciplinas es la actuación del hombre y, precisamente, aquella que se produce en el ámbito social. La actividad social, incluyendo la Política, por el fenómeno de la reiteración y la costumbre incide en la generación de normas jurídicas, y éstas, obviamente, afectan las conductas sociales de los hombres.

			En fin, las relaciones del Estado y de sus órganos, con el Derecho, será materia de estudio del siguiente capítulo. Por ahora nuestro propósito es determinar el papel que juega la Constitución en la conformación del Estado.

			Siguiendo a Heller, el Estado es la organización concientemente estructurada para la unidad de decisión y acción soberana en relación a un territorio sobre el que se ejerce dominio. El Estado, como cualquier entidad política —continúa el autor citado— siempre ha tenido y tiene una “Constitución en cuanto a estructura de poder característica y como mínimo de normas jurídicas referentes a esa estructura”.

			Queda bastante claro que a toda forma de organización política territorial, desde la aldea pasando por la ciudad y llegando al Estado, corresponde una constitución “real” o “material” que se integra por una serie de realidades que se conjugan para conformar su unidad: en primer lugar, la estructura real de poder de la organización estatal; en segundo lugar, la composición social, económica y política de la población, su historia y herencia cultural; en tercer lugar, la urdimbre de relaciones entre gobernantes entre sí, y entre éstos y los gobernados y, en cuarto lugar, las características del territorio que sirve de asiento a la población y delimitación en el ejercicio del poder. Todo esto alcanza unidad y permanencia en el sentimiento de nación —ámbito sociológico—, el reconocimiento de una persona o grupo de personas con autoridad como detentadores del poder –ámbito político– y la aprobación de normas jurídicas básicas o fundamentales —ámbito del Derecho—.

			Permítasenos insistir que el hombre no se descompone, desagrega ni pierde su identidad o unidad por el hecho de que sea estudiado desde diversos puntos de vista, principios o métodos científicos; de igual manera, los actos y los productos individuales y colectivos del hombre, o sus productos, no pierden su esencia o identidad por el hecho de ser analizados por diversas disciplinas del conocimiento, lo que se evidencia si al hombre lo queremos estudiar en diversos momentos de su desarrollo individual y social. De manera especial debemos reconocer que el hombre se desarrolla socialmente de una manera persistente y progresiva, al menos en la generalidad de los casos y de las épocas, de tal manera que el hombre contemporáneo es el mismo pero al mismo tiempo diferente del de las cavernas y, obviamente, las formas de interrelación y de organización son diferentes en las distintas épocas de la humanidad. De acuerdo con su esencia y naturaleza el hombre evoluciona y se aprovecha instintivamente, al igual que los demás seres vivos del planeta, pero, a diferencia de éstos, el hombre simultáneamente observa su entorno, lo analiza, intercambia experiencias e ideas con otros hombres y se asocia con ellos para sacar más y mejores frutos y beneficios de ella, para transformarla físicamente y combinar sus elementos y los componentes de éstos, en su lucha por su supervivencia y desarrollo.

			Esencialmente el hombre es un ser vivo, ente biológico, animal racional y social por naturaleza. Como cualquier ser vivo, obedece a dos instintos básicos: la procreación y la supervivencia. Ante el impulso de estos instintos varones y hembras se reúne con otros seres iguales para la procreación, la alimentación y la defensa de ataques extraños. Hasta aquí, podríamos decir que se comporta aparentemente igual que la abeja, la hormiga, el coral o la oveja que para los mismos propósitos se agrupan en la colmena, el hormiguero, la colonia o el rebaño. Pero el hombre además de sus instintos puede pensar y decidir cuándo y cómo actuar, inclusive adoptar concientemente la decisión de asociarse con otros hombres para la realización de acciones conjuntas o colectivas en aras a la persecución de objetivos y metas comunes. Así, la asociación surge como una conducta típicamente humana en cuanto que implica la conjunción de la inteligencia y la voluntad, entendida como la reunión conciente y más o menos permanente de una pluralidad de individuos para la realización de un fin común. Dentro de este género podemos clasificar las distintas fórmulas de organización política que hemos mencionado reiteradamente en este capítulo y reconocer al Estado como la forma de organización suprema, más avanzada, compleja y comprensiva, respecto de una población y un territorio nacional determinados.

			Aunque en las distintas etapas de desarrollo del hombre podemos identificar formas diversas de organización política, en cada una de ellas encontramos una estructura de poder característica (constitución real) y un mínimo de normas jurídicas referentes a esa estructura (constitución formal). Como ya hemos visto, fue en el año de 1215 en el que una constitución formal fue elevada al rango de “Carta Magna” o Ley Fundamental, en este caso de una Monarquía que precisamente en virtud de este hecho inició su tránsito en la conformación de un Estado monárquico parlamentario. Fueron las constituciones de Estados Unidos de América de 1787 y la de la República Francesa de 1789 las primeras constituciones escritas de estados nacionales, se difundieron ampliamente, constituyeron ejemplo y modelo para la adopción de constituciones escritas en el resto del mundo y esta fórmula pasó a ser parte consustancial de los Estados contemporáneos.

			Las constituciones escritas cumplieron la función histórica de abolir los absolutismos y de manera permanente la de establecer límites jurídicos al ejercicio del poder del Estado. Entre las normas básicas relativas a la estructura del poder se incluyeron como parte insoslayable del documento escrito superior, los derechos fundamentales del hombre y del ciudadano como una limitación jurídica objetiva del poder del Estado, a través del reconocimiento de los derechos subjetivos de libertad de los individuos y la garantía de la intervención de los ciudadanos en la conformación y ejercicio de las atribuciones de los órganos del poder del Estado y, en cuanto a la estructura de la organización del poder estatal, entre esas normas básicas fundamentales se ha considerado la inclusión del principio de división de poderes como un principio de racionalidad y un sistema de frenos y contrapesos en el ejercicio del poder.

			Recordemos, a guisa de ejemplos trascendentes, que las constituciones de los Estados Unidos de América y de Francia fueron producto de movimientos sociales que tuvieron como denominador común el que buscaron y lograron el resquebrajamiento del orden establecido y la instauración de uno nuevo que respondiera a los requerimientos de una clase emergente preponderantemente burguesa. Obviamente, la constitución real se recompuso y ello provocó la expedición de una nueva Constitución escrita.

			 Vale la pena recordar las diferencias sustanciales que se dieron en torno de las dos constituciones antes citadas. En las colonias inglesas en América se gestó un movimiento de independencia, una lucha de liberación del vasallaje a que los colonos americanos estaban sometidos por la Corona inglesa. Los colonos se sentían hombres libres e iguales y no se habían presentado confrontaciones entre ellos, muchos habían escapado de la Europa intransigente y sufrido persecuciones por lo que eran defensores apasionados de la libertad y la igualdad, como se puede apreciar en la Declaración de Independencia de 4 de julio de 1776 (previa a la Revolución francesa y su Declaración de los Derechos del Hombre): “Sostenemos como verdades evidentes que todos los hombres nacen iguales, que están dotados por su creador de ciertos derechos inalienables, entre los cuales se cuentan el derecho a la vida, a la libertad y al alcance de la felicidad; que para asegurar estos derechos, los hombres instituyeron gobiernos, derivando sus justos poderes del consentimiento de sus gobernados; que cuando una forma de gobierno llega ser destructora de estos fines, es un derecho del Pueblo cambiarla o abolirla, e instituir un nuevo gobierno, basado en esos principios, en la forma que el pueblo estime más conveniente para su seguridad y felicidad”. Hermoso canto a la libertad y la igualdad, sin duda, expresión sublime de una nación en formación que estaba destinada a ser la primera potencia mundial; desgraciadamente esos principios estaban reservados a los “hombres libres”, hasta que Abraham Lincoln en 1865, muchos años después de la desaparición de la esclavitud en México y otros países de origen indo–hispánico. En la guerra de independencia que se inició en 1775 y triunfó en 1781, las colonias se declararon, “y por derecho deben ser, libres e independientes”, y enviaron sus representantes a la Convención de Filadelfia, quienes reunidos en 1776 decidieron que la representación nacional estuviera dividida entre la Cámara de Representantes y el Senado, y actuando como poder constituyente aprobaron la Constitución de 1787, a nombre de “Nosotros el pueblo”. 

			Por lo que se refiere a Francia recordemos que durante la década de 1770 se encontraba en una grave crisis económica y política. Para hacerle frente, Luís XVI convocó a los Estados Generales que representaban a las tres clases tradicionales de la sociedad francesa: el clero, la nobleza y el común del pueblo. Ante la intransigencia de la aristocracia y la iglesia que pretendían conservar sus privilegios mediante el voto paritario por clase, lo que obviamente les preservaba el control, el Tercer Estado, que correspondía al común del pueblo, quería que cada hombre votara como individuo. El Rey rechazó la petición popular, se intensificó el estado de agitación, se propagaron las ideas revolucionarias, el Tercer Estado rompió con el Rey y con los Estados Generales, se constituyó en Asamblea Nacional que al asumir el compromiso de “no separarse y sesionar en el lugar que exigieran las circunstancias, hasta que se concluyera una constitución sobre bases sólidas”. De esta manera, la Asamblea Nacional con la legitimación de su precedente, el Tercer Estado, pero fundamentalmente con el respaldo del pueblo francés levantado en armas, aprobó la Constitución de 1791, afirmando que “la soberanía reside en la nación. Ningún cuerpo o individuo puede ejercer atribuciones que no emanen expresamente de ella”. La idea de Nación, inspirada en el pensamiento de Sieyes y el apoyo de la clase burguesa, vino a suplantar la voluntad del pueblo de Rousseau. Consecuentemente, la Revolución francesa fue una guerra civil, lucha de clases en disputa por el poder, en la que resultó triunfante la burguesía que utilizó la Asamblea Nacional como poder constituyente para aprobar una Constitución que sin lugar a dudas constituyó un extraordinario avance en el camino de la libertad, la igualdad y las ideas democráticas, pero que también, hay que reconocerlo, regateó al pueblo su poder soberano y se la asignó a una idea abstracta, separada del pueblo.

			La primera constitución escrita, como ley suprema o fundamental de un nuevo Estado, o la abrogación de una constitución y promulgación de una nueva, implican la presencia de un poder constituyente, de un sujeto o grupo que tiene la potestad política, con sustento en el Derecho o en la fuerza, para aprobar una nueva Constitución consecuente con las nuevas estructuras de poder, es decir, una nueva unidad de decisión y acción, de voluntad eficiente que impulse la nueva Constitución. Por ejemplo, en la Revolución francesa el sector burgués del pueblo asumió la conciencia y la voluntad popular y condujo a través del mecanismo de la representación política a la aprobación de la Constitución de 1991.

			 Señala Heller en su tantas veces citada Teoría del Estado: “No toda Constitución política, pero si toda función constituyente, supone un sujeto constituyente que, como tal, solo puede ser una unidad de voluntad capaz de decisión y acción”, y explica que para la estructura política del poder en el mundo medieval hubiese sido superflua y completamente ficticia la admisión de un sujeto constituyente, para concluir que “la formación planificada de una ordenación fundamental unitaria característica del Estado Moderno supone la existencia de un pouvoir constituant real y con capacidad de obrar”. De ello colegimos que, si bien las constituciones reales no tienen un constituyente pues su formación no depende de un acto volitivo sino que se producen en parte espontáneamente y en parte de voluntades dispersas, o al menos de una pluralidad de ellas, las constituciones escritas del Estado de nuestros días implican necesariamente de un poder constituyente con autoridad, por el derecho o por la fuerza, para plasmar en ese documento fundamental los cambios sustanciales que se produjeron en la constitución real a causa de un resquebrajamiento del orden establecido en la constitución formal.

			De las menciones históricas que hemos hecho hasta ahora, resulta claro que el Estado contemporáneo no sólo presupone la existencia de una Nación, como hemos comentado con anterioridad, sino que también se vincula con una Constitución escrita, de tal manera que no solo es una realidad de que todos los Estados que existen en la realidad cuentan con ella sino que es un elemento tal vez no de su existencia pero sí de su legitimación y de su personalidad, y definitivamente consustancial a su carácter democrático. En la Constitución escrita, además de establecer la estructura básica del Estado, se consagran los derechos del hombre y del ciudadano, explicitando su participación en la conformación y ejercicio del poder, y el principio de división de poderes, todo como una garantía de respeto a la libertad, dignidad, seguridad y bienestar del hombre, a grado tal que no es una exageración afirmar que sin Constitución escrita no existe el Estado en los tiempos actuales, al menos no el Estado de Derecho ni el Estado democrático.

			Sólo nos falta referirnos en este apartado al tema de la personalidad del Estado. Desde luego aclaramos que, como hemos afirmado con anterioridad, no es un organismo ni una entidad, institución, idea o voluntad aparte y con vida propia que se imponga y pueda subyugar a los hombres. Consideramos razonable que se utilicen expresiones tales como “entidad estatal” o “institución estatal”, en su sentido gramatical. Así, entidad sugiere la idea de “lo que constituye la esencia o la forma de una cosa” o “una colectividad considerada como unidad” e institución tiene las connotaciones concretas de “organismo que desempeña una función de interés público” y “órganos constitucionales del poder soberano en la Nación” (de acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española), pues tales palabras sirven para describir al Estado de acuerdo a las ideas y conceptos que hemos expresado en este trabajo, sin prejuzgar sobre su naturaleza y sin que su uso implique asignarle características o atributos que no le corresponden.

			 En todos los sistemas políticos se reconoce al Estado como sujeto de derecho, es decir, invocando a Kelsen, como centro de imputación de derechos y obligaciones, y en ello coinciden todas las corrientes y doctrinas; la discusión se presenta cuando se intenta sustentar la personalidad jurídica de la entidad estatal.

			En principio, sólo el hombre es persona y puede ser sujeto de derecho. Sin embargo, desde la antigüedad se reconoció que las leyes, originalmente las civiles, podían atribuir el carácter de persona jurídica a ciertas formas de organización de pluralidad de individuos que convenían en aportar bienes o esfuerzos, o ambos, para la consecución de un fin común. La fuente original fue el contrato, el acuerdo de voluntades, luego se extendió a la declaración unilateral de voluntad para luego aceptar el principio general de que la ley tiene la fuerza inmanente de crear personas, a las que se les ha denominado “personas jurídicas” o “personas morales”, y se les atribuye el carácter de sujetos de derecho.

			 Si el objeto o fin atiende un interés de carácter particular serían personas jurídicas de Derecho privado y si el interés es general serían personas de Derecho público. De acuerdo con el Derecho positivo mexicano, tendríamos que agregar las personas jurídicas de interés social, para considerar los ejidos y los sindicatos. Las personas jurídicas de interés privado son creadas por la voluntad de las partes que intervienen en su formación; las de interés público son creadas por disposición directa de la ley. Así, las asociaciones y sociedades civiles, así como las sociedades mercantiles, están reguladas en la ley, evidentemente, pero se requiere la celebración del negocio constitutivo social, el acuerdo o la declaración unilateral o plural de voluntades, para que emerja la personalidad en el mundo del Derecho. En este negocio constitutivo pueden participar personas físicas y morales, porque la ley lo permite; en cambio, las personas morales de interés público y social, no sólo están reguladas sino también son constituidas directamente por la ley, sin que para ello se requiera otra voluntad que la del legislador. En este punto es pertinente aclarar que en las personas jurídicas o morales es la forma la que determina la naturaleza de la entidad y por ello se da el caso de instituciones públicas que adoptan la forma de sociedades civiles o mercantiles para la realización de objetivos concretos, al igual que instituciones sociales o de beneficencia que, por ejemplo, adoptan formas civiles, sin que en todo caso se requiera la disposición legal.

			Las anteriores reflexiones nos permiten ubicarnos debidamente en el Derecho público, para analizar las personas jurídicas de interés público, de las que hemos afirmado que son reguladas y constituidas por la ley. Se impone la presencia en la vida cotidiana de la actuación de las que el común de la gente llama “dependencias del gobierno”, que engloban genéricamente entidades gubernamentales que realizan diversos actos jurídicos, lo que las hace obviamente sujetos de Derecho, es decir, personas jurídicas. Su actuación esta prevista en la “ley”, que es la que prevé su existencia y determina su competencia, a través de la determinación de un conjunto de atribuciones y facultades necesarias para el cumplimiento de su función. Tienen el carácter de autoridad, lo que las inscribe en el sector de los gobernantes, su existencia y competencia dependen de la ley. Sobre ellas hay pocas dudas y discusiones sobre su existencia y personalidad jurídica, en cuanto que su actuación forma parte de la experiencia cotidiana y forma parte de la cultura popular el que no existe autoridad sin ley que justifique su existencia y en forma expresa la dote de facultades. En este rango podemos inscribir los tres niveles de gobierno: Federación, estados y municipios (en el caso de México, el Distrito federal y sus delegaciones) y dentro de cada uno de ellos podemos inscribir los órganos y organismos a través de los cuales actúan concretamente, incluyendo poderes y sus órganos, dependencias, organismos y otras entidades del servicio público a las que la ley reconoce personalidad.

			El problema se nos presenta cuando llegamos a la cúspide y tratamos de dilucidar si el Estado mismo tiene personalidad, quién y cómo se ejerce, qué sustenta, en su caso, la personalidad del Estado y cuándo y cómo surge, y finalmente cuándo y cómo se dan las relaciones entre el Estado y otras personas, físicas o morales, privadas y públicas.

			 Ante la objeción de que solo los seres humanos tienen la capacidad de querer y obrar, surgieron diversas teorías para explicar y justificar la personalidad jurídica o moral.

			Lo primero es tratar de explicar el fenómeno de la personalidad jurídica recordando las principales teorías que se han elaborado. La más generalizada y persistente es la teoría de la ficción, que afirma simplemente que las personas morales o jurídicas son creaciones de la ley que atribuye a ciertas formas jurídicas la capacidad de realizar un objeto o fin determinado. Ante la insuficiencia de la respuesta, pues es evidente que esta teoría lo único que hace es evadir el problema, surgieron otras teorías: la del patrimonio de afectación, la organicista, varias realistas relacionadas con la organización social, la de la institución, la formalista jurídica de Kelsen, las que niegan la personalidad del Estado, la que afirma que el Estado es la personificación de la Nación, las constitucionalistas y las que sostienen la pluralidad de personalidades del Estado. En buena medida hemos analizado estas teorías al referirnos a la naturaleza del Estado, por lo que ahora las veremos con mayor brevedad.

			En la teoría del patrimonio de afectación se consideraba que era suficiente la voluntad de una persona física que destinara un patrimonio a la consecución de un fin para poner en movimiento al Derecho y este hiciera surgir la personalidad jurídica. Creemos que seguimos en el terreno de la ficción, ahora con la variante de que se requiere un patrimonio a través del que se “materialice” la persona moral y sirva de garantía del cumplimiento de las obligaciones que contraiga. Esta tesis no supera la crítica de que sólo las personas físicas tienen la capacidad de querer y obrar, siendo una aberración pretender atribuir tal capacidad a las cosas. Aunque pudiera tener algún sentido justificar la teoría con el argumento de que atrás del patrimonio está la voluntad de quien o quienes lo asignan buscando la realización de ciertos objetivos, el hecho es que no siempre encontramos en la creación de las personas morales la existencia de un patrimonio afectado, en el caso de las privadas tenemos el ejemplo típico de las asociaciones civiles, y en el caso de las públicas, ese requisito nos parece contrario a su naturaleza, además de que hemos afirmado que en ellas la fuente de su existencia proviene directamente de la ley, sin la participación de la voluntad de las personas.

			Las teorías organicistas que equiparan la personalidad moral con los organismos vivos, hemos dicho con anterioridad que confunden organismo con organización y la realidad es que pretenden elevar una metáfora al rango de principio científico.

			Hemos considerado que son aceptables las opiniones de quienes afirman que las personas morales tienen una realidad social y hemos hecho nuestra la afirmación de Heller de que esa realidad se sustenta en la organización, tendencia natural del hombre, ser racional y sociable, que a través de los procesos culturales se desarrolla y transforma, adoptando una amplia variedad de formas que son, en todo caso, forma que adoptan los procesos del interactuar humano y resultado de sus experiencias sociales, es decir, productos culturales. Lo que no hemos podido aceptar es que ese realismo trascienda a asignar al Estado, o a cualquier otra entidad inmaterial, una esencia o substancia con el propósito de deslindarla del pueblo y hasta utilizarla en su contra. Por las mismas razones hemos estimado inaceptable la Teoría de la Institución de Hariou, en cuanto pretende atribuir a ciertas formas de organización social per se la capacidad de generar sujetos de Derecho, entre ellos el mismo Estado.

			Entre los que niegan la existencia de la personalidad del Estado destaca la contundencia de la crítica de León Duguit: “La nación es, sin duda, una realidad, y nunca he tenido la intención de negarlo. Esta realidad consiste en el vínculo de solidaridad o interdependencia que une, de manera particularmente estrecha, a los hombres que son miembros de una comunidad. Pero no se podría ir más lejos sin salir del dominio de la observación positiva y caer en hipótesis y afirmaciones metafísicas. Por lo tanto rechazo, sin titubear, todas las doctrinas que afirman que existe una conciencia y una voluntad de la nación, de lo que, a su vez, se deduce que la nación posee una personalidad distinta de los individuos que la componen, o con otras palabras, la voluntad de estas personas es la voluntad soberana, o sea, el poder político que engloba el poder de mandar a los hombres”. Con un viraje radical hacia el realismo sociológico, Duguit destaca la diferenciación que ha existido desde la prehistoria entre gobernantes y gobernados y afirma que la concepción realista no puede ir mas allá del estudio de las tareas que ha cumplido el Estado en la Historia y en el presente, que son los servicios públicos que deben cumplirse integralmente mediante el poder de los gobernantes. Profunda y trascendente aportación, destacar la existencia en toda clase de comunidades políticas la existencia de gobernantes y gobernados, como elemento omnipresente en las relaciones de poder y la obligación mínima de los gobernantes de prestar ciertos servicios públicos como justificación del ejercicio del poder y de la sumisión de los gobernados, pero el célebre autor crítico que recordamos, genial en la crítica, se quedó corto en la parte propositiva, pues como veremos más adelante, el Estado, si bien tiene como elemento omnipresente la diferenciación entre gobernantes y gobernados y como factor de legitimación o al menos de aceptación la prestación de ciertos servicios públicos, a cargo de los primeros y en beneficio de los segundos, es una realidad mucho más compleja que no puede tener una explicación eficiente con tales elementos.

			 De Kelsen hemos destacado las virtudes y ventajas de su método descrito y desarrollado en su Teoría Pura del Derecho, pero hemos insistido que no nos parece aceptable aislar el Estado y el Derecho de sus raíces sociales, pues ello implica en última instancia el deshumanizarlo.

			Se presenta muy sugestiva la teoría que afirma que el Estado es la personificación de la Nación. Recordemos que la Revolución francesa fue un movimiento del pueblo que explotó en 1789 pero que rápidamente fue cooptado por la burguesía que controló la Asamblea Nacional que en 1791 aprobó una Constitución que atribuyó la soberanía, y consecuentemente la personalidad jurídica, a la Nación, a la que se le llegó a atribuir, de acuerdo con las ideas del francés Esmein, “una especie de vida propia distinta de la suma de las vidas de sus componentes, una vida que es una combinación de las generaciones pasadas y de las presentes”. Independientemente de cuestiones ideológicas o políticas, no es aceptable esta tesis porque a pesar del prestigio que alcanzó en el siglo XIX, no logró universalizarse, en virtud de que, si bien la formación de las nacionalidades de Francia, Inglaterra, España y Prusia fue un presupuesto histórico de los Estados correspondientes, la realidad posterior nos muestra que no siempre existe correspondencia entre Nación y Estado, de tal manera que podemos identificar casos de naciones que nunca han alcanzado el status de Estados (la naciones vasca en España y escocesa en Inglaterra); han aparecido estados cuyos pueblos no tenían el desarrollo cultural y la identificación que corresponde a una nación (el propio caso de México que es difícil comprobar que al lograr su independencia y aprobar su primera Constitución en 1824 se hubiera tenido la identificación propia de una nación, esencialmente la conciencia de un pasado común y un proyecto de vida generalmente compartido), y ha habido estados que se conforman de diversas unidades nacionales (el caso mas notorio es la desaparecida Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, que si bien era estrictamente una federación de estados tenía la pretensión de la unidad estatal y así se ostentaba en el plano internacional y era reconocida como el Estado soviético). Lo cierto es que la idea de Nación, que tuvo su mayor auge al término de la dos guerras mundiales, cuando se crearon la Sociedad de las Naciones y la Organización de las Naciones Unidas, esta última todavía vigente, ha perdido actualidad y la mayoría de las constituciones del mundo hacen residir la soberanía en el pueblo, concepto sociológico más sencillo, más comprensivo y ausente de juicios de valor hasta cierto punto subjetivos que corresponden a la idea de nación. Desde el punto de vista de la idea y también de la ideología de la democracia existe una gran diferencia de reconocer la soberanía del pueblo, es decir de todos los pobladores que por varias generaciones se han vinculado por los lazos de la sangre y del territorio, frente a otorgársela a la Nación; ambos son conceptos estrictamente sociológicos, pero el segundo de ellos involucra, además del agrupamiento natural de los hombres para proveer a su defensa y supervivencia por varias generaciones que implica el primero, la conciencia de ese pasado común y, lo más sensible, la adopción de un estilo de vida y el compromiso de un proyecto de vida futuro, conceptos que quiérase o no involucran ideologías y compromisos políticos que en las comunidades actuales no pueden explicarse ni resolverse con la inercia de la identidad nacional, por muy fuerte que sea la carga del pasado. La “herencia de glorias y dolores y un mismo programa por realizar”, el “plebiscito de todos los días”, de Renan, continúan en el nivel de la alegoría, de la metáfora, carente de correlación con la realidad, especialmente en nuestros días, y no puede servir de sustento a la personalidad jurídica del Estado.

			Nuestra conclusión es que la Nación, aunque históricamente fue factor eficiente para la conformación del Estado Moderno y Contemporáneo, no es un elemento indisoluble de la unidad estatal, y sí lo es el pueblo, concepto más amplio, comprensivo y, por ello, democrático.

			Nos inscribimos con Heller y con las corrientes constitucionalistas que relacionan la personalidad del Estado con una Constitución escrita que, como norma suprema de una organización superior territorial, determina la estructura del Estado, identifica sus órganos y establece las atribuciones de uno y otros, incluyendo la potestad no sólo de realizar el orden jurídico territorial sino el de generarlo, es decir, incluye la potestad de legislar, de interpretar y de ejecutar las normas jurídicas. Si el Estado tiene todas estas potestades, que típicamente son actos jurídicos, entonces es sujeto de derechos, es persona jurídica, es centro de imputación de derechos, nacionales e internacionales.

			Consideramos igualmente válida la explicación de Heller de que el vínculo entre la Constitución real (en la que el autor incluye “la constitución política como realidad social”, como organización concientemente ordenada a la unidad de decisión y acción) y de la constitución destacada (cuyo concepto se integra de “la estructura relativamente permanente de la unidad estatal, frente a la constitución escrita o formal (significa la totalidad de los preceptos jurídicos fijados en el texto constitucional)”, se encuentra en la existencia de un sujeto constituyente que, como tal, sólo puede ser una unidad de voluntad capaz de decisión y acción. 

			Estas ideas han sido desarrolladas con anterioridad, al estudiar los elementos que conforman el Estado contemporáneo, y ahora resultan igualmente válidas para explicar la personalidad de la unidad estatal, pues hemos afirmado que en la actualidad no es posible justificar la existencia del Estado sin una constitución escrita que lo defina, establezca su estructura y atribuciones fundamentales, así como las reglas básicas de las relaciones entre gobernantes y gobernados. Se trata del ordenamiento jurídico de la forma de organización suprema que existe en un territorio en relación a los individuos que en lo general se identifican entre sí por encontrarse asentados en él por una pluralidad de generaciones y, por ello, su estructura, atribuciones y reglas básicas de interrelación con sus integrantes debe ser establecida por la norma superior o ley suprema con aplicación en ese territorio y a su población. Al señalar que se establecen las atribuciones de esa forma de organización superior territorial, estamos afirmando que es capaz de realizar actos jurídicos y, por lo tanto, que es sujeto de derecho, persona jurídica.

			Ahora bien, ese atributo de la personalidad debe constar en la Ley suprema precisamente porque se trata de la organización política superior en ese ámbito territorial y social, a diferencia de otras formas de organización menores, inferiores o subordinadas que pueden estar contempladas en las leyes reglamentarias o secundarias de aquella. Nuestra afirmación es categórica en este aspecto: El Estado es la forma de organización política superior en un territorio y en relación a un pueblo asentado con cierta permanencia en él, a la que la Constitución escrita, en su carácter de ley suprema territorial, le atribuye personalidad jurídica.

			 Si el Estado moderno nació monárquico, territorial y soberano; el Estado contemporáneo se caracterizó ideológicamente por su lucha contra el absolutismo, trasladando la soberanía del monarca y haciéndola residir, al menos originalmente, en el pueblo o en la nación. Inmediatamente el pueblo se vio limitado en el ejercicio de su soberanía, constriñéndose a elegir periódicamente a sus representantes que efectivamente la ejercieran; luego el pueblo tuvo que ingeniárselas para buscar fórmulas y mecanismos para evitar que sus representantes abusaran del poder delegado y que violaran los derechos fundamentales de los miembros de la comunidad estatal. Para ello fue desarrollado el principio de la separación de poderes, como mecanismo para evitar la excesiva concentración de poder y como sistema de contrapesos en su ejercicio; se desarrollaron los primero denominados “derechos naturales del hombre” y luego “derechos fundamentales” o simplemente los “derechos del Hombre”, que quedaron consagrados por escrito en una “Carta Magna” de los ingleses, en una “Acta de Independencia” americana o en una “Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano”, y finalmente se generalizó la práctica de materializar en una Constitución escrita aquel principio y estos derechos, afirmándose el constitucionalismo como la fórmula indispensable y la mejor garantía de los derechos del hombre y del desarrollo de la democracia.

			 

			4. 	Soberanía y Gobierno

			 

			La soberanía fue la conceptualización que en el siglo XVI realizó Jean Bodin del poder de mando superior y centralizado que ejercían príncipes y monarcas en su tiempo.”La soberanía es el poder absoluto y perpetuo de una República”. Por poder absoluto, el mismo autor entiende “la facultad incondicionada e ilimitada de expedir, modificar y derogar la ley humana” y por poder perpetuo, “es el que corresponde a una o varias personas en forma permanente, de por vida o a perpetuidad a través de sus descendientes”. Es una tesis elaborada para justificar el poder absoluto de los monarcas, es unitaria y centralizadora del poder y puede reducirse a su expresión más sencilla y general si decimos que soberanía es el poder de mando del gobernante supremo en un territorio y en relación a un pueblo determinado.

			Como una respuesta radical al absolutismo, surge la concepción de Rousseau: “La soberanía es el poder de un pueblo formado por hombres libres, sobre el que nadie tiene por naturaleza un poder de mando, para asegurar su libertad como pueblo y la de cada uno de sus miembros”. En la idea rousseauniana radica la soberanía en el pueblo, como fuente originaria y terminal de la soberanía, en cuanto que es “el derecho de mando, como instancia última de la sociedad civil, que los miembros de esta sociedad han delegado en una o varias personas, para conservar el orden interno y defenderse hacia el exterior, y en general para procurarse, bajo esta protección, una felicidad verdadera, y sobre todo, el ejercicio seguro de su libertad…”, y que el pueblo conserva siempre la potestad de revocar el poder de mando delegado, para recuperar su libertad (reconociendo el derecho a la revolución).

			Un viraje radical imprimió el genio ginebrino a las ideas políticas de su tiempo. La soberanía pasó del monarca, que la detentaba por derecho divino o de estirpe, al pueblo que le correspondía por derecho propio, de origen, y que a través de un contrato expresa su “voluntad general, constituida por la unidad de todas las voluntades en la libertad”. Desgraciadamente, aunque no admitió la representación, para la realización de sus utopías no señaló otro camino que la delegación del poder de mando en una o varias personas. De todas maneras, las ideas de Rousseau constituyeron un intento de descentralización del poder y con ese sino abrieron las puertas del Estado Contemporáneo.
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